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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO Y
PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO

«Comunicación de la Presidencia de la Mesa Directiva de
la Cámara de Diputados.

Con fundamento en los artículos 100, numeral 1, y 102, nu-
meral 3, del Reglamento de la Cámara de Diputados, se in-
forma a la honorable asamblea los turnos dictados a diver-
sas iniciativas con proyecto de decreto y proposiciones con
punto de acuerdo, registradas en el orden del día del 24 de
septiembre de 2019 y que no fueron abordadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Laura Angélica Rojas Hernández (rúbrica), Presidenta.»

«Iniciativas con proyecto de decreto

1. Que reforma diversas disposiciones de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, con el fin de
eliminar el uso de dinero en efectivo en el sector público,
suscrita por el diputado Carlos Alberto Valenzuela Gonzá-
lez y diputados integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

2. Que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
del Código Penal Federal y de la Ley General de Acceso de
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a cargo de la
diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Igualdad de
Género, para dictamen.

3. Que reforma diversas disposiciones de la Ley General de
Salud, a cargo de la diputada Silvia Lorena Villavicencio
Ayala, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

4. Que reforma y adiciona el artículo 77 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por
la diputada Josefina Salazar Báez y diputados integrantes
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

5. Que reforma el artículo 78 de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por la dipu-
tada Josefina Salazar Báez y diputados integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Turno: Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, para
dictamen.

6. Que reforma y adiciona diversas disposiciones del Códi-
go Fiscal de la Federación, a cargo del diputado Jorge Ar-
turo Argüelles Victorero, del Grupo Parlamentario de En-
cuentro Social.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

7. Que abroga el Estatuto de las Islas Marías, a cargo de la
diputada Martha Patricia Ramírez Lucero, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

8. Que reforma el artículo 167 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales, a cargo de la diputada Mariana Ro-
dríguez Mier y Terán, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Justicia, para dictamen.

9. Que reforma los artículos 159 y 160 de la Ley Federal
del Derecho de Autor, suscrita por los diputados Luis Eleu-
sis Leónidas Córdova Morán, Brasil Alberto Acosta Peña y
Lenin Nelson Campos Córdova, del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Cultura y Cinematografía, para dicta-
men y a la Comisión de Pueblos Indígenas, para opinión.

10. Que expide la Ley de Amnistía contra la criminaliza-
ción de los Derechos Reproductivos de las Mujeres, a car-
go de la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisiones Unidas de Justicia, y de Goberna-
ción y Población, para dictamen y a las comisiones de
Igualdad de Género, y de Presupuesto y Cuenta Pública,
para opinión.
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Proposiciones con punto de acuerdo

1. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades locales y federales, a investigar posibles actos
de corrupción denunciados en contra de la C. Indira Viz-
caino Silva, a cargo de la diputada Claudia Valeria Yañez
Centeno y Cabrera, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

2. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal y a la SEP, a fortalecer el buen funcionamiento
del Inifed para preservar la plena integridad institucional
de dicho instituto, a cargo de la diputada Nohemí Alemán
Hernández, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

3. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SEP y
al Organismo Coordinador de las Universidades para el
Bienestar Benito Juárez García, a llevar a cabo sus proyec-
tos de reglas de operación de los programas de becas Bien-
estar Benito Juárez García y Elisa Acuña, suscrito por
diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Educación, para dictamen.

4. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Segob,
a iniciar un procedimiento sancionador en contra del presi-
dente municipal de Jaltenco, Estado de México, por haber
incurrido en el artículo 56 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado Ma-
rio Alberto Ramos Tamez, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

5. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Profe-
pa y a la Seduma del gobierno de Tamaulipas, a esclarecer
los hechos e inicien las investigaciones por los aconteci-
mientos ocurridos en la Laguna del Carpintero ubicado en
el municipio de Tampico Tamaulipas, a cargo de la dipu-
tada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario de
Encuentro Social.

Turno: Comisión de Medio Ambiente, Sustentabilidad,
Cambio Climático y Recursos Naturales, para dictamen.

6. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Ejecuti-
vo federal, a iniciar el proceso de nombramiento del titular
de la Prodecon, suscrito por el diputado Antonio Ortega
Martínez y diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática.

Turno: Comisión de Hacienda y Crédito Público, para
dictamen.

7. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Secre-
taria de Salud y sus homologas estatales, a promover una
campaña nacional de educación, concientización y preven-
ción de los síntomas de cáncer infantil, a cargo de la dipu-
tada Ana Patricia Peralta de la Peña, del Grupo Parlamen-
tario de Morena.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

8. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Salud federal, a promover políticas públicas
de eficiencia de gasto y de suministro de medicamentos
de todas las instituciones públicas del Sistema Nacional
de Salud, a cargo del diputado Luis Eleusis Leónidas
Córdova Morán, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Salud, para dictamen.

9. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a los con-
gresos locales, a homologar o establecer el tipo penal del
delito de feminicidio en sus códigos penales, a cargo de la
diputada María Elizabeth Díaz García, del Grupo Parla-
mentario de Morena.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.

10. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
cretaría de Bienestar, a hacer del conocimiento público los
avances que ha tenido el Programa Sembrando Vida, así
como el destino de los recursos invertidos en el mismo,
suscrito por diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Desarrollo Social, para dictamen.



11. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a distintas
autoridades federales y de la Ciudad de México, a emitir
las recomendaciones para implementar las acciones nece-
sarias que detengan la contribución al gasto generado por
la Estela de Luz de la Ciudad de México, a cargo del dipu-
tado Emmanuel Reyes Carmona, del Grupo Parlamentario
de Morena.

Turno: Comisión de Gobernación y Población, para 
dictamen.

12. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no federal, para que se apegue al marco jurídico vigente en
materia de adquisiciones, arrendamientos y servicios del
sector público, ante la denuncia sobre el incremento de
contratos sin el desarrollo de licitaciones abiertas y trans-
parentes, suscrito por diputados integrantes del Grupo Par-
lamentario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

13. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Sener,
para que el conocimiento generado por el Instituto Nacio-
nal de Investigaciones Nucleares, sea tomado como parte
del Proyecto Nacional en Ciencia y Tecnología, a cargo de
la diputada María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz, del
Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

14. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Inegi, a
que durante el censo de población y vivienda 2020, las per-
sonas que se encarguen de realizar esta actividad en zonas
indígenas pertenezcan a las mismas comunidades, a cargo
de la diputada Anilú Ingram Vallines, del Grupo Parlamen-
tario del Partido Revolucionario Institucional.

Turno: Comisión de Pueblos Indígenas, para dictamen.

15. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la ASF,
a auditar las retenciones de la cuota ejidal reconocidas por
ley y las voluntarias conocidas como cuota liga, durante la
administración del actual gobierno de Sinaloa, a cargo de
la diputada Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Par-
lamentario de Morena.

Turno: Comisión de Transparencia y Anticorrupción, para
dictamen.

16. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la SE, a
cancelar las concesiones mineras en el estado de Veracruz,
a cargo de la diputada Claudia Tello Espinosa, del Grupo
Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Economía, Comercio y Competitivi-
dad, para dictamen.

17. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la CFE,
a cumplir lo acordado en las mesas de trabajo y a imple-
mentar acciones en la zona oriente de la Ciudad de Méxi-
co, para atender los cobros excesivos por el servicio de luz,
a cargo del diputado Víctor Gabriel Varela López, del Gru-
po Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Energía, para dictamen.

18. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a diversas
autoridades, a determinar la extensión marítima de los po-
lígonos pertinentes y realizar las acciones necesarias que
posibiliten la pronta apertura y reactivación de las activi-
dades pesqueras y el fomento de la maricultura en la sonda
de Campeche, a cargo del diputado Maximiliano Ruiz
Arias, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Pesca, para dictamen.

19. Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al gobier-
no de Michoacán, a girar las instrucciones necesarias y ve-
rificar su cumplimiento, sobre quejas expresadas por per-
sonas recluidas en el Centro de Reinserción Social de Alto
Impacto de Morelia, a cargo de la diputada Silvia Lorena
Villavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de Morena.

Turno: Comisión de Igualdad de Género, para dictamen.»
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INICIATIVAS CON PROYECTO DE DECRETO 

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, a
fin de eliminar el uso de dinero en efectivo en el sector pú-
blico, suscrita por el diputado Carlos Alberto Valenzuela
González e integrantes del Grupo Parlamentario del PAN

El que suscribe, Carlos Alberto Valenzuela González, dipu-
tado integrante del Grupo Parlamentario del Partido Ac-
ción Nacional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 77 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta sobera-
nía la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman los artículos 4, párrafo quinto; 51; 52; 75, nu-
meral II; 77, párrafo I; y adicionar el numeral XI del ar-
tículo 114 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabi-
lidad Hacendaria, con base en el siguiente

I. Planteamiento del problema

El uso de dinero en efectivo en las operaciones diarias del
sector público, pueden ser un elemento primario y el me-
canismo más efectivo para la posible comisión de delitos
asociados con actos de corrupción, desviación de recursos
públicos e incluso del uso con fines electorales de los mis-
mos cuando se ejecuta el gasto público. Situación que pue-
de ocurrir en cualquier orden de gobierno, en los poderes
públicos y en organismos autónomos.

Lo anterior, por las características de anonimato que se
pueda dar en las transacciones, la rápida capacidad de
transformación del dinero, el difícil rastreo del mismo, y
fácil traslado a entidades financieras extranjeras, entre
otras características que limitan la acreditación del delito.

Argumentos que sustentan la presente iniciativa

Me permito retomar parte de la argumentación que hice a
otra iniciativa de la que soy autor en materia de la elimina-
ción del dinero en efectivo en la economía nacional que ac-
tualmente se encuentra para su dictamen en la Comisión de
Puntos Constitucionales, pues son válidos también para los
fines de esta iniciativa.

De acuerdo al prefacio de la Convención de las Naciones
Unidas contra la Corrupción del 2004; se considera a la co-
rrupción como “una plaga insidiosa que tiene un amplio es-
pectro de consecuencias corrosivas para la sociedad. Soca-
va la democracia y el estado de derecho, da pie a
violaciones de los derechos humanos, distorsiona los mer-
cados, menoscaba la calidad de vida y permite el floreci-
miento de la delincuencia organizada, el terrorismo y otras
amenazas a la seguridad humana”. (Annan, 2003)

México fue un impulsor importante de esta convención que
surgió de la Conferencia Política de Alto Nivel celebrada
en Mérida del 9 al 11 de diciembre de 2003, de conformi-
dad con lo dispuesto en la Resolución 57/169 de la Orga-
nización de las Naciones Unidas (ONU).

De esta convención suscrita y ratificada por México; me
permito transcribir los artículos que motivan y fundamen-
tan la necesidad de tomar acciones claras y contundentes
para el combate de estos delitos en el país.

“Artículo 1. Finalidad.

La finalidad de la presente convención es: 

a) Promover y fortalecer las medidas para prevenir y
combatir más eficaz y eficientemente la corrupción;

b) Promover, facilitar y apoyar la cooperación interna-
cional y la asistencia técnica en la prevención y la lu-
cha contra la corrupción, incluida la recuperación de
activos;

c) Promover la integridad, la obligación de rendir
cuentas y la debida gestión de los asuntos y los bienes
públicos.

Artículo 52. Prevención y detección de transferen-
cias del producto del delito.

1. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 14 de la
presente convención, cada estado parte adoptará las me-
didas que sean necesarias, de conformidad con su dere-
cho interno, para exigir a las instituciones financieras
que funcionan en su territorio que verifiquen la identi-
dad de los clientes, adopten medidas razonables para de-
terminar la identidad de los beneficiarios finales de los
fondos depositados en cuentas de valor elevado, e in-
tensifiquen su escrutinio de toda cuenta solicitada o
mantenida por o a nombre de personas que desempeñen



o hayan desempeñado funciones públicas prominentes y
de sus familiares y estrechos colaboradores. Ese escru-
tinio intensificado deberá estructurarse razonablemente
de modo que permita descubrir transacciones sospecho-
sas con objeto de informar al respecto a las autoridades
competentes y no deberá ser concebido de forma que
desaliente o impida el curso normal del negocio de las
instituciones financieras con su legítima clientela…”1

Para el Grupo de Acción Financiera (GAFI) en su Informe
de Evaluación Mutua para México del 2018; expresa en su
resumen ejecutivo como un riesgo lo siguiente:

“4. Los métodos típicos de lavado de activos (LA) in-
cluyen el uso de empresas pantallas y ficticias para ocul-
tar al beneficiario final, la compraventa de inmuebles y
bienes de alto valor y el contrabando de efectivo en am-
bas direcciones de la frontera Estados Unidos de Amé-
rica (EUA). México. El uso significativo de efectivo y
la relativamente importante economía informal in-
crementa en forma significativa el riesgo de que el
producto ilícito pueda ser recanalizado a la econo-
mía formal regulada. Sin embargo, de conformidad
con el análisis del Banco de México, las restricciones
sobre las instituciones financieras (IF) sobre la recep-
ción de efectivo en dólares estadounidenses dieron lugar
a una importante disminución en el volumen de dólares
estadounidenses que entra y sale del sistema financiero.
No obstante, el uso de pesos mexicanos como efecti-
vo se ha incrementado”.2

(Énfasis propio)

Ante este riesgo en el mismo documento GAFI señala co-
mo materialización la siguiente información de México:

“64. La gran circulación de efectivo físico (en pesos y
dólares estadounidenses) sigue siendo preocupante. Si
bien hubo una reducción considerable en las operacio-
nes con dólares estadounidenses en efectivo desde 2007
hasta 2014, el excedente y las exportaciones de dóla-
res estadounidenses continúa siendo significativo (5
mil millones de dólares en 2014). A fin de comprender
la naturaleza de dichas operaciones, en 2009, la UIF y el
Banco de México emitieron una solicitud de informa-
ción dirigida a los bancos, centros cambiarios y casas de
bolsa. Sobre la base de la información recibida, en el
año 2007 las autoridades no pudieron identificar el ori-
gen específico de los excedentes de dólares estadouni-
denses; sin embargo, las autoridades atribuyeron los ex-

cedentes lícitos al comercio transfronterizo, al turismo o
las remesas de los inmigrantes recibidas en efectivo, y
la parte de este excedente que no se había explicado pa-
ra fines económicos lícitos podía posiblemente relacio-
narse con el producto ilícito. Desde el año 2010 al 2014,
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP)
emitió modificaciones a las disposiciones ALA/CFT pa-
ra limitar el cobro de dólares estadounidenses en efecti-
vo para los sectores arriba mencionados. En contraste
con una reducción importante en el uso de dólares
estadounidenses en efectivo, más recientemente hubo
un incremento en el uso del peso mexicano en efecti-
vo, que ha crecido a una tasa anual promedio del
13,2 por ciento, mientras la tasa de transferencias ha
sido del 5,7 por ciento.3

(Énfasis propio)

Asimismo, esta medida de eliminar el uso de efectivo en
el sector público, se hace desde una reforma a la Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
pues tiene una mayor injerencia de la aplicación de las
medidas desde un uso eficaz del recurso, la transparencia
y rendición de cuentas en todos los órdenes de gobierno,
poderes públicos y organismos autónomos, sin que im-
plique una necesidad de reforma constitucional, además
de considerar que más de 80 por ciento de los ingresos de
los municipios y mayoritariamente en los estados provie-
nen de la federación.

La dimensión del gasto público de los estados, de acuerdo
con el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi)
en 2017 fue de más de 2 billones de pesos y preliminar de
2018 –considerando a 25 estados– es de 1.67 billones de
pesos y de los que entre 44 y 45 por ciento son por el con-
cepto de transferencias, asignaciones, subsidios y otras
ayudas.4

En lo que respecta para los municipios a nivel nacional el
gasto público es de más de 443 mil millones de pesos para
2017 y preliminar de 2018 –considerando a mil 391 muni-
cipios– de 359 mil millones de pesos; y en cuyo concepto
de gasto denominado servicios personales representan en-
tre 33 y 35 por ciento de los municipios.5

Si bien, la propuesta proviene de un enfoque restrictivo, es-
ta reforma alentará a que los ejecutores del gasto establez-
can estrategias de transitoriedad para el cumplimiento, fo-
mentará la modernización administrativa y el uso de
tecnologías de la información en los municipios del país;
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obligará indirectamente a mejorar la cobertura de los servi-
cios financieros para toda la población, ya sea en la banca
comercial como de la banca de desarrollo, principalmente
del Banco del Bienestar.

Además, para efectos de la fiscalización, se hace mucho
más ágil y transparente el acceso a datos, documentos e in-
formes que permitan acreditar desviaciones, irregularida-
des e incluso delitos contra el erario público.

Su aplicación no tendrá costo presupuestal para ningún or-
den de gobierno, pero los obligará a diseñar estrategias cla-
ras y políticas de sensibilización para el cumplimiento de
la ley.

II. Fundamento legal

A esta iniciativa les son aplicables diversas disposiciones
contenidas en los marcos jurídicos siguientes:

a) Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; y 

b) Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria.

IV. Denominación del proyecto de ley o decreto

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
los artículos 4 párrafo quinto; 75, numeral II; 51; 52; 77,
párrafo I; y 114 numeral II de la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria.

V. Ordenamientos a modificar

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria



VI. Texto normativo propuesto

Por lo expuesto, se presenta a esta soberanía la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 4, párrafo quinto; 51; 52; 75 numeral II; 77, párrafo I;
y adicionar el numeral XI del artículo 114 de la Ley Fede-
ral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, para
quedar como sigue:

Único. Se reforman los artículos 4 párrafo quinto; 51; 52;
75, numeral II; 77, párrafo I; y adicionar el numeral XI del
artículo 114 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria, para quedar como sigue:

Artículo 4. (…)

I. al VIII. (…)

(…)

(…)

(…)

Los ejecutores de gasto contarán con una unidad de
administración, encargada de planear, programar, pre-
supuestar, en su caso, establecer medidas para la ad-
ministración interna, controlar y evaluar sus activida-
des respecto al gasto público, quedando prohibido el
uso de dinero en efectivo de los recursos públicos
federales.

Artículo 51. La Tesorería de la Federación, por sí y a tra-
vés de sus diversas oficinas, efectuará los cobros y los pa-
gos y correspondientes a las dependencias. Los cuales de-
berán ser exclusivamente por medios electrónicos o
cheque nominativo no negociable.

(…)

(…)

(…)

(…) 

(…)

Artículo 52. Los ejecutores de gasto, conforme a las dis-
posiciones aplicables, realizarán los cargos al Presupuesto
de Egresos, a través de los gastos efectivamente devenga-
dos en el ejercicio fiscal y registrados en los sistemas con-
tables correspondientes. Los ejecutores de gasto solicitarán
el pago de los gastos efectivamente devengados, a través
de cuentas por liquidar certificadas, en los términos del 
reglamento.

(…):

I. (…)

II. (…)

III. (…)

Todos los pagos que se realicen en los términos del
presente artículo deberán efectuarse por medios
electrónicos o cheque nominativo no negociable.

Artículo 75. Los subsidios deberán sujetarse a los criterios
de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, selecti-
vidad y temporalidad, para lo cual las dependencias y enti-
dades que los otorguen deberán:
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I. (…)

II. En su caso, prever montos máximos por beneficiario
y por porcentaje del costo total del programa.

En los programas de beneficio directo a individuos o
grupos sociales, los montos y porcentajes se establece-
rán con base en criterios redistributivos que deberán pri-
vilegiar a la población de menos ingresos y procurar la
equidad entre regiones y entidades federativas, sin de-
mérito de la eficiencia en el logro de los objetivos, de-
biéndose pagar mediante cheque nominativo o me-
dios distintos al dinero en efectivo;

III al X.

(…)

Artículo 77. Con el objeto de cumplir lo previsto en el se-
gundo párrafo del artículo 1 de esta ley, se señalarán en el
Presupuesto de Egresos los programas a través de los cua-
les se otorguen subsidios y aquellos programas que debe-
rán sujetarse a reglas de operación la Cámara de Diputados
en el Presupuesto de Egresos, podrá señalar los programas,
a través de los cuales se otorguen subsidios, que deberán
sujetarse a reglas de operación con el objeto de asegurar
que la aplicación de los recursos públicos se realice con
eficiencia, eficacia, economía, honradez y transparencia.
Asimismo, se señalarán en el Presupuesto de Egresos los
criterios generales a los cuales se sujetarán las reglas de
operación de los programas. Todos aquellos programas
que otorguen subsidios directos a beneficiarios deberán
sujetarse obligatoriamente a reglas de operación.

(…)

Artículo 114. Se sancionará en los términos de las disposi-
ciones aplicables a los servidores públicos que incurran en
alguno de los siguientes supuestos:

I. al X. (…)

XI. Realicen pagos mediante el uso de dinero en 
efectivo;

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 Organización de las Naciones Unidas. Oficina de las Naciones Uni-
das contra la Droga y el Delito. Convención de las Naciones Unidas

contra la Corrupción. Viena, 2004. Consultado en: 

https://www.unodc.org/pdf/corruption/publications_unodc_con-
vention-s.pdf 

2 FATF y GAFILAT (2018), Medidas anti lavado y contra la financia-
ción del terrorismo - México, Informe de Evaluación Mutua, FATF, 
París 

www.fatf-gafi.org/publications/mutualevaluations/documents/
mer-mexico-2018.html 

3 Ibíd. 

4 Inegi. Finanzas públicas estatales y municipales. Ingresos y Egresos
brutos de los Gobiernos de los Estados, 2017-2018. Consultado en: 

https://www.inegi.org.mx/temas/finanzas/default.html#Tabulados

5 Inegi. Finanzas públicas estatales y municipales. Ingresos y Egresos
brutos de los municipios por Entidad Federativa, 2017-2018. Consul-
tado en: 

https://www.inegi.org.mx/temas/finanzas/default.html#Tabulados

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 5 de septiembre de 2019.— Dipu-
tado Carlos Alberto Valenzuela González (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

CÓDIGO PENAL FEDERAL Y LEY GENERAL
DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA

VIDA LIBRE DE VIOLENCIA

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones del Código Penal Federal y de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a
cargo de la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del
Grupo Parlamentario de Morena

Suscrita por la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala,
diputada integrante del Grupo Parlamentario de Morena,



con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, en la fracción I del numeral 1 del artículo 6 y
los artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley General de Acce-
so de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y del
Código Penal Federal en materia del derecho de las muje-
res a la interrupción libre del embarazo.

Exposición de Motivos

México aspira a ser una democracia plena que garantice la
igualdad de oportunidades, la pronta y expedita imparti-
ción de justicia y la participación ciudadana auténtica. Pa-
ra ello, la vida democrática necesita personas comprometi-
das con ella. Es por eso que los ciudadanos, más allá de sus
intereses particulares, tienen también intereses comunes y
obligaciones con la colectividad. En este sentido, para que
la igualdad de oportunidades en la vida democrática sea
una realidad es necesario que todos los ciudadanos nos in-
volucremos con el bienestar del colectivo.

Uno de los principales elementos que contribuyen con la
desigualdad de oportunidades es la falta de movilidad so-
cial entre generaciones, es decir, cuando el origen socioe-
conómico determina el destino de la vida de una persona.
El sexo, la educación, el nivel de ingreso, el lugar de naci-
miento e incluso la pertenencia a determinados sistemas de
creencias son algunas de las características que pueden ge-
nerar desigualdades en el ejercicio de derechos o en el ac-
ceso a servicios públicos.

En ese sentido, una de las principales barreras para las mu-
jeres en México son los graves obstáculos para ejercer sus
derechos sexuales y reproductivos, una condición que im-
pone graves desigualdades entre los ciudadanos y las ciu-
dadanas de nuestro país. Una de las muestras más notorias
de dicha desigualdad, tanto en nuestro país como en el
mundo, está en la restricción que tienen las mujeres para
acceder a la interrupción del embarazo de forma segura. De
ahí que esta iniciativa sea crucial para que el Estado mexi-
cano avance en garantizar la igualdad en el ejercicio de los
derechos de mujeres y hombres en nuestro país.

Derechos sexuales y reproductivos en México

El acceso a los derechos sexuales, parte incuestionable de
los derechos humanos de todo hombre y mujer, se sustenta

en una amplia gama de decisiones del individuo para ga-
rantizar su vida sexual y reproductiva con libertad, con-
fianza y seguridad, de acuerdo con sus creencias externas e
internas. De ahí que los derechos sexuales y reproductivos
no se limiten a la interrupción legal del embarazo, sino que
se extienden a las múltiples posibilidades que tienen los
mexicanos para decidir su vida sexual, reproductiva y so-
bre la libre determinación del número y espaciamiento de
hijos que consideren oportuno.

En ese sentido, la cultura del uso de métodos anticoncepti-
vos en México, como parte fundamental del ejercicio de
los derechos sexuales y reproductivos en el país, ha ido in-
crementado. De acuerdo con la Encuesta Nacional de Sa-
lud y Nutrición (ENSANUT) de 2012, 90 por ciento de la
población de 12 a 19 años de edad a nivel nacional reportó
conocer o haber escuchado hablar de algún método anti-
conceptivo. Esta cifra muestra un avance con respecto a lo
reportado en la ENSANUT 2006 (de 82 por ciento) y en la
ENSANUT 2000 (de 69 por ciento).1

Asimismo, en México, la anticoncepción de emergencia se
ha incluido de manera progresiva en diversos ordenamien-
tos de carácter general y obligatorio emitidos por la Secre-
taría de Salud. Según las organizaciones Radar 4 y Gire,
“desde enero de 2004, la anticoncepción de emergencia es-
tá incluida para los casos de relaciones sexuales voluntarias
sin protección anticonceptiva, cuando se use un método y
se presuma su falla y para casos de violación. En julio de
2005 se incluyó por primera vez un producto dedicado a la
anticoncepción de emergencia en el Cuadro Básico de Me-
dicamentos del Sector Salud” (Radar 4 y Gire 2015, P. 47).
Sin embargo, pese a este incremento en el uso de métodos
anticonceptivos en la población no se ha eliminado la ne-
cesidad de la interrupción del embarazo.

La interrupción del embarazo en México y el mundo

De acuerdo con la Organización Mundial de la Salud
(OMS), cada año hay en el mundo 25 millones de inte-
rrupciones del embarazo sin condiciones de seguridad, ca-
si todos ellos en países en desarrollo. La situación es espe-
cialmente precaria en los países de Latinoamérica. Según
la misma organización, 3 de 4 abortos en nuestra región se
hacen en condiciones peligrosas para las mujeres. Pese a
los avances que ha tenido la interrupción legal del embara-
zo en la Ciudad de México desde 2007, la situación en
nuestro país no deja de ser un asunto de salud pública fun-
damental. El acceso a la interrupción legal del embarazo es
uno de los obstáculos más importantes para la igualdad
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sustantiva en el ejercicio de los derechos sexuales y repro-
ductivos de las mujeres mexicanas.

A once años de la adopción de esta política pública, con-
viene hacer un análisis estadístico de los efectos que dicha
medida ha tenido en la Ciudad de México. De acuerdo con
la información pública disponible por la Secretaría de Sa-
lud de la Ciudad de México, en estos once años, el núme-
ro de mujeres que han sido atendidas para garantizar la in-
terrupción legal del embarazo asciende a 194 mil 153.

La Secretaría de Salud de la Ciudad de México refiere que
la mayoría de las mujeres que han decidido interrumpir su
embarazo son jóvenes de entre 18 y 24 años. De acuerdo
con las autoridades de salud, de las 194 mil 153 mujeres
que han acudido, a 148 mil 590 mujeres se les proporcio-
naron medicamentos, a 42 mil 521 se les practicó un pro-
ceso de aspiración y a 3 mil 42 pacientes un legrado uteri-
no instrumentado.

Del total de usuarias atendidas, 28 por ciento tenía cuatro o
menos semanas de gestación, 13.6 por ciento estaba en la
sexta semana y 12.5 por ciento en la séptima semana. Ape-
nas 1 por ciento de las pacientes decidió interrumpir su em-
barazo en la semana 12, periodo límite para someterse a un
procedimiento de interrupción legal del embarazo. En tér-
minos del estado civil de la persona, más de la mitad de las
mujeres que se sometieron a un aborto eran solteras, casi
30 por ciento vivían en unión libre y menos de 20 por cien-
to correspondió a mujeres casadas, divorciadas y viudas.
La Secretaría de Salud de la Ciudad de México también re-
vela que 34.7 por ciento de las pacientes no tenía ningún
hijo; 26.5 por ciento era mamá de un hijo, 22. 8 por ciento
de dos hijos y 10.3 por ciento de tres hijos o más. Este aná-
lisis del perfil sociodemográfico permite una lectura más
clara de la situación en la que se pueden llegar a encontrar
a las mujeres de la Ciudad de México.

Sin embargo, la situación de la Ciudad de México dista de
ser una realidad en el resto del país. En la mayor parte de
nuestro territorio, las mexicanas son criminalizadas por in-
terrumpir su embarazo, a lo que se le suma la violencia
obstétrica en los servicios de salud, situación que ha pro-
vocado muertes en el embarazo, en el parto y en el puerpe-
rio. Es común que la prensa nacional reporte experiencias
de mujeres que, al acudir a los servicios de salud como clí-
nicas y hospitales públicos, son objeto de violaciones a sus
derechos reproductivos y por ende, de sus derechos huma-
nos, un asunto público que se agrava en comunidades indí-
genas. La imposición del uso de métodos anticonceptivos

sin pleno conocimiento del paciente es uno de esos casos.
La anticoncepción forzada, así como la esterilización for-
zada, representan dos casos de las más claras y constantes
violaciones de los derechos humanos de las mujeres.

De ahí que valga la pena preguntarse qué tan diferente es
el conteo de las interrupciones legales del embarazo fuera
de la legislación prevalente en la Ciudad de México. Una
de las principales vías para hacerlo es la Encuesta Nacional
sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares que re-
aliza el Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi). En su emisión de 2016, la encuesta reportó que 9.4
millones de mujeres de 15 a 49 años dijo haber estado em-
barazada en los últimos 5 años. Sin embargo, de este seg-
mento, poco más de un millón dijo haber tenido al menos
un aborto.

71 por ciento de las mujeres de entre 15 a 49 años reportó
no haber tenido un embarazo en los últimos 5 años; 25.5
por ciento dijo haber tenido un embarazo, pero no un abor-
to, mientas que 3 por ciento dijo haber estado embarazada
y haber tenido al menos un aborto durante ese periodo.

De igual forma, otra fuente de información sobre abortos
practicados a nivel nacional son los registros de egresos
hospitalarios de unidades de la Secretaría de Salud. La ver-
sión pública más reciente recupera la información de 2014.
Según estas cifras, 117 mil 921 mujeres recibieron atención
obstétrica de aborto en uno de los centros de salud de la Se-
cretaría de Salud.

De ahí que sea posible concluir que la realidad del país es-
conda gran parte de los efectos de los abortos que se prac-
tican en la clandestinidad o que se estiman a partir de en-
cuestas. La principal lección de esta estadística es que la
realidad en el país dista mucho de lo que sucede en la Ciu-
dad de México. La magnitud del problema en el ámbito na-
cional es la principal razón por la que vale una legislación
que abarque los aspectos faltantes en la regulación de salud
federal.

La interrupción legal del embarazo: estado actual y ar-
gumentos para su legalización en el país

El aborto en nuestro país es permitido en los casos en los
que el embarazo es producto de una violación sexual. Ésta
es la única causal legal que existe para el aborto en todo el
país. En el resto de las entidades federativas existen otras
causales de no punibilidad de aborto o de exclusión de res-
ponsabilidad: riesgo grave para la vida, alteraciones gené-



ticas en el producto, inseminación artificial no consentida
y situación económica (Radar y Gire 2015, P. 61).

Sin embargo, el estado actual de la legislación en la mayo-
ría del país atenta directamente contra los derechos sexua-
les y reproductivos de las mujeres. Además de que impone
a las mexicanas una desigualdad sustantiva en el ejercicio
de los derechos. En ese sentido, la interrupción legal del
embarazo debe ser garantizada por el Estado como un de-
recho reproductivo de las mujeres por varios motivos.

En primer lugar, el aborto legal y seguro debe ser permiti-
do para privilegiar la salud de las mujeres. Este es el caso
de las mujeres que durante el embarazo desarrollan afec-
ciones como presión alta, problemas renales y cardíacos,
así como la pérdida de visión, preeclampsia y eclampsia,
mismas que provocan el sufrimiento fetal y de la madre
(Radar y Gire 2015, P. 53). Estas afectaciones pueden re-
sultar en parálisis cerebral para el producto y la vida de la
madre se pone en riesgo. En este sentido, la calidad de vi-
da para el producto en caso de sobrevivir no está garanti-
zada, aunque tampoco lo está para la madre. La necesidad
del aborto legal se vuelve fundamental cuando el producto
presenta una condición anencefálica, donde es bien sabido
que la calidad de vida del futuro nacido es casi nula.

En este sentido, es necesario homologar las legislaciones
locales para permitir la interrupción legal del embarazo
cuando éste represente un riesgo para la vida de la mujer.
Al homologar las legislaciones locales se evita que las mu-
jeres en esta condición se trasladen a otros estados donde sí
está permitida la interrupción del embarazo, evitando así,
poner aún en más riesgo la vida (Radar y Gire 2015, P. 53).
La causal de salud de la madre como condición para la in-
terrupción del embarazo según datos de Gire 2015 se en-
cuentra contemplada en 14 entidades federativas: Baja Ca-
lifornia Sur, Campeche, Chihuahua, Colima, Distrito
Federal, Guerrero, Hidalgo, Jalisco, Michoacán, Nayarit,
Nuevo León, Tamaulipas, Tlaxcala y Zacatecas.

El concepto integral de salud establecido por la Organiza-
ción Mundial de la Salud (OMS): es el estado de completo
bienestar físico, mental y social, y no sólo es la ausencia de
afecciones o enfermedades. Como apuntan las organiza-
ciones Radar 4 y Gire, “en este sentido, el derecho a la sa-
lud es un derecho constitucional, reconocido artículo 4o. de
nuestra Constitución, así como en las normas contenidas en
los tratados internacionales que México ha suscrito como
el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención
Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Dere-

chos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de San
Salvador), el artículo 12 del Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) y el ar-
tículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de todas
las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW)”
(Radar 4 y Gire 2015, P. 55).

Considerar como delito la interrupción del embarazo bajo
estas condiciones representa una clara violación al derecho
a la salud de las mujeres mexicanas. Ante todo, se debe pri-
vilegiar la vida de la mujer cuando la condición del pro-
ducto es mala y no se garantiza una calidad de vida después
del nacimiento. Privilegiar la vida de la madre debe dejar
de ser considerado un delito.

En segundo lugar, la interrupción legal del embarazo es
permitido por causa de violación en todo el país. Sin em-
bargo, dicha interrupción es permitida si no supera las 12
semanas de gestación. En este caso, las víctimas de viola-
ción que no tienen de manera inmediata acceso a servicios
de salud pueden llevar el embarazo más allá de este lapso
de tiempo, lo cual les impide interrumpir el embarazo de
manera legal. Esta condición de tiempo puede desencade-
nar un problema de salud cuando la víctima no presenta la
edad adecuada para desarrollar un embarazo.

Esta regulación representa una violación al derecho a una
vida libre de violencia, mismo que el Estado está obligado
a respetar, garantizar y proteger. Según apuntan las organi-
zaciones Radar 4 y Gire, “el derecho a una vida libre de
violencia está reconocido en el artículo 1o. de la Conven-
ción Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la
Violencia contra la Mujer (Convención Belém do Pará),
que define la violencia contra las mujeres como cualquier
acción o conducta, basada en su género, que cause muerte,
daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer,
tanto en el ámbito ppúblico como en el privado, y estable-
ce en su artículo 7o. la obligación de debida diligencia del
Estado para investigarla y sancionarla” (Radar 4 y Gire
2015 P. 68).

De este modo, “el plazo de 12 semanas establecido para in-
terrumpir el embarazo no toma en consideración la edad de
la víctima, los riesgos para su vida y salud que un embara-
zo implica, su estado físico y psicológico, ni las circuns-
tancias bajo las que denunció a su agresor. Además, en ca-
sos que involucren niñas y adolescentes las autoridades
tienen la obligación de aplicar el principio de interés supe-
rior de la infancia para garantizar el acceso a servicios de
salud a los que tiene derecho” (Radar y Gire 2015, P. 71).
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De este modo la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) sugiere “despenalizar el aborto y asegurar el acce-
so al aborto legal al menos en los casos de violación, in-
cesto y peligro para la vida y salud de las niñas, y que ese
acceso al aborto legal no requiera de autorización especial
por parte de un juez o un ministerio público. El estado par-
te deberá asegurar el acceso a servicios de cuidado post
aborto, independientemente de que el aborto haya sido le-
gal. Asimismo deberá garantizar el interés superior de las
adolescentes embarazadas y asegurar que sus puntos de
vista sean siempre escuchados y respetados por el personal
de salud en la decisión sobre el aborto” (Radar y Gire
2015).2

En conclusión, “la falta de acceso al aborto legal y seguro
es una violación a los derechos reproductivos de las muje-
res y tiene un impacto negativo en el ejercicio de sus dere-
chos humanos, sus oportunidades de vida y su futuro” (Ra-
dar y Gire 2015). 

Consideraciones

Que el artículo 1o. constitucional3 en su párrafo tercero,
declara como una responsabilidad irrenunciable del Esta-
do, promover, proteger, respetar y garantizar todos los de-
rechos humanos, consagrados en la Constitución, las leyes
que de ella emanen y los tratados internacionales de los que
México sea parte, los cuales por intervención del artículo
133 constitucional,4 serán tomados como ley suprema en
la Unión, de igual forma a través del principio pro perso-
na establecido en el párrafo segundo del artículo 1o. cons-
titucional,5 la actuación de las autoridades deberá ampliar
la protección de los derechos humanos y reducir su restric-
ción para las personas.

Que la misma Constitución en el párrafo segundo de su ar-
tículo 4o., dicta que:

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y el espaciamiento
de sus hijos.

En la aplicación a lo relativo al principio pro persona, el
Estado debe favorecer de la forma más amplia la protec-
ción de este derecho y evitar cualquier restricción que pue-
da resultar en una violación, por lo que se fundamenta el
derecho de las mujeres a decidir de manera libre, res-
ponsable e informada sobre el número y espaciamiento
de sus hijos, y por tanto no es compatible esta declaración
con cualquier acción que le contradiga.

Que la Convención sobre la Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer, por sus siglas en
inglés y en lo subsecuente CEDAW, ratificada por el Esta-
do mexicano el 23 de marzo de 1981 y publicada el 21 de
mayo del mismo año en el Diario Oficial de la Federación,
por lo que recibe tratamiento otorgado por el artículo 133
constitucional, declara lo siguiente:

Artículo 1: A los efectos de la presente Convención, la
expresión “discriminación contra la mujer” denotara?
toda distinción, exclusión o restricción basada en el se-
xo que tenga por objeto o resultado menoscabar o anu-
lar el reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, in-
dependientemente de su estado civil, sobre la base de la
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos huma-
nos y las libertades fundamentales en las esferas políti-
ca, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra
esfera.6

En coincidencia con lo anterior, el artículo 1o. constitucio-
nal, donde se define la naturaleza de la igualdad, señala que
la igualdad radica esencialmente en el acceso equitativo,
progresivo y sustantivo de los derechos humanos. A efec-
tos de los intereses que persigue la presente iniciativa se ci-
ta el siguiente artículo del tratado:

Artículo 2.7 Los estados parte condenan la discrimina-
ción contra la mujer en todas sus formas, convienen en
seguir, por todos los medios apropiados y sin dilaciones,
una política encaminada a eliminar la discriminación
contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso de ca-
rácter legislativo, para modificar o derogar leyes, regla-
mentos, usos y prácticas que constituyan discriminación
contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones penales nacionales
que constituyan discriminación contra la mujer.

Dicho lo anterior, se cita lo siguiente, con la finalidad de
construir el considerando:

Artículo 12.8 1. Los estados parte adoptarán todas las
medidas apropiadas para eliminar la discriminación
contra la mujer en la esfera de la atención médica a fin
de asegurar, en condiciones de igualdad entre hom-
bres y mujeres, el acceso a servicios de atención mé-
dica, inclusive los que se refieren a la planificación de
la familia.



Es entonces que, al interpretar la CEDAW en relación a los
principios constitucionales, México como estado parte de-
be proteger y respetar los derechos humanos incluyendo
los que se refieren a la planificación familiar, de forma que
cualquier restricción de tipo penal derivada de la interrup-
ción libre del embarazo, no es compatible con la aplicación
del tratado en comento.

Que en el documento titulado Recomendación general
número 35 sobre la violencia por razón de género con-
tra la mujer, por la que se actualiza la recomendación
general núm. 19,9 publicada por el Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación contra la Mujer, de los cuales
se citan los numerales 14 y 15 en cuyos textos se lee:

14. La violencia por razón de género afecta a las muje-
res a lo largo de todo su ciclo de vida y, en consecuen-
cia, las referencias a las mujeres en este documento in-
cluyen a las niñas. Dicha violencia adopta múltiples
formas, a saber: actos u omisiones destinados a o que
puedan causar o provocar la muerte o un daño o sufri-
miento físico, sexual, psicológico o económico para las
mujeres, amenazas de tales actos, acoso, coacción y pri-
vación arbitraria de la libertad. La violencia por razón
de género contra la mujer se ve afectada y a menudo
agravada por factores culturales, económicos, ideológi-
cos, tecnológicos, políticos, religiosos, sociales y am-
bientales, como se pone de manifiesto, entre otras cosas,
en los contextos del desplazamiento, la migración, el
aumento de la globalización de las actividades econó-
micas, en particular de las cadenas mundiales de sumi-
nistro, la industria extractiva y la deslocalización, la mi-
litarización, la ocupación extranjera, los conflictos
armados, el extremismo violento y el terrorismo. La
violencia por razón de género contra la mujer también
se ve afectada por las crisis políticas, económicas y so-
ciales, los disturbios, las emergencias humanitarias, los
desastres naturales y la destrucción o degradación de los
recursos naturales. Las prácticas tradicionales nocivas y
los delitos cometidos contra las defensoras de los dere-
chos humanos, las políticas, las activistas o las periodis-
tas constituyen también formas de violencia por razón
de género contra las mujeres afectadas por tales factores
culturales, ideológicos y políticos.

15. El derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia por razónn de género es indivisible e interde-
pendiente respecto de otros derechos humanos, a sa-
ber: los derechos a la vida, la salud, la libertad y la

seguridad de la persona, la igualdad y la misma protec-
ción en el seno de la familia, la protección contra la tor-
tura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes y la
libertad de expresión, de circulación, de participación,
de reunión y de asociación.

Sustentando la anterior definición el mismo documento,
establece como una forma de violencia la penalización del
aborto, de acuerdo con su numeral 18, que a la letra dice:

18. Las violaciones de la salud y los derechos sexuales y
reproductivos de la mujer, como la esterilización forzada,
el aborto forzado, el embarazo forzado, la tipificación co-
mo delito del aborto, la denegación o la postergación
del aborto sin riesgo y la atención posterior al aborto, la
continuación forzada del embarazo y el abuso y el mal-
trato de las mujeres y las niñas que buscan información so-
bre salud, bienes y servicios sexuales y reproductivos, son
formas de violencia por razónn de género que, según las
circunstancias, pueden constituir tortura o trato cruel,
inhumano o degradante.10

Es entonces que de acuerdo a la CEDAW, es fundamental
para proteger, respetar y garantizar todos los derechos hu-
manos de las mujeres es necesario que la interrupción libre
del embarazo, se consolide como una acción que asegure la
vida libre de violencia de las mujeres.

Que el Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer a través del documento titulado Observa-
ciones finales sobre el noveno informe periódico de Mé-
xico,11 en su numeral 42 estableció lo siguiente:

42. En consonancia con su recomendación general nú-
mero 24 (1999) sobre la mujer y la salud, el Comité re-
comienda al estado parte que:

a) Ponga mayor empeño en acelerar la armonización de
las leyes y los protocolos federales y estatales sobre el
aborto para garantizar el acceso al aborto legal y, aun-
que no haya sido legalizado, a los servicios de atención
posterior al aborto;

En consecuencia los compromisos internacionales que ha
suscrito el Estado mexicano, para asegurar el pleno goce de
los derechos humanos por parte de las mujeres, le obligan
a tomar medidas para garantizar el acceso al aborto legal,
de forma que se suscribe dentro de los considerandos de la
iniciativa.
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Que la Convención Interamericana para Prevenir, Sancio-
nar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención
de Belém Do Pará, en lo sucesivo CBDP, ratificada por el
Estado mexicano el 11 de diciembre de 1998, señala en su
artículo 6 lo siguiente:

Artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre de
violencia incluye, entre otros:

a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de
discriminación, y

b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre
de patrones estereotipados de comportamiento y prácti-
cas sociales y culturales basadas en conceptos de infe-
rioridad o subordinación.

Suscribiendo en lo anterior, de acuerdo a la CEDAW, que
las mujeres tienen el derecho a una vida libre de violencia
y que como se ha declarado la penalización del aborto en-
tre otras acciones relacionadas es una forma de violencia y
por lo tanto no se puede asegurar el derecho mencionado
en el artículo en comento si no se resuelve con oportunidad
su mandato.

Que la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia,12 en lo sucesivo, LGAMVLV suscribe
en su artículo 2 lo siguiente:

Artículo 2. La Federación, las entidades federativas, el
Distrito Federal y los municipios, en el ámbito de sus
respectivas competencias expedirán las normas legales
y tomarán las medidas presupuestales y administrativas
correspondientes, para garantizar el derecho de las mu-
jeres a una vida libre de violencia, de conformidad con
los Tratados Internacionales en Materia de Derechos
Humanos de las Mujeres, ratificados por el Estado 
mexicano.

Es entonces que si la ley distribuye competencias en las es-
feras jurídicas y administrativas de los tres niveles de go-
bierno, para garantizar el derecho de las mujeres a una vi-
da libre de violencia, de conformidad con los tratados
internacionales, es una contradicción que se penalice el
aborto y las acciones relacionadas, de igual forma se
contradice el derecho de las mujeres a decidir sobre el
número de hijos y el espaciamiento entre ellos, dado
que al no existir una política que otorgue cobertura de
salud reproductiva y sexual, no puede cumplirse este
supuesto.

De igual forma, el artículo 3 de la referida ley, sostiene lo
siguiente:

Artículo 3. Todas las medidas que se deriven de la pre-
sente ley, garantizarán la prevención, la atención, la san-
ción y la erradicación de todos los tipos de violencia
contra las mujeres durante su ciclo de vida y para pro-
mover su desarrollo integral y su plena participación en
todas las esferas de la vida.

Así la ley establece como uno objetivo primordial construir
medidas para asegurar la vida libre de violencia por parte
de las mujeres, por lo que en conclusión y como se expon-
drá a continuación es el instrumento jurídico, donde es
puntual la incorporación de un precepto que evite la pena-
lización del aborto.

El tipo penal del aborto

En este sentido, es conveniente cuestionar lo siguiente, la
penalización del aborto se encuentra tipificada tanto en el
Código Penal Federal,13 como en los relativos de las enti-
dades federativas a excepción de el de la Ciudad de Méxi-
co, en dicho ordenamiento y a efectos de los intereses que
persigue la iniciativa se citan los siguientes artículos:

Artículo 329. Aborto es la muerte del producto de la
concepción en cualquier momento de la preñez.

Artículo 330. Al que hiciere abortar a una mujer, se le
aplicarán de uno a tres años de prisión, sea cual fuere el
medio que empleare, siempre que lo haga con consenti-
miento de ella. Cuando falte el consentimiento, la pri-
sión será de tres a seis años y si mediare violencia físi-
ca o moral se impondrán al delincuente de seis a ocho
años de prisión.

Artículo 331. Si el aborto lo causare un médico, ciruja-
no, comadrón o partera, además de las sanciones que le
correspondan conforme al anterior artículo, se le sus-
penderá de dos a cinco años en el ejercicio de su 
profesión.

Artículo 332. Se impondrán de seis meses a un año de
prisión, a la madre que voluntariamente procure su
aborto o consienta en que otro la haga abortar, si concu-
rren estas tres circunstancias:

I. Que no tenga mala fama;



II. Que haya logrado ocultar su embarazo, y

III. Que éste sea fruto de una unión ilegítima.

Faltando alguna de las circunstancias mencionadas, se
le aplicarán de uno a cinco años de prisión.

Artículo 333. No es punible el aborto causado sólo por
imprudencia de la mujer embarazada, o cuando el em-
barazo sea resultado de una violación.

Artículo 334. No se aplicará sanción: cuando de no pro-
vocarse el aborto, la mujer embarazada o el producto
corran peligro de muerte, a juicio del médico que la
asista, oyendo éste el dictamen de otro médico, siempre
que esto fuera posible y no sea peligrosa la demora.

Es en este sentido la discusión sobre la necesaria reforma
al Código Penal, determinando la siguiente comparación
con el Código Penal para el Distrito Federal donde se esta-
blece el siguiente tipo penal:

Artículo 144. Aborto es la interrupción del embarazo
después de la décima segunda semana de gestación.

Para los efectos de este Código, el embarazo es la parte
del proceso de la reproducción humana que comienza
con la implantación del embrión en el endometrio.

Artículo 145. Se impondrá de tres a seis meses de pri-
sión o de 100 a 300 días de trabajo a favor de la comu-
nidad, a la mujer que voluntariamente practique su abor-
to o consienta en que otro la haga abortar, después de las
doce semanas de embarazo. En este caso, el delito de
aborto sólo se sancionara? cuando se haya consumado.

Al que hiciere abortar a una mujer, con el consentimiento
de ésta, se le impondrá de uno a tres años de prisión.

Artículo 146. Aborto forzado es la interrupción del em-
barazo, en cualquier momento, sin el consentimiento de
la mujer embarazada.

Pare efectos de este artículo, al que hiciere abortar a una
mujer por cualquier medio sin su consentimiento, se le
impondrá de cinco a ocho años de prisión. Si mediare
violencia física o moral, se impondrá de ocho a diez
años de prisión.

Artículo 147. Si el aborto o aborto forzado lo causare un
médico cirujano, comadrón o partera, enfermero o prac-
ticante, además de las sanciones que le correspondan
conforme a este capítulo, se le suspenderá? en el ejerci-
cio de su profesión u oficio por un tiempo igual al de la
pena de prisión impuesta.

Artículo 148. Se consideran como excluyentes de res-
ponsabilidad penal en el delito de aborto: 

I. Cuando el embarazo sea resultado de una violación o
de una inseminación artificial a que se refiere el artícu-
lo 150 de este Código;

II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer emba-
razada corra peligro de afectación grave a su salud a jui-
cio del médico que la asista, oyendo este el dictamen de
otro médico, siempre que esto fuere posible y no sea pe-
ligrosa la demora;

III. Cuando a juicio de dos médicos especialistas exista
razón suficiente para diagnosticar que el producto pre-
senta alteraciones genéticas o congénitas que puedan
dar como resultado daños físicos o mentales, al límite
que puedan poner en riesgo la sobrevivencia de este,
siempre que se tenga el consentimiento de la mujer em-
barazada; o

IV. Que sea resultado de una conducta culposa de la mu-
jer embarazada.

En los casos contemplados en las fracciones I, II y III, los
médicos tendrán la obligación de proporcionar a la mujer
embarazada, información objetiva, veraz, suficiente y
oportuna sobre los procedimientos, riesgos, consecuencias
y efectos; así como de los apoyos y alternativas existentes,
para que la mujer embarazada pueda tomar la decisión de
manera libre, informada y responsable.

Es notoria la diferencia entre ambas tipificaciones penales,
la existente en la Ciudad de México en relación al Código
Federal, establece que la interrupción libre antes de las do-
ce semanas de gestación, no será considerado un aborto, ni
penalizado, lo cual coincide plenamente con los intereses
de la iniciativa, de garantizar este derecho y sobre todo no
penalizar, ni criminalizar a quien ha tomado la libre deter-
minación de decidir sobre su cuerpo y su proyecto de vida.

Más aún, la Suprema Corte de Justicia de la Nación al resol-
ver la acción de inconstitucionalidad 146/2006 y su acumu-
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lada 147/200714 determinó la constitucionalidad de la medi-
da aprobada por la Asamblea Legislativa del Distrito Federal,
con lo que supuso la despenalización de aborto, siempre que
se realice antes de las 12 semanas de la gestación.

Así las cosas, podremos colegir lo siguiente:

1. Dado que el derecho de las mujeres a una vida li-
bre de violencia se desprende como una ley emanada
de la Constitución, es entonces un derecho universal
para todas las mujeres, que debe ser promovido, pro-
tegido, respetado y garantizado por las autoridades,
aplicando la menor restricción a las personas y am-
pliando en el máximo posible la protección de los de-
rechos humanos.

2. Es entonces que la esterilización forzada, el abor-
to forzado, el embarazo forzado, la tipificación como
delito del aborto, la denegación o la postergación del
aborto sin riesgo y la atención posterior al aborto, la
continuación forzada del embarazo y el abuso y el
maltrato de las mujeres y las niñas que buscan in-
formación sobre salud, bienes y servicios sexuales y
reproductivos, son formas de violencia por razón de
género, de acuerdo a la interpretación de la CEDAW,
por lo que son formas de violencia las cuales deben
prevenirse y erradicarse como parte de un derecho
que debe observar los principios de progresividad,
interdependencia, indivisibilidad, pero sobre todo de
universalidad es decir debe observarse en todas las
mujeres del territorio nacional.

3. Considerando que la interrupción del embarazo
antes de las 12 semanas de gestación no es conside-
rado como un tipo penal en la Ciudad de México,
que forma parte de la Unión, avalado este hecho por
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como ya
se ha mencionado anteriormente, lo cual constituye
la prevención y erradicación de una de las formas de
violencia en razón de género, de acuerdo a lo esta-
blecido por la CEDAW.

4. Es entonces, una deducción lógica que la interrup-
ción del embarazo antes de las 12 semanas de gesta-
ción es una medida que previene y erradica una for-
ma de violencia en razón de género, de acuerdo con
la CEDAW, tratado internacional que es ley suprema
en la Unión, acción que protege, respeta y garantiza
un derecho humano que emana de la Constitución, al
establecerse en la Ley General de Acceso de las Mu-

jeres a una Vida Libre de Violencia, misma que ya se
aplica en un territorio que forma parte de la Unión,
avalado por el Tribunal constitucional, es una con-
tradicción que no observe el criterio de universali-
dad de los derechos humanos, porque dicha discor-
dancia conduce a una limitada aplicación de la ley,
en prejuicio de las restantes mujeres que no habitan
en la Ciudad de México, por lo que a juicio de quien
suscribe debe extenderse dicha protección al resto de
las entidades federativas.

Ahora bien de acuerdo con la Controversia constitucional
29/200015, la Ley General de Acceso de las Mujeres a una
Vida Libre de Violencia es una facultad concurrente don-
de el Congreso de la Unión el que determine la forma y
los términos de la participación de dichos entes, tal co-
mo se lee:

Facultades concurrentes en el sistema jurídico mexica-
no. Sus características generales. Si bien es cierto que el
artículo 124 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos establece que: “Las facultades que no están
expresamente concedidas por esta Constitución a los fun-
cionarios federales, se entienden reservadas a los Esta-
dos.”, también lo es que el órgano reformador de la Cons-
titución determinó, en diversos preceptos, la posibilidad de
que el Congreso de la Unión fijara un reparto de compe-
tencias, denominado “facultades concurrentes”, entre la fe-
deración, las entidades federativas y los municipios e, in-
clusive, el Distrito Federal, en ciertas materias […]. Esto
es, en el sistema jurídico mexicano las facultades concu-
rrentes implican que las entidades federativas, incluso el
Distrito Federal, los municipios y la federación, puedan ac-
tuar respecto de una misma materia, pero será el Congreso
de la Unión el que determine la forma y los términos de la
participación de dichos entes a través de una ley general.

De ahí que si el Congreso de la Unión ha dispuesto en la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia una facultad concurrente, tiene la atribución de
proteger y respetar a través de acciones afirmativas los de-
rechos humanos de las mujeres, en particular la tipificación
como delito del aborto. Sin embargo, en concordancia con
la SCJN, es el interés de la iniciativa armonizar en propor-
ción y razón con el Código Penal para el Distrito Federal,
que ya observa esta medida, siempre que se realice antes de
las 12 semanas de gestación.

Ahora bien, en la presente iniciativa se realiza una preci-
sión sobre la tipificación inexacta que, a la fecha actual,



aún contiene el citado Código Penal para el Distrito Fede-
ral, en lo relativo a considerar el hecho de señalar que sólo
se considerará como aborto siempre que la conducta se 
realice “después a las doce semanas de gestación”.

Dicha porción normativa en la legislación sustantiva refe-
rida se incluye como parte integrante del tipo penal, sin
embargo, lo cierto es que es más acorde con la teoría dog-
mática del delito, considerar dicho hecho, como una exclu-
yente de responsabilidad penal y no como una parte de la
definición del tipo penal del aborto.

Por tal motivo, la presente iniciativa precisa, mediante la mo-
dificación al Código Penal Federal, que el aborto es la “inte-
rrupción del embarazo”, siendo una de las causas excluyen-
tes de responsabilidad penal la de realizarlo previamente a las
doce semanas de gestación del feto en desarrollo.

Asimismo, bajo esta óptica conceptual, se detalla que una
vez que a partir de la octava semana de gestación del em-
brión, éste será denominado como “feto en desarrollo”, es-
ta denominación parte de la definición científica de la em-
briología y la perinatología que al describir el proceso de
gestación del embrión lo nombra como “feto en desarro-
llo”, a partir de la octava semana de gestación.

Finalmente, se precisa que ninguna legislación local en
materia sustantiva penal podrá establecer que el aborto sea
sancionado con una pena privativa de la libertad, por lo
que, únicamente se podrán establecer “sanciones y medi-
das penales no privativas de la libertad” establecidas en los
artículos 152 y subsecuentes de la Ley Nacional de Ejecu-
ción Penal.

Es por lo anteriormente expuesto y de acuerdo a los artícu-
los mencionados en el proemio, que se presenta ante esta
honorable soberanía, el siguiente

Decreto

Primero. Se reforma el artículo 329; se reforma el artícu-
lo 330; se reforma el artículo 331; se reforma el artículo
332; se derogan los artículos 333 y 334 del Código Penal
Federal, para quedar como lo siguiente

Artículo 329. Aborto es la interrupción del embarazo
después de la décima segunda semana de gestación

Se considera aborto forzado cuando se realiza la inte-
rrupción del embarazo sin el consentimiento de la mujer.

Para los efectos de este Código, el embarazo es la parte
del proceso de la reproducción humana que comienza
con la implantación del embrión en el endometrio.

Artículo 330. Se impondrá de 3 a 6 meses de trabajo a
favor de la comunidad a la mujer que voluntariamente
practique su aborto o consienta en que otro la haga
abortar, después de las doce semanas de embarazo. En
este caso, el delito de aborto sólo se sancionara? cuando
se haya consumado.

Artículo 331. A quien hiciere abortar forzadamente a
una mujer se le aplicarán de uno a tres años de prisión,
sea cual fuere el medio que empleare, siempre que lo
haga con consentimiento de ella. Cuando falte el con-
sentimiento, la prisión será de tres a seis años y si me-
diare violencia física o moral se impondrán al delin-
cuente de seis a ocho años de prisión.

Si el aborto forzado lo causare un médico, cirujano, co-
madrón o partera, además de las sanciones que le co-
rrespondan conforme al anterior artículo, se le suspen-
derá de dos a cinco años en el ejercicio de su profesión.

Artículo 332. Se consideran como excluyentes de res-
ponsabilidad penal en el delito de aborto:

I. Cuando el embarazo sea resultado de una viola-
ción a que se refiere el artículo 265 de este Código;

II. Cuando de no provocarse el aborto, la mujer em-
barazada corra peligro de afectación grave a su sa-
lud o riesgo de muerte, a juicio del médico que la
asista, oyendo éste el dictamen de otro médico, siem-
pre que esto fuere posible y no sea peligrosa la 
demora;

III. Cuando a juicio de dos médicos especialistas
exista razón suficiente para diagnosticar que el pro-
ducto presenta alteraciones genéticas o congénitas
que puedan dar como resultado daños físicos o men-
tales, al límite que puedan poner en riesgo la sobre-
vivencia de este, siempre que se tenga el consenti-
miento de la mujer embarazada; o

IV. Que sea resultado de una conducta culposa de la
mujer embarazada.

En los casos contemplados en las fracciones I, II y
III, los médicos tendrán la obligación de proporcio-
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nar a la mujer embarazada, información objetiva,
veraz, suficiente y oportuna sobre los procedimien-
tos, riesgos, consecuencias y efectos; así como de los
apoyos y alternativas existentes, para que la mujer
embarazada pueda tomar la decisión de manera li-
bre, informada y responsable.

Artículo 333. Se deroga.

Artículo 334. Se deroga.

Segundo. Se adicionan los artículos 20 Bis y 20 Ter de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia para quedar como sigue:

Artículo 20 Bis. Se consideran formas de violencia ins-
titucional contra las mujeres las siguientes:

I. La esterilización forzada, 

II. El aborto forzado, 

III. El embarazo forzado, 

IV. La tipificación del aborto como delito con pena
privativa de la libertad,

V. La denegación o la postergación del aborto sin
riesgo y,

VI. La continuación forzada del embarazo.

Artículo 20 Ter. El aborto únicamente será sancionado
penalmente con trabajo a favor de la comunidad de
acuerdo con el artículo 165 de la Ley Nacional de Eje-
cución Penal.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se derogan las disposiciones que contravengan
al presente decreto.

Notas

1 Gutiérrez, J., et. al. Encuesta Nacional de Salud y Nutrición 2012.
Resultados Nacionales. Cuernavaca, México: Instituto Nacional de Sa-
lud Pública, 2012”
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[CRC/C/MEX/CO/4-5], 69º periodo de sesiones (2015), párrafo 50 (c).
Disponible en 
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…
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interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuen-
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05/02/1917, Reforma DOF: 10/06/2011.
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con aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de toda la Unión.
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ción, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que
pueda haber en las Constituciones o leyes de las entidades federativas.

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, DOF:
05/02/1917, Reforma DOF:29/01/2016.

5 Artículo 1o. …

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de
conformidad con esta Constitución y con los tratados internaciona-
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núm. 19, CEDAW/C/GC/35, Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer, 26/07/2017, disponible en: 

http://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf
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DAW/C/MEX/CO/9, Comité para la Eliminación de la Discriminación
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cia, DOF 01/02/2007, Reforma DOF 20/01/2009
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2019.—
Diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de
Igualdad de Género, para dictamen.

LEY GENERAL DE SALUD

«Iniciativa que reforma diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, a cargo de la diputada Silvia Lorena Vi-
llavicencio Ayala, del Grupo Parlamentario de Morena

Suscrita por la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala,
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en la fracción I del numeral 1 del artículo
6 y en los artículos 77 y 78, del Reglamento de la Cámara
de Diputados somete a consideración de esta asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forman diversas disposiciones de la Ley General de Salud
en materia de derechos sexuales y reproductivos de las mu-
jeres, por el que se garantiza el derecho a la interrupción le-
gal del embarazo.

Exposición de Motivos

I. Planteamiento del problema:

Actualmente en nuestro país las mujeres vivimos una serie
de restricciones sistemáticas en cuanto al acceso a los de-
rechos humanos por razones de género, es decir el simple
hecho de ser mujer determina los derechos humanos a los
que se puede tener acceso y a restricciones o limitaciones
que los hombres no viven.

Es conocido por la sociedad que las mujeres, derivado de
la clasificación sexual del trabajo, tenemos diferentes opor-
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tunidades de desarrollo; es decir las características labora-
les, de ingreso y de desarrollo profesional cambian en rela-
ción al género de la persona; las mujeres enfrentamos dis-
criminación salarial, acoso sexual, violencia en el trabajo,
lo que conlleva a un menor ingreso en relación a los hom-
bres y carreras laborales más cortas.

Sin embargo, la iniciativa versa sobre una de las mayores
problemáticas que enfrentamos las mujeres, que tiene que ver
con aspectos fundamentales como el ejercicio de la persona-
lidad, la elección de un proyecto de vida y sobre todo el de-
recho a la vida y la salud, la interrupción del embarazo.

En primer término es innecesario discutir si la interrupción
del embarazo, es un derecho de las mujeres o no, esto ya ha
sido determinado por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación al declarar constitucional una serie de reformas a
diversas reglamentaciones en ahora Ciudad de México, al
resolver la Acción de Inconstitucionalidad 146/2006 y su
acumulada 147/2007,1 de donde se desprende la validez le-
gal, entre otros, del artículo 58 de la Ley de Salud para el
Distrito Federal que a la letra dice:

Artículo 58. Las instituciones públicas de salud del go-
bierno deberán proceder a la interrupción del embarazo,
en forma gratuita y en condiciones de calidad, en los su-
puestos permitidos en el Código Penal para el Distrito
Federal, cuando la mujer interesada así? lo solicite. 

Para ello, dichas instituciones de salud deberán proporcio-
nar, servicios de consejería médica y social con informa-
ción veraz y oportuna de otras opciones con que cuentan
las mujeres además de la interrupción legal del embarazo,
tales como la adopción o los programas sociales de apoyo,
así como las posibles consecuencias en su salud. 

Cuando la mujer decida practicarse la interrupción de su
embarazo, la institución deberá efectuarla en un término no
mayor a cinco días, contados a partir de que sea presenta-
da la solicitud y satisfechos los requisitos establecidos en
las disposiciones aplicables. 

Las instituciones de salud del gobierno atenderán las soli-
citudes de interrupción del embarazo a las mujeres solici-
tantes aun cuando cuenten con algún otro servicio de salud
público o privado.2

De acuerdo a lo que se lee, en la Ciudad de México la in-
terrupción legal del embarazo es una política que atiende
los derechos de las mujeres, las cuales no se circunscriben

solo a la interrupción, sino que además se les brinda a las
mujeres una serie de alternativas como lo es la adopción o
la incorporación a algún programa social para que no sea la
pobreza, la razón para interrumpirlo.

Más aún, el 5 de agosto del presente la misma Suprema
Corte resolvió una controversia promovida por las entida-
des de Aguascalientes y Baja California, en contra de la
Norma Oficial Mexicana NOM-046-SSA2-2005. Violen-
cia familiar, sexual y contra las mujeres. Criterios para la
prevención y atención, de la cual se desprende el siguiente
comunicado:

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN), en se-
sión de su Tribunal Pleno, desechó dos proyectos que pro-
ponían invalidar la “Modificación a la Norma Oficial Me-
xicana NOM-190-SSA1-1999, Prestación de servicios de
salud. Criterios para la atención médica de la violencia fa-
miliar, para quedar como NOM-046-SSA2-2005. Violen-
cia familiar, sexual y contra las mujeres. Criterios para la
prevención y atención”, al considerar que no se cumplieron
los requisitos previstos en la Ley Federal de Metrología y
Normalización, para modificar una norma de este tipo,
pues no se pretendió crear nuevos requisitos o procedi-
mientos, sino únicamente ajustarla a lo dispuesto en la Ley
General de Víctimas, facilitando el acceso de mujeres y ni-
ñas a la interrupción voluntaria del embarazo cuando hayan
sido víctimas de violación.

Entre las modificaciones más importantes en dicha norma
se encuentran:

• Para acceder a la interrupción voluntaria del embara-
zo, sólo será necesaria la previa solicitud por escrito ba-
jo protesta de decir verdad de la persona afectada, de
que dicho embarazo es producto de una violación. Esto
conforme a los casos permitidos por ley y disposiciones
jurídicas de protección a los derechos de las víctimas.

• En el caso de niñas menores de 12 años, la solicitud,
se realizará por conducto de su padre y / o madre, o a
falta de estos, de su tutor.

• El personal de salud que participe en el procedimiento
de interrupción voluntaria del embarazo no estará obli-
gado a verificar el dicho de la solicitante.

• Se elimina el requisito de la autorización previa de la
autoridad competente.3



Con lo anterior se reafirma que la interrupción del embarazo
tiene una validez constitucional y que es un derecho de las
mujeres para decidir sobre nuestro cuerpo y sobre nuestro
proyecto de vida, para el ejercicio libre de la personalidad.

Anteriormente quien suscribe, presentó ante esta honorable
soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforman diversas disposiciones de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y del
Código Penal Federal en materia del derecho de las muje-
res a la interrupción libre del embarazo.4 La cual tiene co-
mo objetivo despenalizar el aborto, de forma que las muje-
res no seamos castigadas con la privación de la libertad,
por el ejercicio de nuestros derechos humanos.

De su argumentación y en plena coincidencia con la pre-
sente iniciativa se desprende lo siguiente:

1. Dado que el derecho de las mujeres a una vida libre
de violencia se desprende como una ley emanada de la
Constitución, es entonces un derecho universal para to-
das las mujeres, que debe ser promovido, protegido, res-
petado y garantizado por las autoridades, aplicando la
menor restricción a las personas y ampliando en el má-
ximo posible la protección de los derechos humanos.

2. Es entonces que la esterilización forzada, el aborto
forzado, el embarazo forzado, la tipificación como deli-
to del aborto, la denegación o la postergación del abor-
to sin riesgo y la atención posterior al aborto, la conti-
nuación forzada del embarazo y el abuso y el maltrato
de las mujeres y las niñas que buscan información sobre
salud, bienes y servicios sexuales y reproductivos, son
formas de violencia por razón de género, de acuerdo a
la interpretación de la CEDAW, por lo que son formas
de violencia las cuales deben prevenirse y erradicarse
como parte de un derecho que debe observar los princi-
pios de progresividad, interdependencia, indivisibilidad,
pero sobre todo de universalidad es decir debe obser-
varse en todas las mujeres del territorio nacional.

3. Considerando que la interrupción del embarazo antes
de las 12 semanas de gestación no es considerado como
un tipo penal en la Ciudad de México, que forma parte
de la Unión, avalado este hecho por la Suprema Corte
de Justicia de la Nación, como ya se ha mencionado an-
teriormente, lo cual constituye la prevención y erradica-
ción de una de las formas de violencia en razón de gé-
nero, de acuerdo a lo establecido por la CEDAW.

4. Es entonces, una deducción lógica que la interrupción
del embarazo antes de las 12 semanas de gestación es
una medida que previene y erradica una forma de vio-
lencia en razón de género, de acuerdo con la CEDAW,
Tratado Internacional que es Ley Suprema en la Unión,
acción que protege, respeta y garantiza un derecho hu-
mano que emana de la Constitución, al establecerse en
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, misma que ya se aplica en un territo-
rio que forma parte de la Unión, avalado por el Tribunal
Constitucional, es una contradicción que no observe el
criterio de universalidad de los derechos humanos, por-
que dicha discordancia conduce a una limitada aplica-
ción de la Ley, en perjuicio de las restantes mujeres que
no habitan en la Ciudad de México, por lo que a juicio
de quien suscribe debe extenderse dicha protección al
resto de las Entidades Federativas.

Esta argumentación termina con la discusión sobre la lega-
lidad constitucional de la interrupción del embarazo como
un derecho de las mujeres, dado que su base convencional
se encuentra sustentada por el Comité para la Eliminación
de la Discriminación contra la Mujer a través del docu-
mento titulado Observaciones finales sobre el noveno in-
forme periódico de México,5 en su numeral 42 estableció
lo siguiente:

42. En consonancia con su recomendación general nú-
mero 24 (1999) sobre la mujer y la salud, el Comité re-
comienda al Estado parte que:

a) Ponga mayor empeño en acelerar la armonización de
las leyes y los protocolos federales y estatales sobre el
aborto para garantizar el acceso al aborto legal y, aun-
que no haya sido legalizado, a los servicios de atención
posterior al aborto;

Es decir, es una obligación internacional del Estado mexi-
cano, la garantía de acceso al aborto legal, lo cual debe
conducirse más allá de la no criminalización punitiva de las
mujeres que han ejercido este derecho, sino también la pro-
visión necesaria de los servicios de salud necesarios para
acceso universal.

Proveer servicios de salud dignos, es un derecho anclado en
el artículo 4o.6 Constitucional, así como el derecho de toda
persona para decidir el número y el espacio entre sus hijas e
hijos; el acceso a la interrupción legal del embarazo es una
acción necesaria para evitar la muerte materna, incluso para
conocer sus efectos tal como se lee, a continuación:
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El aborto como causa de muerte materna en México es po-
co notorio dentro de las estadísticas vitales (6 por ciento se-
gún los datos del Inegi para 2009). Esto representa, de
acuerdo con los datos oficiales, que solo murieron 74 de
mil 207 mujeres por esta causa durante ese año. Sin em-
bargo, de acuerdo con estimaciones de la Organización
Mundial de la Salud, dicho porcentaje es de 13 por ciento
de la mortalidad materna global y de 24 por ciento en la re-
gión de América Latina. El importante subregistro y, sobre
todo, el mal registro de la causa se debe, entre otros facto-
res, a la penalización de la interrupción voluntaria del em-
barazo. Según opiniones especializadas, muchas de las
muertes atribuidas a las hemorragias son provocadas real-
mente por complicaciones de abortos que se practican en
condiciones de riesgo. De acuerdo con los estudios realiza-
dos por Conapo, los familiares hablan de “hemorragias” o
“infecciones”, pero rara vez de aborto. En general, se sabe
que las mujeres de los niveles sociales más desprotegidos
se ven expuestas en mayor medida a morir a causa de un
aborto inseguro (el doble de riesgo) que las de mejores
condiciones socioeconómicas.3

Es importante destacar que, en apoyo a la afirmación ante-
rior, las cifras de incidencia de abortos (incluidas todas las
causas) medidas a través de los egresos hospitalarios regis-
trados por las instituciones del Sistema Nacional de Salud
superaron los cien mil casos anuales durante el periodo
2004-2009; tan solo para este último año se observaron
cerca de 125 mil casos de los cuales 84 por ciento son abor-
tos “no especificados”. Muy probablemente, varios fueron
abortos provocados no declarados como tales para evitar el
proceso penal que conllevarían

El comité promotor de “Maternidad sin Riesgo” estima que
en México ocurren aproximadamente 4 millones 200 mil
embarazos por año, de los cuales solamente 60 por ciento
llega a término de la gestación;4 los demás embarazos ter-
minan con abortos espontáneos o abortos inducidos.

Otras investigaciones afirman que durante 2006, en Méxi-
co se realizaron 874 mil abortos inducidos. Hay otras cifras
disponibles que también contribuyen a darnos una idea de
la magnitud del problema. Para 1997 se calculó que 19 por
ciento de las mujeres en edad fértil que alguna vez estuvie-
ron embarazadas, habían experimentado un aborto.

La interrupción legal del embarazo (ILE) se lleva a cabo en
los hospitales de la Secretaría de Salud del DF (procedi-
miento para los servicios de ILE en el DF). Esto ha contri-
buido a que el flujo de la información se haya transparen-

tado al reportarse periódica y públicamente la cantidad de
abortos realizados;7

Es decir, existe una cifra negra de mujeres que mueren por
abortos clandestinos, los cuales no son reportados por las
repercusiones punitivas que esto tendría; de hecho, pode-
mos elaborar la siguiente premisa:

La mortalidad materna asociada al aborto, es un pro-
blema de salud pública, derivado principalmente de la
penalización punitiva y en consecuencia de la ausencia
de estos servicios de salud para las mujeres.

Así la interrupción del embarazo es también un problema
de salud pública, que genera una serie de complicaciones a
pacientes y médicos, quienes, en la clandestinidad, mueren
o ejercen su profesión sin recursos legales. Criminalizar el
aborto solo conducirá a una mayor tasa de mujeres que
mueran por practicarlo, tal como lo establece la Organiza-
ción Panamericana de la Salud el siguiente documento:

La situación del aborto difiere entre regiones y países. Es-
tas diferencias obedecen a la situación jurídica del aborto y
a la disponibilidad de servicios de salud. En los países des-
arrollados, donde no hay restricciones legales, se permite el
aborto por múltiples razones y las mujeres tienen acceso a
servicios de salud donde la interrupción del embarazo se
realiza en forma segura y por personal capacitado. 

A diferencia de la mayoría de los países en desarrollo, en
donde tienen legislaciones restrictivas que permiten el
aborto solo en algunas circunstancias, o lo prohíben total-
mente; las complicaciones del aborto inseguro son fre-
cuentes y la mortalidad suele ser elevada.

Cada año, casi una tercera parte de las muertes mundiales
atribuibles al aborto inseguro ocurren en Asia, causadas
por factores como el acceso limitado a métodos anticon-
ceptivos e información sobre servicios de salud reproducti-
va y una concentración desigual de servicios de aborto en
zonas urbanas. (6). En la actualidad, 222 millones de mu-
jeres en el mundo en desarrollo desean evitar el embarazo,
pero no están usando un método moderno de anticoncep-
ción. Cada año, 47 mil mujeres mueren a causa de abortos
inseguros y millones más resultan heridas, algunas de ma-
nera grave y permanente.

El 20-30 por ciento de los abortos inseguros causan infec-
ciones del aparato reproductor y del 20 al 40% de ellos, dan
como resultado infección del tracto genital superior. Una



de cada cuatro mujeres que se someten al aborto en condi-
ciones de riesgo esta propensa a desarrollar discapacidad
temporal o permanente que requiere atención médica. Por
cada mujer que requiere de atención post-aborto en un hos-
pital, hay varias que han tenido un aborto inseguro, pero
que no buscan atención médica, porque consideran que la
complicación no es grave, o porque no tienen los medios
financieros necesarios, o porque temen abusos, malos tra-
tos o represalia legal.8

La evidencia médica refleja un problema de salud pública
que desencadena en discapacidad, esterilidad o la muerte de
las mujeres que se someten a abortos clandestinos, donde son
invisibles para las estadísticas en materia de salud y además
viven una profunda violación a sus derechos humanos, pues-
to que aún si corren la suerte de sobrevivir al aborto vivirán
una estigmatización y una posible persecución judicial por
ejercer sus derechos, tanto a decidir sobre su cuerpo, como a
decidir sobre el libre ejercicio de la personalidad.

Es entonces que de acuerdo a lo anterior se tiene el si-
guiente “Planteamiento del Problema”, incluyendo el aná-
lisis de “Perspectiva de Género”:

Las mujeres en la mayoría de los estados de la Repúbli-
ca, a excepción de la Ciudad de México y otras entida-
des, viven una restricción directa de sus derechos hu-
manos, en cuanto al acceso a la salud, a la decisión
sobre el número y espaciamiento de sus hijos, al ejerci-
cio de la libre personalidad y a la decisión sobre su
cuerpo. Esta restricción está basada en la ausencia de
servicios de salud sexual y reproductiva en la mayoría
de las entidades federativas. Existe pues una diferencia
marcada por motivos geográficos en cuanto al acceso de
los derechos humanos, mientras que, en la Ciudad de
México, las mujeres tienen este acceso de manera ple-
na; en la mayoría de las entidades federativas se niega
este derecho.

II. Argumento que lo Sustenta:

a). La Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, en el artículo 1o., señala que todas las autorida-
des deberán promover, respetar, garantizar y proteger los
derechos humanos que se encuentran enunciados en la
norma suprema, así como en las leyes que de ella ema-
nen y en los tratados internacionales de los que nuestro
país es parte. Para el cumplimiento de dicha obligación,
se deben observar los principios de universalidad, pro-
gresividad, interdependencia e indivisibilidad de los de-

rechos humanos. Recordando que el texto de la norma
suprema es aplicable en la Unión, vía el pacto federal,
por lo que los derechos humanos deben observar el prin-
cipio de universalidad, es decir no deberían existir res-
tricciones en su acceso para todas las personas en el te-
rritorio nacional, ergo, la negación de servicios de salud
sexual y reproductiva, en su modalidad de interrupción
del embarazo debe proveerse en toda la República.

b) El artículo 4o. constitucional señala, puntualmente, el
acceso de todas las personas a la salud y a que decidan por
voluntad propia el número y el espaciamiento de sus hijas
e hijos; condiciones que no se cumplen en la mayoría de las
entidades de la República, donde no se cuentan con servi-
cios de salud pública, en materia de interrupción del emba-
razo. Esto conduce a abortos clandestinos, donde las muje-
res adquieren discapacidad, esterilidad o pierden la vida; lo
cual se convierte en una violación a sus derechos humanos.

c) Nuestro país ha suscrito la Agenda para el Desarrollo Sos-
tenible 2030, donde se señala la reducción progresiva de la
muerte materna, el indicador que México se ha comprometi-
do a cumplir es de 27.3 muertes maternas por cada 100 mil
nacimientos vivos, como se ha mencionado anteriormente, si
se ocultan en la clandestinidad las muertes por abortos en
México, difícilmente se sabrá con precisión si se está cum-
pliendo esta meta, al ocultar datos y estar imposibilitados pa-
ra desarrollar políticas públicas conducentes.

d) La Convención para Eliminar Toda Forma de Discrimi-
nación contra la Mujer (CEDAW) señala que:

Artículo 12.9 1. Los Estados parte adoptarán todas las
medidas apropiadas para eliminar la discriminación con-
tra la mujer en la esfera de la atención médica a fin de
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres y
mujeres, el acceso a servicios de atención médica, inclu-
sive los que se refieren a la planificación de la familia.

Por lo que en consecuencia, de no aplicarse textualmente
dicho artículo se encontraría en un incumplimiento por par-
te del Estado mexicano y como ya se ha señalado la ausen-
cia de servicios de salud sexual y reproductiva, restringen
el acceso a la salud por parte de las mujeres.

e) Esto mismo ya ha sido señalado por la Recomendación
general número 35 sobre la violencia por razón de gé-
nero contra la mujer, por la que se actualiza la reco-
mendación general número 19,10 publicada por el Comi-
té para la Eliminación de la Discriminación contra la
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Mujer, de los cuales se citan los numerales 14 y 15 en cu-
yos textos se lee:

14. La violencia por razón de género afecta a las muje-
res a lo largo de todo su ciclo de vida y, en consecuen-
cia, las referencias a las mujeres en este documento in-
cluyen a las niñas. Dicha violencia adopta múltiples
formas, a saber: actos u omisiones destinados a o que
puedan causar o provocar la muerte o un daño o sufri-
miento físico, sexual, psicológico o económico para las
mujeres, amenazas de tales actos, acoso, coacción y pri-
vación arbitraria de la libertad. La violencia por razón
de género contra la mujer se ve afectada y a menudo
agravada por factores culturales, económicos, ideológi-
cos, tecnológicos, políticos, religiosos, sociales y am-
bientales, como se pone de manifiesto, entre otras cosas,
en los contextos del desplazamiento, la migración, el
aumento de la globalización de las actividades econó-
micas, en particular de las cadenas mundiales de sumi-
nistro, la industria extractiva y la deslocalización, la mi-
litarización, la ocupación extranjera, los conflictos
armados, el extremismo violento y el terrorismo. La
violencia por razón de género contra la mujer también
se ve afectada por las crisis políticas, económicas y so-
ciales, los disturbios, las emergencias humanitarias, los
desastres naturales y la destrucción o degradación de los
recursos naturales. Las prácticas tradicionales nocivas y
los delitos cometidos contra las defensoras de los dere-
chos humanos, las políticas, las activistas o las periodis-
tas constituyen también formas de violencia por razón
de género contra las mujeres afectadas por tales factores
culturales, ideológicos y políticos.

15. El derecho de las mujeres a una vida libre de vio-
lencia por razón de género es indivisible e interde-
pendiente respecto de otros derechos humanos, a sa-
ber: los derechos a la vida, la salud, la libertad y la
seguridad de la persona, la igualdad y la misma protec-
ción en el seno de la familia, la protección contra la tor-
tura y otros tratos crueles, inhumanos o degradantes y la
libertad de expresión, de circulación, de participación,
de reunión y de asociación.

Sustentando la anterior definición el mismo documento,
establece como una forma de violencia la penalización del
aborto, de acuerdo con su numeral 18, que a la letra dice:

18. Las violaciones de la salud y los derechos sexuales
y reproductivos de la mujer, como la esterilización for-

zada, el aborto forzado, el embarazo forzado, la tipifi-
cación como delito del aborto, la denegación o la pos-
tergación del aborto sin riesgo y la atención poste-
rior al aborto, la continuación forzada del embarazo
y el abuso y el maltrato de las mujeres y las niñas que
buscan información sobre salud, bienes y servicios se-
xuales y reproductivos, son formas de violencia por
razón de género que, según las circunstancias, pue-
den constituir tortura o trato cruel, inhumano o 
degradante. 11

f) Finalmente Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer a través del documento titulado Ob-
servaciones finales sobre el noveno informe periódico
de México,12 en su numeral 42 estableció lo siguiente:

42. En consonancia con su recomendación general número
24 (1999) sobre la mujer y la salud, el Comité recomienda
al Estado parte que:

Ponga mayor empeño en acelerar la armonización de las le-
yes y los protocolos federales y estatales sobre el aborto
para garantizar el acceso al aborto legal y, aunque no haya
sido legalizado, a los servicios de atención posterior al
aborto;

Lo anterior consolida el “Argumento que sustenta” la ini-
ciativa para concluir en los siguientes términos:

De acuerdo al bloque constitucional y convencional de los
derechos humanos, el acceso a la salud y a una vida libre
de violencia son derechos inalienables. El derecho a la sa-
lud de las mujeres no puede ser ejercido con plenitud, da-
do que no existen en gran parte del territorio nacional
servicios de salud pública, que garanticen la interrupción
legal y segura del embarazo, antes de las 12 semanas, tal
como se ha establecido en la Ciudad de México, respalda-
do por la Suprema Corte de Justicia. Lo cual resulta una
contradicción al principio de universalidad de los dere-
chos humanos, ya que una delimitación territorial deter-
mina los derechos para una población y para otra, lo cual
es una segregación directa.

Es por ello por lo que se promueve incluir en la Ley Ge-
neral de Salud, los postulados ya existentes en nuestro
país y que ya han sido avalados por el Poder Judicial.

Por lo anteriormente expuesto se presenta el siguiente cua-
dro comparativo:



Denominación del proyecto de decreto:

Proyecto de decreto por el que se reforman diversas dis-
posiciones de la Ley General de Salud en materia de de-
rechos sexuales y reproductivos de las mujeres, por el
que se garantiza el derecho a la interrupción legal del
embarazo.

Único. Se adicionan la fracción IV Ter del artículo 3o.; y
se adiciona un artículo nuevo 61 Ter, en la Ley General de
Salud para quedar en los siguientes términos:

Artículo 3o.. …

I a IV Bis 3. …

IV Ter. Los servicios de salud sexual y reproductiva
para las mujeres, incluyendo la interrupción del 
embarazo;

V a XXVIII. …

Artículo 61. …

…

I a VI. …

Artículo 61 Bis. …

Artículo 61 Ter. El Sistema Nacional de Salud deberá
implementar acciones para proceder a la interrupción
del embarazo, en forma universal, gratuita y en condi-
ciones de calidad, siempre que la mujer interesada lo
solicite, por voluntad propia y se encuentre el embara-
zo antes de cumplirse doce semanas de gestación.

Adicionalmente y para proceder a la interrupción del
embarazo las instituciones del sector salud deberán
proveer a las mujeres interesadas asesoría médica opor-
tuna acerca del procedimiento de interrupción del em-
barazo, proporcionado adicionalmente información so-
bre otras opciones tales como la adopción o la asistencia
social.

La institución del sector salud deberá proceder a la in-
terrupción del embarazo, en un plazo no menor a cinco
días naturales posteriores a la solicitud por escrito de la
mujer interesada, siempre que se satisfagan las disposi-
ciones legales aplicables.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. La Secretaría de Salud deberá implementar en
los 180 días posteriores a la publicación del presente de-
creto, un programa de transición para implementar la inte-
rrupción legal del embarazo, en toda la República.
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Tercero. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
coordinación con la Secretaría de Salud, dispondrá de las
partidas presupuestales necesarias para la implementación
del programa de transición, al que se refiere el artículo se-
gundo transitorio del presente decreto.

Notas

1 Acción de Inconstitucionalidad 146/2007 y su acumulada 147/2007,
Ministro Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Suprema Corte
de Justicia de la Nación.

2 Ley de Salud para el Distrito Federal, disponible en 

http://aldf.gob.mx/archivo-c034f9df29cc68890266a50380
f5c8ab.pdf 

3 Comunicado número 109/2019 “La SCJN protege los derechos de
mujeres y niñas víctimas de violación”, Disponible en

http://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?i
d=5929

4 Gaceta Parlamentaria de la Cámara de Diputados, número 5141-II,
martes 23 de octubre de 2018. (395)

5 Observaciones sobre el noveno informe periódico de México, CE-
DAW/C/MEX/CO/9, Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer, 25 de julio de 2018.

6 Artículo 4o.: …

Toda persona tiene derecho a decidir de manera libre, responsable
e informada sobre el número y el espaciamiento de sus hijos.

…

Toda persona tiene derecho a la protección de la salud. La ley defi-
nirá las bases y modalidades para el acceso a los servicios de salud
y establecerá la concurrencia de la federación y las entidades fede-
rativas en materia de salubridad general, conforme a lo que dispo-
ne la fracción XVI del artículo 73 de esta Constitución. 

7 Fernández Cantón, Sonia B.; Gutiérrez Trujillo, Gonzalo y Viguri
Uribe, Ricardo. La mortalidad materna y el aborto en México. Boletín
Médico. Hospital Infantil. México [online]. 2012, volumen 69, n.1 [ci-
tado 2019-08-05], páginas 77-80. Disponible en

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S166
5-11462012000100011&lng=es&nrm=iso/ ISSN 1665-11

8 Boletín Informativo “El aborto como problema de salud pública”,
PAHO, disponible en 

https://www.paho.org/nic/index.php?option=com_docman&view=
download&category_slug=datos-y-estadisticas&alias=710-bole-
tin-informativo-el-aborto-un-problema-de-salud-publica&Ite-
mid=235 

9 Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra la Mujer, DOF: 21 de mayo de 1981.

10 Recomendación general número 35 sobre la violencia por razón de
género contra la mujer, por la que se actualiza la recomendación gene-
ral número 19, CEDAW/C/GC/35, Comité para la Eliminación de la
Discriminación contra la Mujer, 26 de julio de 2017, disponible en 

http://www.acnur.org/fileadmin/Documentos/BDL/2017/11405.pdf

11 Íbid.

12 Observaciones sobre el noveno informe periódico de México, CE-
DAW/C/MEX/CO/9, Comité para la Eliminación de la Discriminación
contra la Mujer, 25 de julio de 2018.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 10 de septiembre de 2019.—
Diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO 
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma y adiciona el artículo 77 de la Ley
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria,
suscrita por la diputada Josefina Salazar Báez e integrantes
del Grupo Parlamentario del PAN

Josefina Salazar Báez, diputada federal por el V distrito,
integrante de esta Sexagésima Cuarta Legislatura y del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en lo que disponen la fracción II del artículo
71 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; artículo 6o., numeral 1, fracción I; artículo 77, nu-
meral 1, y artículo 78, todos del Reglamento de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, elevo a
la digna consideración de esta Soberanía, la presente ini-



ciativa con proyecto de decreto que reforma el primer pá-
rrafo y adiciona un antepenúltimo párrafo, ambos al artícu-
lo 77, de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria; con el objeto de establecer que: la Cámara de
Diputados deberá señalar los programas de subsidios que
deban sujetarse a reglas de operación; que dichos señala-
mientos deban aprobarse en conjunto con el Presupuesto de
Egresos del ejercicio fiscal correspondiente; que los pro-
gramas que realicen transferencias financieras directas, sin
excepción, deban sujetarse a reglas de operación; y esta-
blecer la prohibición de erogar recursos para programas
cuando las dependencias incumplan los términos de la pu-
blicación de las reglas de operación en el Diario Oficial de
la Federación. Con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La pobreza ha sido un problema histórico en nuestro país
que hasta la fecha no se han podido abatir. Las estadísticas
recientes disponibles indican que un porcentaje significati-
vo de la población mexicana enfrenta aún graves carencias. 

Así, de acuerdo al Consejo Nacional de Evaluación de la
Política de Desarrollo Social, para el año 2018, el porcen-
taje de población en condiciones de pobreza era de 41.9
por ciento dentro del cual, en números totales, 34.5 por
ciento está en situación de pobreza moderada y 7.4 por
ciento en pobreza extrema. 

Respecto a los indicadores de carencia social. Del total
de población, 16.9 por ciento presentaba rezago educati-
vo, 16.2 por ciento le faltaba acceso a la seguridad social,
11.1 por ciento presentaba carencia de acceso a espacios
de vivienda y 20.4 por ciento tenía carencia por acceso a
la alimentación.1

Ante este panorama, los distintos gobiernos nacionales a lo
largo de los años han implementado políticas públicas pa-
ra combatir la pobreza; mismas que, de acuerdo a las con-
sideraciones de los especialistas, no se deben realizar como
si se tratara de acciones aisladas, ya que “en el proceso de
su diseño y aplicación se encuentran en juego bienes o re-
cursos que pueden afectar o privilegiar a determinados in-
dividuos y grupos,”2 por esos motivos, las políticas deben
entenderse en una intersección, “un espacio que abarca
distintas intervenciones del Estado para resolver proble-
mas públicos concretos, aunque relacionados”.3

Las políticas públicas como una intervención del Estado
que aspira a resolver problemas públicos, deben tener or-

den y guardar armonía respecto al conjunto de acciones gu-
bernamentales; ya que las acciones públicas, en última ins-
tancia, deben expresar una ejecución ordenada de los obje-
tivos programáticos de un gobierno.

Es en este contexto, en el que debemos apreciar la impor-
tancia de los programas sociales. Se deben entender como
instrumentos programáticos que permiten focalizar recur-
sos en sectores sociales vulnerables, para mejorar sus con-
diciones respecto a las carencias identificadas, con el fin de
mejorar sus posibilidades de desarrollo; y es justamente
por esa razón que deben contener objetivos claros, sustan-
ciales y medibles. Tales programas guardan una relación
con las políticas públicas, ya que como se ha señalado: 

“La existencia de un Programa Sujeto a Reglas de Ope-
ración debe respaldarse en una política pública específi-
ca, que dé sustento a su aplicación y delimite el ámbito
de su acción. En el diseño de un programa convergen
elementos políticos, sociales y económicos que, en su-
ma, conforman su contenido.”4

Al considerar que los programas sociales son una parte in-
tegral y de hecho operativa de las políticas públicas, pode-
mos contemplar la necesidad continúa de reforzar su cohe-
rencia e implementación adecuada; y de ahí se desprende
la relevancia y pertinencia de otro elemento que los com-
pone, sus reglas de operación.

La Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria las define de la siguiente forma en su artículo 2: 

Artículo 2.- Para efectos de esta Ley, se entenderá por:

XLV. Reglas de operación: las disposiciones a las cuales
se sujetan determinados programas y fondos federales
con el objeto de otorgar transparencia y asegurar la apli-
cación eficiente, eficaz, oportuna y equitativa de los re-
cursos públicos asignados a los mismos;

La Secretaría de la Función Pública, en su portal de inter-
net, define a las Reglas de Operación como:

“Son un conjunto de disposiciones que precisan la for-
ma de operar un programa, con el propósito de lograr
los niveles esperados de eficacia, eficiencia, equidad y
transparencia”, y enlista su utilidad:

“Para saber quién es sujeto de recibir los apoyos, cono-
cer los apoyos específicos que ofrecen los programas,
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así como los requisitos para obtenerlos. Para saber có-
mo pueden contribuir a mi desarrollo personal y de mi
comunidad. Para vigilar como ciudadano que los recur-
sos públicos se apliquen de acuerdo a como han sido
programados.”5

Por lo tanto, tales reglas son elementos indispensables en la
aplicación de recursos públicos y se tratan también de una
adición relativamente reciente en las políticas de nuestro
país, ya que surgieron a partir del año 2000, cuando en el
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación se
enumeraron por vez primera los programas que estaban su-
jetos a reglas de operación.6

Desde entonces, la función y utilidad de las Reglas de Ope-
ración ha podido ser documentada, ya que por ejemplo un
artículo del autor Felipe Hevia de la Jara, muestra como la
implementación de las reglas de operación de los apoyos
en el caso de Veracruz contribuyeron a transparentar el
ejercicio de los recursos de los programas Progresa/Opor-
tunidades, y disminuir sus usos clientelares.7

Todo lo anterior, resalta el valor de las reglas de operación co-
mo elemento que da certeza y transparencia a los programas
sociales, por esos motivos, el cometido de esta iniciativa es
reformar la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, para establecer que la Cámara de Diputados de-
berá señalar cuáles programas, de entre los que entreguen
subsidios, deban sujetarse a reglas de operación, que dichos
señalamientos se aprueben en conjunto con el Presupuesto de
egresos, que los programas que realicen transferencias finan-
cieras directas, sin excepción, deban sujetarse a Reglas de
Operación; y establecer la prohibición de erogar recursos pa-
ra programas cuando las dependencias incumplan los térmi-
nos de la publicación de las Reglas de Operación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

La citada Ley de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria, contiene en su Título Tercero, denominado del
Ejercicio del Gasto Público Federal, en su Capítulo IV,
titulado De los Subsidios, Transferencias y Donativos, lo
relativo a las reglas de operación de los programas so-
ciales en su artículo 77:

Artículo 77. Con el objeto de cumplir lo previsto en el
segundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, se señalarán
en el Presupuesto de Egresos los programas a través de
los cuales se otorguen subsidios y aquellos programas
que deberán sujetarse a reglas de operación. La Cámara

de Diputados en el Presupuesto de Egresos, podrá seña-
lar los programas, a través de los cuales se otorguen sub-
sidios, que deberán sujetarse a reglas de operación con
el objeto de asegurar que la aplicación de los recursos
públicos se realice con eficiencia, eficacia, economía,
honradez y transparencia. Asimismo, se señalarán en el
Presupuesto de Egresos los criterios generales a los cuales
se sujetarán las reglas de operación de los programas. 

Primeramente, el segundo párrafo del artículo 1 al que se
hace referencia en el presente instrumento parlamentario
establece que:

Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de es-
ta Ley deberán observar que la administración de los re-
cursos públicos federales se realice con base en criterios
de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, economía,
racionalidad, austeridad, transparencia, control, rendi-
ción de cuentas y equidad de género

Por esos motivos, se colige que en el Presupuesto de Egre-
sos se tienen que señalar los programas susceptibles de re-
glas de operación; sin embargo, la segunda disposición del
artículo 77, que tiene como sujeto a la Cámara de Dipu-
tados, establece su atribución para poder señalar tales pro-
gramas, durante la aprobación del Presupuesto; sin embar-
go, es necesario subrayar que el verbo “poder”, que
configura la acción, señala una atribución optativa, que en
caso de no ejercerse, dejaría sin discusión el tema, y así
mismo, volvería inefectivo el citado párrafo segundo del
artículo 1 de la Ley Federal de Presupuesto. 

Por tanto, y con el objeto de fomentar la rendición de cuen-
tas, la transparencia, la eficacia y el control de estos neu-
rálgicos programas sociales, se propone que el Congreso
obligatoriamente, deba señalar en el Presupuesto de Egre-
sos cuáles programas sociales deben sujetarse a las reglas
de operación, además se busca que el ejercicio de esta atri-
bución deba incluirse en el procedimiento pertinente a la
aprobación del Presupuesto. 

De acuerdo a la doctora Edna Jaime, Directora General de
la Asociación México Evalúa, del presupuesto total de 630
mil millones de pesos solamente el 41 por ciento se libera
con reglas de operación, por lo que se ejercen 365 mil mi-
llones sin ese requisito.8

En aras de un ejercicio transparente, ordenado y controla-
do del presupuesto, no debemos subestimar la discusión y



la transparencia en cualquier tema relacionado a los pro-
gramas sociales, debido a su cometido y a la responsabili-
dad de todos los involucrados. 

Respecto a la propuesta para que los programas que reali-
cen transferencias directas deban contar con reglas de ope-
ración, el propósito es mejorar los controles de forma que
se pueda asegurar, que los apoyos directos se canalizan a
los sectores sociodemográficos concretos que los progra-
mas buscan alcanzar; y por tanto que inciden en la proble-
mática que la política pública trata de abatir.

Regresando a la Ley, tras lo anterior, el artículo a partir de
su párrafo segundo, abunda sobre las Reglas de Operación
y su procedimiento:

Las dependencias, las entidades a través de sus respec-
tivas dependencias coordinadoras de sector o, en su ca-
so, las entidades no coordinadas serán responsables de
emitir las reglas de operación de los programas que ini-
cien su operación en el ejercicio fiscal siguiente o, en su
caso, las modificaciones a aquéllas que continúen vi-
gentes, previa autorización presupuestaria de la Secreta-
ría y dictamen de la Comisión Federal de Mejora Regu-
latoria sujetándose al siguiente procedimiento:

…

Las dependencias, las entidades a través de sus respec-
tivas dependencias coordinadoras de sector o, en su ca-
so, las entidades no coordinadas, publicarán en el Dia-
rio Oficial de la Federación las reglas de operación de
programas nuevos, así como las modificaciones a las re-
glas de programas vigentes, a más tardar el 31 de di-
ciembre anterior al ejercicio y, en su caso, deberán ins-
cribir o modificar la información que corresponda en el
Registro Federal de Trámites y Servicios, de conformi-
dad con el Título Tercero A de la Ley Federal de Proce-
dimiento Administrativo.

En relación con lo anterior, se propone adicionar una dis-
posición que contribuya a garantizar el mejor manejo de
los recursos en programas sociales, estableciendo que en
caso de que las dependencias no cumplan con los términos
de la publicación de las reglas, no se puedan erogar recur-
sos destinados a dichos programas, hasta que los responsa-
bles subsanen la omisión.

Como puede apreciarse, el propósito final de esta reforma
es garantizar que el ejercicio de los recursos operados a tra-

vés de programas sociales, se realice en conformidad a los
principios establecidos en el artículo 1 de la propia Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Administrativa, y
se tengan las condiciones adecuadas de control para cum-
plir su objetivo, en materia de desarrollo.

Fundamento legal

Con base en los motivos expuestos, en mi calidad de dipu-
tada federal por el V distrito, e integrante del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional, en esta Sexagésima
Cuarta Legislatura, y con fundamento en lo que disponen
la fracción II, del artículo 71 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6º, numeral 1,
fracción I; artículo 77, numeral 1, y artículo 78 todos del
Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, presento a consideración de este ho-
norable pleno, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria en materia de
obligatoriedad de la debida publicación de las reglas de
operación de los programas que operen subsidios

Único. Se reforma primer párrafo y se adiciona antepe-
núltimo párrafo, ambos al artículo 77 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; para quedar
como sigue:

Artículo 77. Con el objeto de cumplir lo previsto en el se-
gundo párrafo del artículo 1 de esta Ley, se señalarán en el
Presupuesto de Egresos los programas a través de los cua-
les se otorguen subsidios y aquellos programas que debe-
rán sujetarse a reglas de operación. La Cámara de Dipu-
tados en el Presupuesto de Egresos, deberá señalar los
programas, a través de los cuales se otorguen subsidios,
que deberán sujetarse a reglas de operación con el objeto
de asegurar que la aplicación de los recursos públicos se re-
alice con eficiencia, eficacia, economía, honradez y trans-
parencia. La definición de los programas sujetos a reglas
de operación, formará parte del proceso de aprobación
del Presupuesto de Egresos. Sin excepción, todos los
programas que asignen transferencias financieras di-
rectas deberán contar con reglas de operación. Asimis-
mo, se señalarán en el Presupuesto de Egresos los criterios
generales a los cuales se sujetarán las reglas de operación
de los programas. 

Las dependencias, las entidades a través de sus respectivas
dependencias coordinadoras de sector o, en su caso, las en-
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tidades no coordinadas serán responsables de emitir las re-
glas de operación de los programas que inicien su opera-
ción en el ejercicio fiscal siguiente o, en su caso, las modi-
ficaciones a aquéllas que continúen vigentes, previa
autorización presupuestaria de la Secretaría y dictamen de
la Comisión Federal de Mejora Regulatoria sujetándose al
siguiente procedimiento:

I. Las dependencias, las entidades a través de sus res-
pectivas dependencias coordinadoras de sector o, en su
caso, las entidades no coordinadas deberán presentar a
la Secretaría, a más tardar el 21 de noviembre, sus pro-
yectos de reglas de operación, tanto de los programas
que inicien su operación en el ejercicio fiscal siguiente,
como las modificaciones a aquéllas que continúen 
vigentes.

Dichos proyectos deberán observar los criterios genera-
les establecidos por la Secretaría y la Función Pública.

La Secretaría deberá emitir la autorización presupuesta-
ria correspondiente en un plazo que no deberá exceder
de 10 días hábiles contado a partir de la presentación de
los proyectos de reglas de operación a que se refiere el
párrafo anterior. La Secretaría sólo podrá emitir su au-
torización respecto al impacto presupuestario, y

II. Una vez que las dependencias, las entidades a través
de sus respectivas dependencias coordinadoras de sector
o, en su caso, las entidades no coordinadas, obtengan la
autorización presupuestaria de la Secretaría, deberán ha-
cer llegar, en un plazo máximo de 3 días naturales, a la
Comisión Federal de Mejora Regulatoria, los proyectos
de reglas de operación, para que ésta emita dentro de los
10 días hábiles siguientes el dictamen regulatorio to-
mando en consideración los siguientes criterios:

a) El cuerpo de las reglas de operación deberá con-
tener los lineamientos, metodologías, procedimien-
tos, manuales, formatos, modelos de convenio, con-
vocatorias y cualesquiera de naturaleza análoga; 

b) Las reglas de operación deberán contener para
efectos del dictamen de la Comisión Federal de Me-
jora Regulatoria, al menos lo siguiente:

i) Deberán establecer los criterios de selección de
los beneficiarios, instituciones o localidades objeti-
vo. Estos deben ser precisos, definibles, mensura-
bles y objetivos; 

ii) Debe describirse completamente el mecanismo
de selección o asignación, con reglas claras y con-
sistentes con los objetivos de política del programa,
para ello deberán anexar un diagrama de flujo del
proceso de selección; 

iii) Para todos los trámites deberá especificarse tex-
tualmente el nombre del trámite que identifique la
acción a realizar; 

iv) Se deberán establecer los casos o supuestos que
dan derecho a realizar el trámite; 

v) Debe definirse la forma de realizar el trámite; 

vi) Sólo podrán exigirse los datos y documentos
anexos estrictamente necesarios para tramitar la so-
licitud y acreditar si el potencial beneficiario cum-
ple con los criterios de elegibilidad; 

vii) Se deberán definir con precisión los plazos que
tiene el supuesto beneficiario, para realizar su trá-
mite, así como el plazo de prevención y el plazo
máximo de resolución de la autoridad, y 

viii) Se deberán especificar las unidades adminis-
trativas ante quienes se realiza el trámite o, en su
caso, si hay algún mecanismo alterno.

Las dependencias, las entidades a través de sus respectivas
dependencias coordinadoras de sector o, en su caso, las en-
tidades no coordinadas, publicarán en el Diario Oficial de
la Federación las reglas de operación de programas nuevos,
así como las modificaciones a las reglas de programas vi-
gentes, a más tardar el 31 de diciembre anterior al ejercicio
y, en su caso, deberán inscribir o modificar la información
que corresponda en el Registro Federal de Trámites y Ser-
vicios, de conformidad con el Título Tercero A de la Ley
Federal de Procedimiento Administrativo.

En caso contrario, no se podrán erogar recursos desti-
nados a dichos programas, hasta que las dependencias
realicen la correspondiente publicación de las Reglas de
Operación.

Las dependencias, o las entidades a través de sus respecti-
vas dependencias coordinadoras de sector o, en su caso, las
entidades no coordinadas que modifiquen sus reglas de
operación durante el ejercicio fiscal, se sujetarán al proce-
dimiento establecido en el presente artículo.



Las reglas de operación deberán ser simples y precisas con
el objeto de facilitar la eficiencia y la eficacia en la aplica-
ción de los recursos y en la operación de los programas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 Coneval. Diez años de medición de pobreza multidimensional en
México: avances y desafíos en política social. En: 

https://www.coneval.org.mx/Medicion/MP/Documents/Pobre-
za_18/Pobreza_2018_CONEVAL.pdf Consultado el 20 de agosto
2019.

2 Gilberto Fuentes Durán. Reglas de operación de los programas del
Gobierno Federal: Una revisión de su justificación y su diseño. Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados.
Documento de Trabajo. número 71, junio de 2009

3 Guillermo M. Cejudo y Cynthia L. Michel. “Coherencia y políticas
públicas: Metas, instrumentos y poblaciones objetivo”. En Gestión y
política pública vol.25 no.1 México. ene./jun. 2016 En: 

h t t p : / / w w w. s c i e l o . o r g . m x / s c i e l o . p h p ? p i d = S 1 4 0 5 -
10792016000100001&script=sci_arttext&tlng=en 

4 Gilberto Fuentes Durán. Reglas de operación de los programas del
Gobierno Federal: Una revisión de su justificación y su diseño. Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados.
Documento de Trabajo. número 71, junio de 2009.

5 https://funcionpublica.gob.mx/scagp/dgorcs/reglas/index.htm Consulta-
do el 22 de agosto 2019.

6 Gilberto Fuentes Durán. Reglas de operación de los programas del
Gobierno Federal: Una revisión de su justificación y su diseño. Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados.
Documento de Trabajo. número 71, junio de 2009

7 Felipe Hevia de la Jara. “Uso político de programas sociales y nue-
vos intermediarios institucionales: el Programa Progresa/Oportunida-
des en el sur de Veracruz.” En: Desacatos no.34 México sep./dic. 2010.
En: 

http://www.scielo.org.mx/scielo.php?script=sci_arttext&pid=S160
7-050X2010000300008 

8 https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/edna-jaime/365-000-mi-
llones-sin-reglas-de-operacion Consultado el 19 de agosto 2019.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de 2019.—
Diputada Josefina Salazar Báez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO
Y RESPONSABILIDAD HACENDARIA

«Iniciativa que reforma el artículo 78 de la Ley Federal de
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, suscrita por la
diputada Josefina Salazar Báez e integrantes del Grupo
Parlamentario del PAN

Josefina Salazar Báez, diputada federal por el V distrito,
integrante de la LXIV Legislatura y del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Acción Nacional, con fundamento en lo que
disponen la fracción II del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6o., nu-
meral 1, fracción I; artículo 77, numeral 1, y artículo 78 to-
dos del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, elevo a la digna consideración
de esta soberanía, la presente iniciativa con proyecto de de-
creto que reforma el artículo 78, de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria; con el objeto de
fortalecer la evaluación de programas sujetos a Reglas de
Operación, establecida en la citada Ley Federal de Presu-
puesto, por medio de la definición de indicadores mínimos,
la obligación de proporcionar información a los organis-
mos e instituciones evaluadores, y el establecimiento de
obligaciones de publicidad. Con base en la siguiente

Exposición de Motivos

La evaluación de políticas públicas se puede definir de
acuerdo a uno de los autores de mayor influencia en el área,
William Dunn, como: “una disciplina de las ciencias socia-
les aplicadas, que emplea múltiples métodos de investiga-
ción, en contextos de debate público, para crear evaluacio-
nes críticas y comunicar conocimiento relevante acerca de
las políticas”. El mismo autor también señala que se trata
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de un procedimiento utilizado para producir información
acerca del valor y utilidad de cursos de acción pasados o
futuros.1

Por su parte, otra autora influyente en el tema, Carol Weiss,
define a la evaluación como “una revisión sistemática de la
operación y o resultados de un programa o política, com-
parados con un conjunto de estándares explícitos o implí-
citos, como un medio de contribuir al mejoramiento del
programa o política.”

En general, ambas reflexiones sobre la evaluación valoran
la importancia del conocimiento de la ejecución de los pro-
gramas y políticas, con el objetivo final de mejorarlos. Por
eso, el impacto social respecto al problema que se trata de
atender, es uno de los grandes propósitos de los ejercicios
de evaluación.

Verbigracia, retomando a Weiss, la funcionalidad de la eva-
luación es en resumen, permitir que los programas que den
buenos resultados sean expandidos, y los que tengan un ba-
jo desempeño, puedan ser cancelados o modificados drás-
ticamente, para que logran alcanzar sus objetivos.2

Ahora bien, aunque se hayan producido trabajos teóricos
en el área y existan métodos y ejercicios altamente espe-
cializados en cada una de las partes que la componen, co-
mo el impacto o el diseño, no podemos dejar de lado el pa-
pel integral de la evaluación, que abarca todos los aspectos
de las políticas públicas; tal es la visión que se desprende
de la perspectiva de la Comisión Económica para América
Latina y el Caribe (Cepal) sobre el tema:

La evaluación se convierte en un mecanismo articulador y
transversal, pues tiene el potencial de vincular los conteni-
dos de formulación de las políticas públicas con su imple-
mentación, con la gestión de los recursos y los efectos so-
ciales, y además, refleja la interacción entre los distintos
sectores de gobierno3.

De esa manera, tales ejercicios son parte de una perspecti-
va integral de alcance transversal, sobre las políticas que
conducen a su mejora; una aproximación que también es
compartida por el Consejo Nacional de Evaluación: 

Una de las razones fundamentales para realizar una eva-
luación es proporcionar información a quienes toman deci-
siones con el objetivo de mejorar los programas y las polí-
ticas públicas, pues son un insumo clave para su
reformulación o actualización, (…) se toma como supues-

to que los hallazgos y recomendaciones obtenidos a partir
de las evaluaciones se utilizan con un propósito en especí-
fico: por ejemplo, la evaluación de diseño permite mejorar
la lógica interna de los programas y la evaluación de pro-
cesos aporta elementos para incrementar su eficiencia ope-
rativa y reforzar su diseño4.

En nuestro país, dadas sus condiciones particulares, las po-
líticas dirigidas a grupos en condición de vulnerabilidad
tienen especial relevancia, puesto que, en el marco de una
sociedad con tantas desigualdades socioeconómicas, este
tipo de acción pública constituye uno de los principales
instrumentos de apoyo y equidad social.

Muchos de esos instrumentos están destinados a grupos en
desventaja que presentan diversas carencias, y un elemen-
to que permite construir expectativas de éxito para apoyar-
les son justamente las reglas de operación, que al actuar co-
mo un marco regulatorio, garantizan que tales apoyos
lleguen a las personas con esas características.

Sin embargo, según el autor Gilberto Fuentes, histórica-
mente, los programas sujetos a Reglas de Operación:

Presentan enormes vacíos normativos que son aprovechados
por el jefe del Ejecutivo en turno para manejar de manera dis-
crecional el número y los objetivos de dichos programas. Así,
el marco normativo en que se sustenta la existencia de estas
modalidades de apoyo es insuficiente, lo que, asimismo, per-
mite que no se obtengan los resultados esperados en el mo-
mento de evaluar las medidas aplicadas.5

Por tanto, si lo que se busca es optimizar el impacto de los
programas sociales, con el fin último de abatir los proble-
mas que aquejan a un sector de la población, se plantea la
necesidad de reforzar las reglas de operación; y para ello,
es posible utilizar la evaluación de las políticas públicas,
que en este caso podría incidir sobre el diseño de dichas re-
glas, al considerar que la mejora de las políticas es uno de
sus objetivos fundamentales.

Es por esa razón que el marco legal nacional prevé evalua-
ciones a los programas sociales. El primer caso lo hallamos
en la en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, en su artículo 78, que a la letra indica:

Artículo 78. Las dependencias, o las entidades a través
de su respectiva dependencia coordinadora de sector,
deberán realizar una evaluación de resultados de los
programas sujetos a reglas de operación, por conducto



de expertos, instituciones académicas y de investigación
u organismos especializados, de carácter nacional o in-
ternacional, que cuenten con reconocimiento y expe-
riencia en las respectivas materias de los programas.

Las evaluaciones se realizarán conforme al programa
anual que al efecto se establezca.

Las dependencias y entidades deberán reportar el resul-
tado de las evaluaciones en los informes trimestrales
que correspondan.

Como se puede apreciar, estas evaluaciones son realizadas
por las propias dependencias o entidades encargadas de
ejecutar la política o el programa, a través de actores ex-
ternos que pueden variar, aunque es de resaltar que no se
describe su contenido mínimo.

En segundo término, debemos señalar las evaluaciones de
políticas sociales referidas en la Ley General del Desarro-
llo Social, mismas que están a cargo del Consejo Nacional
de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Cone-
val), contenidas en sus artículos 72, 74 y 79, entre otros:

Artículo 72. La evaluación de la Política de Desarrollo
Social estará a cargo del Consejo Nacional de Evalua-
ción de la Política de Desarrollo Social, que podrá rea-
lizarla por sí mismo o a través de uno o varios organis-
mos independientes del ejecutor del programa, y tiene
por objeto, revisar periódicamente el cumplimiento del
objetivo social de los programas, metas y acciones de la
Política de Desarrollo Social, para corregirlos, modifi-
carlos, adicionarlos, reorientarlos o suspenderlos total o
parcialmente.

…

Artículo 74. Para la evaluación de resultados, los pro-
gramas sociales de manera invariable deberán incluir
los indicadores de resultados, gestión y servicios para
medir su cobertura, calidad e impacto. Las dependen-
cias del Ejecutivo federal, estatales o municipales, eje-
cutoras de los programas a evaluar, proporcionarán toda
la información y las facilidades necesarias para la reali-
zación de la evaluación.

…

Artículo 79. Los resultados de las evaluaciones serán
publicados en el Diario Oficial de la Federación y debe-

rán ser entregados a las Comisiones de Desarrollo So-
cial de las Cámaras de Diputados y de Senadores del
Congreso de la Unión, y a la Secretaría.

Comparando las evaluaciones descritas en la Ley Federal
de Presupuesto y las presentes en la Ley General de Desa-
rrollo Social, podemos enumerar las siguientes diferencias
básicas: primeramente, en el caso de la Ley Federal del
Presupuesto, el ejercicio se desarrolla por las propias de-
pendencias, mientras que las ordenadas por la Ley de De-
sarrollo Social, se realizan por el Consejo Nacional de Eva-
luación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).

En segundo término, mientras que la redacción del artícu-
lo 78 de la Ley Federal de Presupuesto indica solamente
que la evaluación debe incluirse en los reportes trimestra-
les, el ejercicio que se desprende de la Ley General de De-
sarrollo Social debe publicarse en el Diario Oficial.

En tercer y último término, y por mencionar solo algunas dis-
tinciones, la primera es escueta en cuanto a su contenido,
mientras que las realizadas por el Coneval, incluyen indica-
dores a través del artículo 74 de la Ley de General de Desa-
rrollo Social; además de que deben seguir una metodología
compleja y específica, enfocada a generar descriptores deno-
minados aspectos susceptibles de mejora (ASM), que son el
eje de los informes publicados por el Coneval.6

Por tanto, el Objetivo de la presente iniciativa, es fortalecer
la evaluación establecida en la Ley Federal de Presupuesto
y que es realizada por los propios organismos y dependen-
cias, por medio de la definición de indicadores mínimos, y
obligaciones de publicidad.

Con esta acción se persiguen varios propósitos, como por
ejemplo: formalizar y precisar el mecanismo de la Ley de
Presupuesto, someter las reglas de operación a evaluación,
complementar y acompañar las evaluaciones del Coneval,
mediante un ejercicio análogo pero que contemple indica-
dores diferentes, que puedan motivar el aprendizaje orga-
nizacional de primera mano; y finalmente aplicar principio
de publicidad a sus resultados.

Para cumplir esos propósitos se proponen indicadores con
diferente perspectiva  a los que prevé la Ley General de
Desarrollo Social para sus evaluaciones,  partiendo de una
visión general e integral que busca abarcar los diferentes
aspectos que las distintas metodologías de evaluación con-
sideran, de forma similar a como se ha señalado en la lite-
ratura especializada:
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Los principales criterios para la evaluación de políticas pú-
blicas son: (1) efectividad en el logro del valor final, (2)
eficiencia para alcanzar ese logro, (3) adecuación del obje-
tivo logrado para la solución del problema público, (4)
equidad en la distribución de los beneficios y (5) los costos
y la satisfacción real de los beneficiarios.7

Por tanto, se propone incluir los siguientes indicadores mí-
nimos para las evaluaciones realizadas por los propios or-
ganismos o instituciones ejecutoras de los programas suje-
tos a reglas de operación:

I. Coherencia entre acciones, objetivos planeados y pro-
blema público;

II. Coherencia, eficacia y eficiencia de reglas de 
operación;

III. Erogaciones de recursos y subejercicios del programa;

IV. Cumplimiento de objetivos, y

V. Efectos previstos o imprevistos.

Como se puede advertir, los dos primeros aspectos están
relacionados al diseño del programa, incluyendo la revi-
sión a las reglas de operación, y están relacionados a la
adecuación y eficiencia en diseño; el tercero al presupues-
to, incluyendo los subejercicios, por lo que se relaciona a
la eficiencia en erogaciones; el cuarto se refiere a la efica-
cia del programa, y el quinto, al impacto y satisfacción.  El
objetivo sería producir información puntual y de utilidad
directa para los organismos e instancias que ejecuten el
programa, así como sobre el diseño.

Los anteriores requisitos legales serían elementos míni-
mos, por lo que también sería posible abarcar otros aspec-
tos. Además, y de acuerdo a la redacción del artículo 78, las
evaluaciones serían anuales, con lo que les permitiría vol-
verse compatibles con los plazos que marca la Ley Gene-
ral de Desarrollo Social. 

Además, se pretende que las evaluaciones deban de ser pú-
blicas al establecer en la ley la obligación de volverlas ac-
cesibles mediante los portales de internet, por último y con
el propósito de posibilitar el ejercicio, se busca que los or-
ganismos e instancias ejecutoras de los programas, deban
proporcionar la información necesaria para realizarlas.

Con lo anterior, se espera que las evaluaciones puedan go-
zar de publicidad, que las reglas de operación puedan ana-
lizarse para retroalimentar la política pública y que las eva-
luaciones realizadas por los organismos e instituciones
alcancen mayor grado de formalización, de manera que sea
posible contrastarlas con las efectuadas por el Consejo
Mexicano de la Evaluación.

Todo con el propósito de contribuir al mejoramiento es-
tructural de las políticas sociales, y coadyuvar al cumpli-
miento de su objetivo. 

Fundamento legal

Con base en los motivos expuestos, en mi calidad de Dipu-
tada Federal por el V Distrito, e integrante del Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, en esta Sexagési-
ma Cuarta Legislatura, y con fundamento en lo que
disponen la fracción II, del artículo 71 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; artículo 6º, nu-
meral 1, fracción I; artículo 77, numeral 1, y artículo 78 to-
dos del Reglamento de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, presento a consideración de
este honorable pleno, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma la Ley Federal de Presu-
puesto y Responsabilidad Hacendaria en materia de
evaluación de programas sujetos a Reglas de Operación

Único. Se reforma el artículo 78 de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria; para quedar como
sigue:

Artículo 78. Las dependencias, o las entidades a través de
su respectiva dependencia coordinadora de sector, deberán
realizar una evaluación de resultados de los programas su-
jetos a reglas de operación, por conducto de expertos, ins-
tituciones académicas y de investigación u organismos es-
pecializados, de carácter nacional o internacional, que
cuenten con reconocimiento y experiencia en las respecti-
vas materias de los programas.

Las evaluaciones se realizarán conforme al programa anual
que al efecto se establezca, y deberán incluir, como míni-
mo los siguientes elementos:

I. Coherencia entre acciones, objetivos planeados y
problema público;



II. Coherencia, eficacia y eficiencia de reglas de 
operación;

III. Erogaciones de recursos y subejercicios del 
programa;

IV. Cumplimiento de objetivos, y

V. Efectos previstos o imprevistos.

Las dependencias y entidades deberán reportar el resul-
tado de las evaluaciones en los informes trimestrales
que correspondan, dichos resultados estarán disponi-
bles en los portales de internet del gobierno federal
relacionados a los programas evaluados.

Las dependencias y entidades deberán proporcionar
toda la información necesaria a los expertos, institu-
ciones u organismos evaluadores.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales que se
opongan al presente decreto.

Notas

1 William N. Dunn. Public Policy Analysis: An introduction. Prentice
Hall 1994. Páginas 416, 84.

2 Citas de: Carol H. Weiss. Evaluation. Segunda edición. Harvard Uni-
versity. 1998. Páginas 4, 10.

3 https://www.cepal.org/es/temas/evaluacion-de-politicas-y-progra-
mas/acerca-evaluacion-politicas-programas-publicos Consultado el 18
de agosto 2019.

4 Informe de seguimiento a los aspectos susceptibles de mejora de los

programas y acciones federales de desarrollo social 2018-2019. En:

https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/Documents/Informes/In-
forme_ASM_2018-2019.pdf. Consultado el 21 de agosto 2019.

5 Gilberto Fuentes Durán. Reglas de operación de los programas del

Gobierno Federal: Una revisión de su justificación y su diseño. Cen-

tro de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Dipu-
tados.  Documento de Trabajo.   núm. 71   Junio de 2009

6 Informe de seguimiento a los aspectos susceptibles de mejora de los

programas y acciones federales de desarrollo social 2018-2019. En:

https://www.coneval.org.mx/Evaluacion/Documents/Informes/In-
forme_ASM_2018-2019.pdf. Consultado el 21 de agosto 2019.

7 Gilberto Fuentes Durán. Reglas de Operación de los programas del

gobierno federal: Una revisión de su justificación y su diseño. Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cámara de Diputados.
Documento de Trabajo. Número 71, junio de 2009.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de septiembre de 2019.—
Diputada Josefina Salazar Báez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca, para dictamen.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN

«Iniciativa que reforma y adiciona diversas disposiciones
del Código Fiscal de la Federación, a cargo del diputado
Jorge Arturo Argüelles Victorero, del Grupo Parlamentario
del PES

Jorge Arturo Argüelles Victorero, coordinador del Grupo
Parlamentario del Partido Encuentro Social en la Cámara
de Diputados, en nombre de integrantes de éste, correspon-
diente a la LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; y artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a la conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de decreto,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Como es bien sabido, los representantes populares que for-
mamos el Congreso de la Unión tenemos la importante en-
comienda social de crear leyes que regulen el comporta-
miento de la colectividad, a fin de poder alcanzar los fines
últimos del estado de derecho; de tal suerte que los están-
dares legales sirvan para normar, mediante las disposicio-
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nes jurídicas, instrumentos sine qua non para justificar el
actuar de las autoridades, quienes deben conocer, interpre-
tar y aplicar el marco normativo en las relaciones con los
particulares; relaciones que en el argot jurídico son conoci-
das como de “supra a subordinación”, y denominados por
la teoría jurídica como relaciones verticales.

Un ámbito en el cual se puede observar de manera muy cla-
ra y concreta esta relación de supra a subordinación, es el
derecho tributario o fiscal, relación en la cual el Estado
ejerce en toda su extensión el poder público, para hacerse
de los recursos económicos necesarios para solventar el
gasto público y, en sentido más amplio, para gobernar.
Dentro de esa relación, muchos de los gobernados utilizan
mecanismos o “tácticas” para cubrir los tributos que le im-
pone el Estado, muchas de ellas tipificadas como delitos,
que derivan en sanciones tanto administrativas como pena-
les. De esos delitos, uno con los que más nos encontramos
es la “defraudación fiscal”, por lo que, con la presente ini-
ciativa se pretende contribuir a inhibir esa conducta, sin
perjudicar a los contribuyentes en sus garantías, derechos y
obligaciones y sin caer en un excesivo sistema de represión
fiscal, por lo que la presente propuesta es acorde a la reali-
dad social, génesis de la necesidad de normar las conduc-
tas sociales apegadas al contexto histórico actual.

Defraudación fiscal en México

Tomando como base los estudios sobre defraudación fiscal
realizados por el Instituto Tecnológico y de Estudios Supe-
riores de Monterrey y la Universidad Autónoma Chapingo1 a
fin de conocer con mayor detalle los niveles de evasión en el
país y diseñar metodologías y estrategias para combatir los
esquemas de evasión, el Servicio de Administración Tributa-
ria (SAT) informó que de 2014 a la fecha fueron identificadas
8 mil 204 empresas que facturan operaciones simuladas y
que han generado 8 millones 827 mil 390 facturas falsas, por
un monto aproximado de 1.6 billones de pesos, lo cual supo-
ne una evasión fiscal de 354 mil 512 millones de pesos, que
representan 1.4 por ciento del producto interno bruto.2

Ante estos números, resulta interesante la perspectiva de la
administración tributaria, que pugna por mantener altos índi-
ces de recaudación,3 desde una base austera y mediante el
combate a la evasión que, como se expuso, genera daños en
el erario.

De tal suerte, es necesario recalcar que actualmente el sis-
tema tributario cuenta con las herramientas necesarias, idó-
neas y que afectan ya lo suficiente algunos derechos, ga-

rantías y obligaciones de los contribuyentes, que denotan
en el combate a las prácticas evasivas mediante la simula-
ción de operaciones que resultan inexistentes, y como re-
sultado de ello los contribuyentes buscan apartarse del
cumplimiento de las leyes fiscales.

Medida idónea

1. El 25 de junio de 2018 fue publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación el decreto por el que se reforma el
artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, para
quedar como sigue:

Artículo 69-B. Cuando la autoridad fiscal detecte que un
contribuyente ha estado emitiendo comprobantes sin
contar con los activos, personal, infraestructura o capa-
cidad material, directa o indirectamente, para prestar los
servicios o producir, comercializar o entregar los bienes
que amparan tales comprobantes, o bien, que dichos
contribuyentes se encuentren no localizados, se presu-
mirá la inexistencia de las operaciones amparadas en ta-
les comprobantes.

En este supuesto, procederá a notificar a los contribuyentes
que se encuentren en dicha situación a través de su buzón
tributario, de la página de Internet del Servicio de Admi-
nistración Tributaria, así como mediante publicación en el
Diario Oficial de la Federación, con el objeto de que aque-
llos contribuyentes puedan manifestar ante la autoridad fis-
cal lo que a su derecho convenga y aportar la documenta-
ción e información que consideren pertinentes para
desvirtuar los hechos que llevaron a la autoridad a notifi-
carlos. Para ello, los contribuyentes interesados contarán
con un plazo de quince días contados a partir de la última
de las notificaciones que se hayan efectuado.

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón tri-
butario, por única ocasión, una prórroga de cinco días al
plazo previsto en el párrafo anterior, para aportar la docu-
mentación e información respectiva, siempre y cuando la
solicitud de prórroga se efectúe dentro de dicho plazo. La
prórroga solicitada en estos términos se entenderá concedi-
da sin necesidad de que exista pronunciamiento por parte
de la autoridad y se comenzará a computar a partir del día
siguiente al del vencimiento del plazo previsto en el párra-
fo anterior.

Transcurrido el plazo para aportar la documentación e in-
formación y, en su caso, el de la prórroga, la autoridad, en
un plazo que no excederá de cincuenta días, valorará las



pruebas y defensas que se hayan hecho valer y notificará su
resolución a los contribuyentes respectivos a través del bu-
zón tributario. Dentro de los primeros veinte días de este
plazo, la autoridad podrá requerir documentación e infor-
mación adicional al contribuyente, misma que deberá pro-
porcionarse dentro del plazo de diez días posteriores al en
que surta efectos la notificación del requerimiento por bu-
zón tributario. En este caso, el referido plazo de cincuenta
días se suspenderá a partir de que surta efectos la notifica-
ción del requerimiento y se reanudará el día siguiente al en
que venza el referido plazo de diez días. Asimismo, se pu-
blicará un listado en el Diario Oficial de la Federación y en
la página de internet del Servicio de Administración Tribu-
taria, de los contribuyentes que no hayan desvirtuado los
hechos que se les imputan y, por tanto, se encuentran defi-
nitivamente en la situación a que se refiere el primer párra-
fo de este artículo. En ningún caso se publicará este listado
antes de los treinta días posteriores a la notificación de la
resolución.

Los efectos de la publicación de este listado serán conside-
rar, con efectos generales, que las operaciones contenidas
en los comprobantes fiscales expedidos por el contribu-
yente en cuestión no producen ni produjeron efecto fiscal
alguno.

La autoridad fiscal también publicará en el Diario Oficial
de la Federación y en la página de internet del Servicio de
Administración Tributaria, trimestralmente, un listado de
aquellos contribuyentes que logren desvirtuar los hechos
que se les imputan, así como de aquellos que obtuvieron
resolución o sentencia firmes que hayan dejado sin efectos
la resolución a que se refiere el cuarto párrafo de este ar-
tículo, derivado de los medios de defensa presentados por
el contribuyente.

Si la autoridad no notifica la resolución correspondiente,
dentro del plazo de cincuenta días, quedará sin efectos la
presunción respecto de los comprobantes fiscales observa-
dos, que dio origen al procedimiento.

Las personas físicas o morales que hayan dado cualquier
efecto fiscal a los comprobantes fiscales expedidos por un
contribuyente incluido en el listado a que se refiere el pá-
rrafo cuarto de este artículo, contarán con treinta días si-
guientes al de la citada publicación para acreditar ante la
propia autoridad, que efectivamente adquirieron los bienes
o recibieron los servicios que amparan los citados compro-
bantes fiscales, o bien procederán en el mismo plazo a co-
rregir su situación fiscal, mediante la declaración o decla-

raciones complementarias que correspondan, mismas que
deberán presentar en términos de este código.

En caso de que la autoridad fiscal, en uso de sus facultades
de comprobación, detecte que una persona física o moral
no acreditó la efectiva prestación del servicio o adquisición
de los bienes, o no corrigió su situación fiscal, en los tér-
minos que prevé el párrafo anterior, determinará el o los
créditos fiscales que correspondan. Asimismo, las opera-
ciones amparadas en los comprobantes fiscales antes seña-
lados se considerarán como actos o contratos simulados pa-
ra efecto de los delitos previstos en este Código.4

En esta reforma se consideraron diversas modificaciones al
procedimiento con el fin de desvirtuar la presunción de in-
existencia de operaciones cuando las autoridades fiscales
detecten que los contribuyentes han expedido comproban-
tes fiscales sin contar con los activos, personal, infraes-
tructura o capacidad material para poder prestar el o los
servicios o bien, producir, comercializar o entregar los bie-
nes que se encuentren amparados en los comprobantes 
correspondientes.

Desde esta perspectiva, se han encaminado diversos es-
fuerzos para contrarrestar a todos aquellos contribuyentes
que celebren actos inexistentes por el daño causado a la ha-
cienda en donde se otorgan los siguientes datos:

• En noviembre de 2017, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, a través del Servicio de Administración
Tributaria y la Unidad de Inteligencia Financiera, en co-
ordinación con la Procuraduría General de la República,
la Procuraduría Federal del Consumidor, el Instituto
Mexicano de la Propiedad Industrial y la Secretaría de
Economía, identificó a 5 mil 785 contribuyentes que
presuntamente celebraron operaciones inexistentes por
un monto de 1 millón 291 mil 528 pesos con un impac-
to recaudatorio de 8 mil 734 millones de pesos.5

• El 1 de agosto, el SAT informó que se incluyeron a la
lista pública de incumplidos a mil 962, de los que mil
300 corresponden a créditos firmes, 129 a créditos exi-
gibles, 362 a créditos cancelados, 90 a créditos condo-
nados, 4 a sentencia condenatoria y 77 a no localizados,
donde la condonación relacionada con la lista que hoy
se publica ascendió a 2 millones de pesos, y los créditos
cancelados a 978 millones.6

Por su parte, el SAT analiza el estado que guarda el artícu-
lo 69-B del CFF, donde señala:
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Tabla 1. Lista de contribuyentes 
del artículo 69-B del CFF7

Una de las prioridades a través de la creación de este ar-
tículo es la desmotivación de los contribuyentes para la uti-
lización de todos aquellos esquemas de evasión fiscal y
evitar la proliferación de estos actos hacia los contribuyen-
tes que no se encuentran en el supuesto del artículo en co-
mento, a través de un procedimiento sancionador de la uti-
lización de comprobantes apócrifos.

Las actividades legislativas deben analizar el fenómeno
que se suscita en la población bajo el prisma de los dere-
chos fundamentales, derechos humanos y garantías indivi-
duales que consagra la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, por lo cual se debe tener en cuenta que
el artículo 1o. de la Carta Magna establece el principio de
progresividad en las obligaciones del Estado de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos. So-
bre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
ha establecido en jurisprudencia lo siguiente:

[…] En sentido positivo, del principio de progresividad
derivan para el legislador (sea formal o material) la obli-
gación de ampliar el alcance y la tutela de los derechos
humanos; y para el aplicador, el deber de interpretar las
normas de manera que se amplíen, en lo posible jurídi-
camente, esos aspectos de los derechos. En sentido ne-
gativo, impone una prohibición de regresividad: el le-
gislador tiene prohibido, en principio, emitir actos
legislativos que limiten, restrinjan, eliminen o desco-
nozcan el alcance y la tutela que en determinado mo-
mento ya se reconocía a los derechos humanos, y el
aplicador tiene prohibido interpretar las normas sobre
derechos humanos de manera regresiva, esto es, atribu-

yéndoles un sentido que implique desconocer la exten-
sión de los derechos humanos y su nivel de tutela admi-
tido previamente.[…]8

De tal suerte, los legisladores nos encontramos obligados a
la aplicación de la progresividad en el diseño de propues-
tas que implican la modificación del marco jurídico, máxi-
me, si estas tendrán una afectación en cuanto a su aplica-
ción –autoaplicativa o heteroaplicativa–; es decir, las
propuestas de ley o reformas que se realicen deben coinci-
dir con lo existente en el derecho positivo, pues en el caso,
de que se positivice una figura jurídica que entra en con-
tradicción con una existente nos encontraríamos en una
aplicación regresiva. Ahora bien, no obstante que la aplica-
ción del control difuso de constitucionalidad pertenece a
los tribunales, eso no exime al ente legislativo para la apli-
cación del principio de progresividad cuando se trate de de-
rechos humanos, derechos fundamentales y garantías indi-
viduales en favor de los gobernados, en el diseño de
reformas legales.

En el México actual se suscita un fenómeno en el cual un
sector importante de la población ha utilizado esquemas de
evasión fiscal mediante figuras legales reconocidas por
nuestras leyes; sin embargo, no todos los integrantes de es-
te sector pueden ser tratados por igual, es decir, no se pue-
de realizar y aplicar una política criminal en su generali-
dad, pues si bien es cierto pudiesen existir contribuyentes
que utilicen esquemas para evadir el pago de impuestos, lo
cierto también es que existen contribuyentes cumplidos
que en lugar de incentivarlos se promueve la informalidad
ante una política que en lugar de dar seguridad infunde un
temor a los contribuyentes, así como a quienes pretendan
incursionar por primera vez.

En ese contexto, debemos tener en cuenta que la punibili-
dad puede derivar del dolo de uso de estrategias para la
evasión fiscal aplicadas en su generalidad y que pudiese ser
aplicada de forma injusta y arbitraria a un contribuyente
que por un error se ubica en ese supuesto generaría la des-
incentivación, de ese sector importante y que estos migren
a la informalidad, en consecuencia, se debe buscar una po-
lítica fiscal que tenga como consecuencia incentivar al con-
tribuyente al pago de sus impuestos y no así una política
que genere un temor.

No se debe perder de vista que el sector empresarial es un
activo importante para la economía mexicana y este tipo de
políticas criminales lo único que harán es que cuiden sus



intereses de una u otra manera, pudiendo acudir a la infor-
malidad, o realizar su cambio de residencia de su negocio
a otro país.

La evasión fiscal no debe tratarse como delincuencia
organizada o amenaza a la seguridad nacional.

Como legisladores, debemos tener en cuenta que las figu-
ras jurídicas que se pretendan implementar en conjunto en
una materia deben ser compatibles para poder generar una
armonía y no así una discordancia, en lo particular nos en-
contramos en la armonización de dos materias, penal y fis-
cal. Sin embargo, debemos tener en cuenta cual es la fina-
lidad de cada una de estas materias.

La finalidad, objetivo del ius puniendi según Von Liszt es
el “conjunto de normas jurídicas que regulan el ejercicio
del poder punitivo del Estado, asociando al delito como
presupuesto la pena como consecuencia jurídica,9 debemos
tener en cuenta que el derecho penal constituye el poder
punitivo del Estado, éste no debe ser totalitario, por lo que,
existen dos límites que lo regulan, a saber:10

1. El principio de intervención mínima]; y

2. El principio de intervención legalizada del poder pu-
nitivo del Estado.

Conforme a esos elementos, no es viable crear una inter-
vención legalizada en materia penal-fiscal que determine
que cualquier contribuyente que obtenga un registro ante el
RFC bien sea persona física o persona moral tenga el ca-
rácter de “delincuencia organizada” o bien “una amenaza
al estado” dándole el trato de enemigo, pues no debemos
perder de vista que en términos del artículo 31 fracción IV
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, es este sector importante, el que acude a realizar su
inscripción en el RFC, darles un trato como “delincuentes”,
tendría una consecuencia para la Secretaria de Hacienda y
Crédito Público (SHCP), pues sería como determinar que
la SHCP a través del SAT autoriza a este tipo de “delin-
cuentes” para realizar sus actividades.

No debemos pasar en alto que la delincuencia organizada
se constituye desde su inicio por su ilicitud, es decir son
personas que organizan grupos “bandas”, “carteles” cuyo
objetivo de su organización, tiene como único fin recibir un
beneficio económico por actividades ilícitas “venta de dro-
gas”, “venta de armas”, “trata de blancas” por tanto la fi-
nalidad del ilícito es abstracta o indeterminada, actos que

ponen en riesgo a la colectividad. Históricamente, los me-
xicanos hemos observado como este tipo de criminales han
realizado guerras entre ellos, por el control de esas activi-
dades, en donde han muerto personas inocentes, personas
que no tuvieron ninguna relación con estas actividades u
organizaciones.

Lo anterior ha sido analizado en la siguiente jurisprudencia:

Época: Novena.
Registro: 184667.
Instancia: Tribunales colegiados de circuito.
Tipo de Tesis: Jurisprudencia.
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gace-
ta.
Tomo XVII, marzo de 2003.
Materia: Penal.
Tesis: II.1o.P. J/7.
Página: 1485.

Delincuencia organizada. Configuración del delito
(legislación del estado de México).

El delito de delincuencia organizada (antes asociación
delictuosa) previsto por el artículo 178 del Código Pe-
nal del estado de México, tiene como elementos los si-
guientes: a) Que una persona tenga participación en una
agrupación o banda organizada; b) Que la finalidad de
ésta sea cometer delitos; y c) Que con lo anterior afecte
bienes jurídicos de las personas o de la colectividad; en
tal virtud, cuando no existe elemento probatorio alguno
que indique que la agrupación o banda estaba organiza-
da, es decir, que tuviera un carácter más o menos per-
manente, con un régimen establecido y el fin de ejecu-
tar diversos hechos delictuosos, por no advertirse la
repetida actuación de sus integrantes en la ejecución de
delitos indeterminados, es claro que no basta la partici-
pación conjunta de personas en la comisión de un deli-
to para estimar que se actualizaría el ilícito en comento,
toda vez que de ser así se confundiría el delito con la co-
autoría.

Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segun-
do Circuito.

Ahora bien, debemos tomar en cuenta que si grupos delic-
tivos han utilizado las figuras en materia fiscal, mercantil,
civil y laboral eso no es un motivo para dar un trato gene-
ral a los contribuyentes como “delincuentes” o como suje-
tos que atenten contra la “seguridad nacional”, lo que de-
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bemos hacer es centrarnos en el tipo de figuras utilizadas
por grupos delictivos, y determinar mediante medidas co-
rrectas la forma de poner un alto cuando “grupos delicti-
vos” utilizan figuras para poder introducir dinero al siste-
ma financiero.

Por otra parte, la materia fiscal, tiene por objetivo la recau-
dación bajo el principio de legalidad tributaria, así como
los principios establecidos por el artículo 31 fracción IV de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
no obstante, esta recaudación se realiza conforme al sub-
principio de autodeterminación de las contribuciones con-
sagrado en el artículo 6 del Código Fiscal de la Federación
(CFF), de donde se presume la buena fe de los contribu-
yentes para aplicarse, declarar y pagar las contribuciones
correspondientes.

Por lo anterior, las autoridades fiscales cuentan con facul-
tades amplias para verificar el cumplimiento de sus obliga-
ciones fiscales en términos del artículo 42 del CFF, de don-
de se podrá observar si el contribuyente omitió el pago de
contribuciones y en su caso la determinación de un crédito
fiscal, luego entones, si los contribuyentes, realizan el
cumplimiento de sus obligaciones formales y de fondo, con
todo ello, reciben visitas de auditores y atienden requeri-
mientos de autoridades no podemos señalarlos como “de-
lincuencia organizada” o como sujetos que atenten contra
la “seguridad nacional”.

Debemos ser concretos: si un contribuyente aumenta o
disminuye el pago de sus contribuciones ¿existe una
afectación a la colectividad?, ¿han muerto personas por
la omisión o por el aumento del pago de contribuciones
por parte de los contribuyentes?, ¿las personas que con-
forman la colectividad desaparecen por el aumento del
pago de impuestos o por la omisión del pago? La res-
puesta sería no, por tanto, no podemos darle un trato de
“delincuencia organizada” o como sujetos que atenten
contra la “seguridad nacional”.

Lo que sí se debe tener presente es que un sector de contri-
buyentes implementa o utiliza actos jurídicos simulados
para obtener beneficios por lo cual se considera viable el
aumento de las penas señaladas por el artículo 113 y 113-
Bis del CFF.

El artículo 69-B del referido código tributario ha sido una
buena herramienta para detectar a quienes realizan opera-
ciones inexistentes con la finalidad de obtener beneficios y
estas personas han sido las que no acuden a desvirtuar o

bien defenderse ante este acto en los órganos que imparten
justicia, por lo cual, se considera importante realizar modi-
ficaciones para que los supuestos “Edos” tengan los ele-
mentos necesarios para que se les garantice su derecho de
audiencia.

No obstante, se considera necesario que el citado numeral
69-B del CFF se modifique, para evitar la aplicación arbi-
traria por parte de la autoridad y dar la seguridad jurídica
al contribuyente de las consecuencias dentro de ese artícu-
lo, por lo cual, se considera necesario que para determinar
la presunción de operaciones inexistentes se cuente con un
plazo de 3 años en el cual se monitoree la actividad del
contribuyente, pues es, en este plazo donde es probable de-
terminar su actividad, pues en el plazo de un año o menos
es imposible determinar si es un supuesto contribuyente
que emite comprobantes falsos. Por ello se considera que
en el plazo de 3 años se podrá determinar si efectivamente
solo es un contribuyente que se dedica a la “emisión de
comprobantes amparando operaciones inexistentes” o bien
corresponde actividades normales.

Regular de forma específica que una vez que el contribu-
yente hubiese presentado las pruebas para desvirtuar la pre-
sunción de operaciones inexistentes o bien que el plazo pa-
ra aportar las pruebas por parte del contribuyente hubiese
fenecido, a partir de ese momento la autoridad contará con
un plazo de 50 días para valorar las pruebas aportadas y
emitir la resolución definitiva de operaciones inexistentes,
en el caso de que el contribuyente no hubiese aportado
pruebas, el plazo de 50 días empezará a contar cuando hu-
biese fenecido el derecho del contribuyente para aportar
pruebas obligándose la autoridad a emitir resolución dentro
de los 50 días a partir de esa última fecha, de no hacerlo
dentro de ese plazo se entenderá que ha precluido el dere-
cho de la autoridad para determinar la inexistencia de ope-
raciones quedando sin efectos todo lo actuado dentro del
procedimiento.

Con ello, el artículo 69-B del CFF al momento de su apli-
cación presenta una desigualdad en cuanto a las oportuni-
dades que tiene el Efos en comparación del Edos, por lo
cual se propone reformar el artículo citado, a efecto de dar
igualdad de oportunidades al Edos, como lo es plazo para
presentar pruebas, plazo para solicitar prórroga, plazo para
que la autoridad notifique la valoración y resolución de las
pruebas en el mismo sentido que un Efos, cuidando la equi-
dad e igualdad dentro de este procedimiento, señalando ca-
ducidades especificas a la autoridad fiscal al momento de
resolver y con lo cual de no cumplir dentro de estos plazos



se entenderá por precluido el derecho de la autoridad para
determinar la inexistencia de operaciones del Efos y la pre-
clusión del derecho para determinar las consecuencias al
Edos.

También se propone proteger la seguridad jurídica del
Edos, pues en caso de que el Edos no hubiese presentado
desvirtuación, no hubiese controvertido la resolución defi-
nitiva de presunción de operaciones inexistentes, la autori-
dad fiscal contará con un plazo de 12 meses una vez que
los plazos establecidos en los mecanismos en el propio ar-
ticulo hubiesen finalizado, para iniciar facultades de com-
probación y en el caso de que la autoridad fiscal no los ini-
ció dentro de ese plazo se entenderá por precluido el uso de
las facultades de comprobación solo para efectos del ar-
tículo 69-B del CFF.

Se propone a su vez reformar el artículo 113 Bis del CFF
para establecer una punibilidad más específica de acuerdo
con el monto de lo defraudado, a fin de que cumpla con los
requisitos del artículo 22 constitucional que señala que “to-
da pena deberá ser proporcional al delito que sancione y al
bien jurídico afectado”.

Para el PES, resulta fundamental combatir la corrupción,
por ello en el caso del artículo 113 Bis del CFF establece-
mos que cuando el delito sea cometido por un servidor pú-
blico en ejercicio de sus funciones, será destituido del em-
pleo e inhabilitado de diez a veinte años para desempeñar
cargo o comisión públicos, en adición a la agravante seña-
lada en el artículo 97 de este código.

Derivado de lo anterior, para mejor y pronta referencia se
muestra cuadro comparativo de las reformas respecto al
Código Fiscal de la Federación que se proponen:
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Por todo lo anterior se somete a consideración y, en su ca-
so, aprobación de esta soberanía la presente iniciativa con
proyecto de

Decreto

Único. Se reforman el artículo 69-B, párrafos primero y
séptimo a noveno, 108, párrafo séptimo, inciso g), y 113



Bis; y se adicionan un noveno, décimo y undécimo, y el
actual noveno se recorre en su orden, al artículo 69 Bis del
Código Fiscal de la Federación, para quedar como sigue:

Artículo 69-B. Cuando la autoridad fiscal detecte que un
contribuyente ha estado emitiendo comprobantes sin con-
tar con los activos, personal, infraestructura o capacidad
material, directa o indirectamente, para prestar los servi-
cios o producir, comercializar o entregar los bienes que
amparan tales comprobantes en un plazo de tres años, o
bien, que dichos contribuyentes se encuentren no localiza-
dos en un plazo de tres años, se presumirá la inexistencia
de las operaciones amparadas en tales comprobantes.

…

…

…

…

…

Si la autoridad no notifica la resolución correspondiente,
dentro del plazo de cincuenta días independientemente de
que, si el contribuyente hubiese hecho efectivo o no su
derecho para manifestar lo que a su derecho convenga
y aportar la documentación e información, quedará sin
efectos la presunción respecto de los comprobantes fiscales
observados, que dio origen al procedimiento.

La autoridad que emita la resolución mencionada en el
cuarto párrafo de este artículo, deberá notificar dentro
del plazo de 30 días a las personas físicas o morales que
hayan dado cualquier efecto fiscal a los comprobantes fis-
cales expedidos por un contribuyente incluido en el lista-
do a que se refiere el párrafo cuarto de este artículo, en la
que se podrán observar cuales fueron los motivos, obser-
vaciones, determinaciones y valoraciones realizadas por
la autoridad, con la finalidad de que la persona física o
moral que hubiese dado efectos fiscales a los comproban-
tes pueda aportar las pruebas y argumentos tendientes
acreditar que efectivamente adquirieron los bienes o reci-
bieron los servicios, si la autoridad no realiza la notifica-
ción en el pazo de 30 días siguientes al de la citada publi-
cación en términos del párrafo cuarto de este artículo
quedará sin efectos la presunción respecto de los compro-
bantes fiscales observados.

Los contribuyentes podrán solicitar a través del buzón
tributario, por única ocasión, una prórroga de quince
días al plazo previsto en el párrafo anterior, para apor-
tar la documentación e información respectiva, siempre
y cuando la solicitud de prórroga se efectúe dentro de
dicho plazo. La prórroga solicitada en estos términos se
entenderá concedida sin necesidad de que exista pro-
nunciamiento por parte de la autoridad y se comenzará
a computar a partir del día siguiente al del vencimiento
del plazo previsto en el párrafo anterior.

Transcurrido el plazo para aportar la documentación e
información y, en su caso, el de la prórroga, la autori-
dad, en un plazo que no excederá de treinta días, la au-
toridad valorará las pruebas y defensas que se hayan
hecho valer y notificará su resolución a los contribu-
yentes a través del buzón tributario. Si la autoridad no
notifica la resolución correspondiente dentro del plazo
de treinta días independientemente de que si el contri-
buyente hace efectivo su derecho o no establecido en los
párrafos octavo y noveno del presente, quedarán sin
efectos las consecuencias que de hecho y derecho que
hubiesen dado lugar los comprobantes fiscales observa-
dos, objeto del procedimiento previsto en este artículo.

En el supuesto de que la persona física o moral no hi-
cieran efectivo en su favor lo establecido por los párra-
fos octavo, noveno y décimo del presente artículo, po-
drán efectuar en el mismo plazo la corrección de su
situación fiscal, mediante la declaración o declaraciones
complementarias que correspondan, mismas que debe-
rán presentar en términos de este código.

En caso de que la autoridad fiscal, en uso de sus facultades
de comprobación, detecte que una persona física o moral
no acreditó la efectiva prestación del servicio o adquisición
de los bienes, o no corrigió su situación fiscal, en los tér-
minos que prevé el párrafo anterior, determinará el o los
créditos fiscales que correspondan. Asimismo, las opera-
ciones amparadas en los comprobantes fiscales antes seña-
lados se considerarán como actos o contratos simulados pa-
ra efecto de los delitos previstos en este código, para estos
efectos la autoridad contará con un plazo de 12 meses
una vez que los mecanismos establecidos en los párra-
fos octavo y noveno del presente artículo, hubiesen fi-
nalizado, si la autoridad no inicia el uso de sus faculta-
des de comprobación dentro de este plazo, se entenderá
precluido el uso de facultades de comprobación solo pa-
ra efectos de este artículo.
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Artículo 108. …

…

…

…

…

…

…

a) a f) …

g) Utilizar comprobantes fiscales que amparen ope-
raciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simula-
dos para acreditar o disminuir contribuciones.

h) …

…

…

…

Artículo 113 Bis. Al que por sí o por interpósita perso-
na, expida o enajene comprobantes fiscales que ampa-
ren operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos si-
mulados se le impondrán las siguientes penas:

I. Con prisión de hasta cinco años, cuando el monto
del daño causado no exceda de $10 600 000.00.

II. Con prisión de cinco años a seis años cuando el
monto del daño causado exceda de $10 600 000.00
pero no de $15 200 000.00.

III. Con prisión de seis años a ocho años cuando el
monto del daño causado fuere mayor de $15 200
000.00.

Será sancionado con tres meses a dos años de prisión, a
la persona que permita o publique a través de cualquier
medio, anuncios para la adquisición o enajenación de
comprobantes fiscales que amparen operaciones inexis-
tentes, falsas o actos jurídicos simulados.

Cuando el delito sea cometido por un servidor público
en ejercicio de sus funciones, será destituido del empleo
e inhabilitado de diez a veinte años para desempeñar
cargo o comisión públicos, en adición a la agravante se-
ñalada en el artículo 97 de este código.

El delito previsto en este artículo, así como los previstos
en el 109, fracción V de este código, exclusivamente cuan-
do sea calificado en términos del inciso III) del artículo
108 del mismo y, en el artículo 400 Bis del Código Penal
Federal, se podrán perseguir simultáneamente.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrara en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. Con la entrada en vigor del presente decreto que-
dan sin efectos todas las disposiciones contrarias a él.

Notas

1 Comunicado del Servicio de Administración Tributaria. Informa el

SAT los resultados de los estudios de evasión fiscal, 17 de abril de
2019. Disponible en

https://www.gob.mx/sat/prensa/informa-el-sat-los-resultados-de-
los-estudios-de-evasion-fiscal-021-2019?idiom=es

2 Comunicado del Servicio de Administración Tributaria. SAT comba-

te la evasión fiscal por operaciones simuladas, 25 de junio de 2019.
Disponible en 

https://www.gob.mx/sat/prensa/sat-combate-la-evasion-fiscal-por-
operaciones-simuladas_com035?idiom=es

3 Comunicado del Servicio de Administración Tributaria. Prioridad

del SAT, mantener alta la recaudación. 08 de marzo de 2019. Disponi-
ble en: 

https://www.gob.mx/sat/prensa/prioridad-del-sat-mantener-alta-la-
recaudacion-193749?idiom=es

4 Secretaría de Gobernación. Poder Ejecutivo, Diario Oficial de la Fe-
deración [en línea], tomo DCCLXXVII, Ciudad de México, México,
diciembre 25 de 2018. Consultado el 27 de agosto de 2019 y disponi-
ble en 



https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5528960&fe-
cha=25/06/2018

5 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Informe semanal del vo-
cero [en línea], SHCP, 2017. Consultado el 27 de agosto de 2019 y dis-
ponible en 

https://www.gob.mx/shcp/prensa/informe-semanal-del-vocero-
133957

6 Servicio de Administración Tributaria. Se agregan 1 962 contribu-

yentes a la lista de incumplidos [en línea], SAT, 2018. Consultado el
27 de agosto de 2019 y disponible en 

https://www.gob.mx/sat/prensa/com2018_044?idiom=es

7 Servicio de Administración Tributaria. Lista de contribuyentes (ar-
tículo 69-B del Código Fiscal de la Federación). Consultado el 27 de
agosto de 2019 y disponible en 

http://omawww.sat.gob.mx/cifras_sat/Paginas/datos/vinculo.html?
page=ListCompleta69B.html

8 Jurisprudencia 1ª/J.85/2017 (10ª). Primera Sala: Principio de pro-
gresividad de los derechos humanos. Su concepto y exigencias po-
sitivas y negativas. Semanario Judicial de la Federación, décima épo-
ca, octubre de 2017, tomo I, página 189. Registro 2015305.

9 Rodríguez Muñoz, José Arturo, Tratado de derecho penal, volumen 1.

10 González Quintanilla, José Arturo, Derecho penal mexicano, parte

general y parte especial.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Cámara de Diputados, a
18 de septiembre de 2019.— Diputado Jorge Arturo Argüelles Vic-
torero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.

ABROGA EL ESTATUTO DE LAS ISLAS MARÍAS

«Iniciativa que abroga el Estatuto de las Islas Marías, a
cargo de la diputada Martha Patricia Ramírez Lucero, del
Grupo Parlamentario de Morena

La suscrita, Martha Patricia Ramírez Lucero, diputada in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV
Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a consideración de es-
ta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se abroga el Estatuto de las Islas Marías, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las Islas Marías son un conjunto de islas localizadas en el
océano Pacífico a 112 kilómetros de las costas de Nayarit.
La mayor de las islas, María Madre de 145 mil 282 kiló-
metros cuadrados, alberga la Colonia Penal Federal Islas
Marías establecida el 12 de mayo de 1905 por decreto del
presidente Porfirio Díaz.

La cárcel de las Islas Marías fue, por más de un siglo, uno
de los lugares más temidos en el imaginario de los mexica-
nos al albergar a los peores criminales, posteriormente fue-
ron los presos no afines al gobierno o que habían luchado
en contra del estado.

Para el 30 de diciembre de 1939, y por decreto de Lázaro
Cárdenas, se autorizó que los prisioneros, llamados allí co-
lonos, pudieran convivir con sus familias y dio inicio la se-
lección de los reos que purgarían sentencia en el penal, im-
pidiendo el acceso a reos acusados por delitos sexuales y
psicópatas. En esta misma fecha, fue publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación, el Estatuto de las Islas Marí-
as, el cual las destinaba como Colonia Penal para que los
reos federales o del orden común cumplieran una pena de
prisión.

Para el 3 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación, el acuerdo 04/2011 del secretario de Se-
guridad Pública, por el que se incorporaban los Centros Fe-
derales de Readaptación Social que integran el Complejo
Penitenciario Islas Marías, específicamente el Centro Fe-
deral Femenil de Readaptación Social de Seguridad Míni-
ma “Zacatal”, Centro Federal Femenil de Readaptación
Social “Rehilete”, Centro Federal de Readaptación Social
de Mínima Seguridad “Aserradero” Centro Federal de Re-
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adaptación Social “Morelos”, Centro Federal de Readapta-
ción Social “Bugambilias” y Centro Federal de Readapta-
ción Social de Seguridad Máxima “Laguna del Toro”.

El 5 de octubre de 2016 se publicó en el Diario Oficial de
la Federación, el acuerdo mediante el cual se desincorporó
del Sistema Federal Penitenciario el Centro Federal Feme-
nil de Readaptación Social “Rehilete”, situado en el Com-
plejo Penitenciario Islas Marías.

Su población carcelaria se encontraba desde los 300 hasta
los 3 mil presos por diversos delitos y en el tiempo que
operó, entre 1905 y 2019, se estima que albergó unos 45
mil presos.

Además de albergar el Centro Penitenciario, las Islas Ma-
rías fueron declaradas como área natural protegida me-
diante la promulgación del decreto, el 27 de noviembre de
2000 y el 1 de agosto de 2003 en el Diario Oficial de la Fe-
deración, con el carácter de reserva de la biosfera. En 2010
fueron declaradas por la UNESCO como Reserva de la
biosfera1.

La historia de las Islas Marías como centro penitenciario
tuvo el inicio de su fin cuando el presidente Andrés Manuel
López Obrador anunció, en febrero de 2019, que esa pri-
sión federal dejaría de serlo para convertirse en centro de
cultura y las artes bajo el nombre de “Muros de Agua: Jo-
sé Revueltas”.

Cumpliendo con su palabra, el presidente López Obrador
publicó en el Diario Oficial de la Federación, el 8 de mar-
zo de 2019, el decreto por el que se desincorporan del Sis-
tema Federal Penitenciario los Centros Federales de Rea-
daptación Social ubicados en el Complejo Penitenciario
Islas Marías2.

Dentro de las consideraciones del decreto, destaca que, “de-
bido a la ubicación distante del Complejo Penitenciario Islas
Marías, aun y cuando cuenta con un régimen de interna-
miento de semi-libertad, no resulta del interés de las personas
privadas de su libertad ejecutar su pena en dicho sitio, lo cual
ha provocado que disminuya drásticamente la población in-
terna a 652 personas, cuando se cuenta con una capacidad
instalada para albergar a 5 mil 106 personas”.

También se señala que “resulta oneroso e inviable finan-
cieramente mantener un régimen de internamiento obsole-
to, cuyo costo diario promedio oscila en los 2 mil 885 pe-

sos, debido al alto costo de mantenimiento y al pago de ser-
vicios de personal que ahí labora”.

Por último, el decreto resalta que “derivado de que la ope-
ración del Complejo Penitenciario Islas Marías representa
mayores costos que beneficios obtenidos, que su lejanía no
contribuye a la reinserción social de las personas privadas
de su libertad y que se requiere contribuir a la preservación
y conservación de la reserva de la biosfera de las Islas Ma-
rías declarada como Área Natural Protegida”.

Dichas consideraciones son congruentes con el principio
de austeridad republicana que ha caracterizado a esta cuar-
ta transformación de México, impulsada desde la Presiden-
cia de la República.

De tal suerte, por el decreto antes mencionado, se desin-
corporan del Sistema Federal Penitenciario el Centro Fede-
ral Femenil de Readaptación Social de Seguridad Mínima
“Zacatal”, Centro Federal de Readaptación Social de Míni-
ma Seguridad “Aserradero”, Centro Federal de Readapta-
ción Social “Morelos”, Centro Federal de Readaptación
Social “Bugambilias” y Centro Federal de Readaptación
Social de Seguridad Máxima “Laguna del Toro”, situados
en el Complejo Penitenciario Islas Marías de los Estados
Unidos Mexicanos.

Además, se establece que el secretario de Seguridad y Pro-
tección Ciudadana, en coordinación con el Órgano Admi-
nistrativo Desconcentrado Prevención y Readaptación So-
cial, realizará las acciones tendientes al cierre de los
Centros Federales de Readaptación Social ubicados en el
Complejo Penitenciario Islas Marías señalados en el ar-
tículo anterior.

El decreto también contempla que las personas privadas de
su libertad internas en el Complejo Penitenciario Islas Ma-
rías serán trasladadas a otros Centros Federales de Readap-
tación Social que determine el Comisionado del Órgano
Administrativo Desconcentrado Prevención y Readapta-
ción Social, quien realizará las acciones y gestiones nece-
sarias para ello, respetando en todo momento sus derechos
humanos.

Por último se dispone que la Secretaría de Medio Ambien-
te y Recursos Naturales será la encargada de administrar,
desarrollar y preservar los ecosistemas y elementos de la
reserva de la biosfera Islas Marías, así como de vigilar que
las acciones que se realicen dentro de ésta para lograr el



cumplimiento del presente decreto, se ajusten a lo estable-
cido en el decreto por el que se declara área natural prote-
gida, con el carácter de reserva de la biosfera, el archipié-
lago conocido como Islas Marías, ubicado en el mar
territorial mexicano del océano Pacífico, con una superfi-
cie total de 641 mil 284-73-74.2 hectáreas, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 27 de noviembre de 2000
y el 1 de agosto de 2003 (segunda publicación), así como a
su respectivo Programa de Manejo.

Con la publicación del decreto, se abroga, tal como lo dis-
pone el artículo segundo transitorio, el “Acuerdo 04/2011
del Secretario de Seguridad Pública, por el que se incorpo-
ran los Centros Federales de Readaptación Social que inte-
gran el Complejo Penitenciario Islas Marías”, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 3 de junio de 2011, el
“Acuerdo mediante el cual se modifica el diverso 04/2011
del secretario de Seguridad Pública, por el que se incorpo-
ran los Centros Federales de Readaptación Social que inte-
gran el Complejo Penitenciario Islas Marías”, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 5 de octubre de 2016,
así como el “Acuerdo por el que se otorga la autorización
para el uso y aprovechamiento al Consejo de la Judicatura
Federal, de un terreno con una superficie de mil 800 metros
cuadrados, del archipiélago Islas Marías, ubicado en la Is-
la María Madre localizada a 112 kilómetros de la costa del
estado de Nayarit”, publicado en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 25 de enero de 2017.

Con la publicación y entrada en vigor del decreto por el
que se desincorporan del Sistema Federal Penitenciario los
Centros Federales de Readaptación Social ubicados en el
Complejo Penitenciario Islas Marías, los últimos 624 reos
salieron en un operativo que comenzó el 8 de marzo y que
duró un día y medio, dando paso una nueva época de las Is-
las Marías como unas islas para los niños y para los jóve-
nes, en donde puedan realizar actividades educativas, cul-
turales, deportivas y de acercamiento con la naturaleza.

Al cambiar la naturaleza de las Islas Marías, resulta obso-
leto el Estatuto de las Islas Marías, ya que estipula que el
archipiélago de las Islas Marías está destinado al estableci-
miento de un Complejo Penitenciario como parte del Siste-
ma Penitenciario Federal, tal como se establece en el ar-
tículo 1 de dicho Estatuto, y la forma en que funcionaría
este complejo carcelario.

Por lo expuesto, someto a consideración del honorable
Congreso de la Unión el siguiente proyecto de

Decreto que abroga el Estatuto de las Islas Marías

Único. Se abroga el Estatuto de las Islas Marías, publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 30 de diciembre de
1939.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Notas

1 https://es.wikipedia.org/wiki/Islas_Mar%C3%ADas

2 http://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5552278&fecha=
08/03/2019

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de septiembre de
2019.— Diputada Martha Patricia Ramírez Lucero (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES

«Iniciativa que reforma el artículo 167 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, a cargo de la diputada Ma-
riana Rodríguez Mier y Terán, del Grupo Parlamentario del
PRI

La que suscribe, Mariana Rodríguez Mier y Terán, dipu-
tada del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por
la que se reforman el tercer y cuarto párrafos del artículo
167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, al te-
nor de la siguiente
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Exposición de Motivos

El 18 de junio de 2008, se concretaron reformas a los artí-
culos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y
XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la
fracción XIII del apartado B del artículo 123, Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, de gran tras-
cendencia en materia de procuración y administración de
justicia, como parte de las reformas a los artículos 19, 20 y
21 se estableció un nuevo Sistema Penal Acusatorio y Oral,
que fortalece y garantiza la defensa y protección de los de-
rechos humanos, para dejar atrás el sistema inquisitivo.

La trascendencia de estas reformas estructurales implica-
ron que la vigencia plena de las mismas iniciara en junio de
2016, para efectuar una transición ordenada y responsable
que conllevó la actualización y capacitación de las autori-
dades encargadas de su aplicación, así como la adecuación
de las instalaciones, para orientar este importante proceso
se creó el Consejo de Coordinación para la Implementa-
ción del Sistema de Justicia Penal y su Secretaría Técnica
(Setec), mediante decreto del Poder Ejecutivo federal, pu-
blicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de octu-
bre de 2008.

La instrumentación de la nueva justicia penal representó
uno de los cambios más importantes en la materia encami-
nado a garantizar el acceso a una justicia igualitaria, im-
parcial, transparente, previsible, sustentada en el respeto y
protección de los derechos humanos, tanto de los imputa-
dos, como de las víctimas.

Al respecto, se tiene presente que el sistema inquisitivo había
sido sujeto a amplias críticas de organismos nacionales e in-
ternacionales, por no incorporar el principio de presunción de
inocencia y no contemplar los derechos de las víctimas.

Para delimitar la presente propuesta de reformas al artícu-
lo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, ca-
be recordar que uno de los objetivos de la reforma consti-
tucional publicada en junio de 2008 fue la regulación y
restricción de la prisión preventiva, para atender los están-
dares internacionales en la materia, que han sustentado su
ineficacia como una medida cautelar que fortalezca la re-
sinserción social de los infractores y contribuya al mejora-
miento de las condiciones de seguridad. De tal modo, la re-
forma al artículo 19 constitucional pretende cambiar esta
lamentable realidad. 

No obstante, por la condiciones de inseguridad que preva-
lecían en diversas entidades federativas en los años previos
a la reforma constitucional, se estableció de manera excep-
cional la prisión preventiva oficiosa para quienes cometie-
ran delitos de alto impacto y que afectaran bienes jurídicos
fundamentales, tales como delincuencia organizada, homi-
cidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con
medios violentos como armas y explosivos, así como deli-
tos graves que determine la ley contra la seguridad de la
nación, el libre desarrollo de la personalidad y de la salud.

Asimismo, en el artículo 150 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales se mantuvo la figura de la prisión pre-
ventiva justificada, tratándose de delitos graves, en los tér-
minos y condiciones siguientes:

Artículo 150. Supuesto de caso urgente

Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, ba-
jo su responsabilidad y fundando y expresando los datos
de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención
de una persona, siempre y cuando concurran los si-
guientes supuestos:

I. Existan datos que establezcan la existencia de un he-
cho señalado como delito grave y que exista la probabi-
lidad de que la persona lo cometió o participó en su co-
misión. Se califican como graves, para los efectos de la
detención por caso urgente, los delitos señalados como
de prisión preventiva oficiosa en este Código o en la le-
gislación aplicable así como aquellos cuyo término me-
dio aritmético sea mayor de cinco años de prisión;

II. Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sus-
traerse de la acción de la justicia, y

III. Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circuns-
tancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o que
de hacerlo, el imputado pueda evadirse.

Los delitos previstos en la fracción I de este artículo, se
considerarán graves, aun tratándose de tentativa punible.

Los oficiales de la Policía que ejecuten una orden de de-
tención por caso urgente, deberán hacer el registro de la de-
tención y presentar inmediatamente al imputado ante el
Ministerio Público que haya emitido dicha orden, quien
procurará que el imputado sea presentado sin demora ante
el juez de control.



El juez de control determinará la legalidad del mandato del
Ministerio Público y su cumplimiento al realizar el control
de la detención. La violación de esta disposición será san-
cionada conforme a las disposiciones aplicables y la perso-
na detenida será puesta en inmediata libertad.

Para los efectos de este artículo, el término medio aritmé-
tico es el cociente que se obtiene de sumar la pena de pri-
sión mínima y la máxima del delito consumado que se tra-
te y dividirlo entre dos.

Cabe recordar que en fecha 14 de julio de 2011, se reformó
nuevamente el segundo párrafo del citado artículo 19 cons-
titucional para incorporar el delito de trata de personas en
la relación de conductas que ameritan prisión preventiva
oficiosa. 

No obstante los avances en materia de seguridad y procu-
ración de justicia, diez años después de la publicación de la
reforma constitucional de 2008, durante el año de 2018 le-
gisladores de diversos grupos parlamentarios, retomando el
sentir de muchos ciudadanos, presentaron en el Senado de
la República siete iniciativas para ampliar la relación de
delitos que implicarán la imposición de la prisión preventi-
va oficiosa, actualizándose el análisis y discusión en esta
materia.

En seguimiento a lo anterior, en fecha 6 de diciembre de
2018, el Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dic-
tamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucio-
nales, y de Estudios Legislativos Segunda, que reforma
el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos en materia de prisión preventiva ofi-
ciosa, turnándolo a la Cámara de Diputados para sus
efectos constitucionales, como revisora.

La minuta aprobada contempló incorporar en la relación de
delitos que darán lugar a prisión preventiva oficiosa los re-
lativos a 1. Abuso o violencia sexual contra menores, 2. Fe-
minicidio, 3. Uso de programas sociales con fines electora-
les, 4. Corrupción, tratándose de los delitos de
enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de funciones, 5.
Robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalida-
des, 6. Delitos en materia de hidrocarburos, petrolíferos o
petroquímicos, 7. Delitos en materia de desaparición forza-
da de personas 8. Desaparición cometida por particulares,
y 9. Delitos en materia de armas de fuego y explosivos de
uso exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea.

La minuta correspondiente fue turnada en sesión de la Cá-
mara de Diputados de fecha 11 de diciembre de 2018, a la
Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. 

Al respecto, y para enriquecer el análisis y discusión de la
minuta, la Cámara de Diputados organizó diversas audien-
cias públicas en un ejercicio de parlamento abierto durante
el periodo comprendido del 6 al 8 de febrero de 2019, cu-
yos resultados están disponibles en el micrositio de la Cá-
mara de Diputados.1

El proceso legislativo iniciado en el Senado en 2018, con-
cluyó en la Cámara de Diputados en la sesión del martes 19
de febrero de 2019 con la aprobación de la minuta del Se-
nado, el decreto correspondiente se publicó en el Diario
Oficial de la Federación en fecha 12 de abril de 2019.

Con relación a los procesos legislativos descritos, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Con relación a la reforma constitucional de 12 de abril de
2019, resulta importante destacar los compromisos dis-
puestos en el segundo y cuarto transitorios, en el primer ca-
so, para realizar las adecuaciones necesarias en el artículo
167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, con
relación a las conductas delictivas incorporadas en el se-
gundo párrafo del citado artículo 19 constitucional.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2019 / Apéndice 57



En cuanto al artículo cuarto transitorio, dispone que la pri-
sión preventiva oficiosa, deberá evaluarse para determinar
la continuidad de su aplicación, a partir de los cinco años
cumplidos de la vigencia del decreto.

A partir del lapso señalado, conforme a los criterios del
Sistema Nacional de Seguridad Pública se deberá evaluar
la eficacia de esta medida cautelar y la eficiencia del siste-
ma penal acusatorio, mediante informes emitidos, por el
gobierno federal y los gobiernos de las entidades federati-
vas, tomando en cuenta a los poderes judiciales respecti-
vos, así como a las fiscalías o procuradurías correspon-
dientes, y organismos de protección de los derechos
humanos. 

En razón de lo anterior, el objetivo de la presente iniciati-
va consiste en avanzar en el cumplimiento del artículo se-
gundo transitorio y, con ello, armonizar el artículo 167 del
Código Nacional de Procedimientos Penales y brindar ma-
yor certeza jurídica, en los términos siguientes:

En el caso de la reforma al tercer párrafo del artículo 167
del Código Nacional de Procedimientos Penales, tiene por
objeto homologar la relación de delitos respecto de los cua-
les se ordenará la prisión preventiva oficiosa, dispuestos en
el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

En el caso de la reforma al cuarto párrafo del citado pre-
cepto, tiene por objeto disponer que la Ley Federal de Ar-
mas de Fuego y Explosivos, deberá contemplar los delitos
que en esta materia darán lugar a la prisión preventiva ofi-
ciosa. Es decir la materialización de las reformas al artícu-
lo 19 constitucional y 167 del código procesal citado. 

Asimismo, y en congruencia con el debido proceso se pre-
cisa la posibilidad jurídica para que el juez, a partir de un
análisis individualizado y con el apoyo de las instancias
competentes en materia de supervisión de medidas cautela-
res, pueda resolver sobre la procedencia o no de la prisión
preventiva oficiosa, toda vez que la privación de la liber-
tad, la afectación de un derecho humano fundamental, no
debe decretarse de manera automática por el tipo de delito
que dará lugar al inicio del proceso.

Esta medida es acorde con los derechos humanos univer-
salmente reconocidos, así como con el Sistema Penal
Acusatorio.
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Por otra parte, se contempla e impulsa la revisión de la ac-
tuación del Ministerio Público o del fiscal para, en su caso,
iniciar los procedimientos de responsabilidad que pudieran
resultar por las posibles omisiones o inconsistencias en las
actuaciones de estas autoridades.

En razón de lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados someto a consideración de esta soberanía la presente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman el tercero y cuarto pá-
rrafos del artículo 167 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales

Artículo Único. Se reforman el tercero y cuarto párrafos
del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos
penales para quedar como sigue:

Artículo 167. Causas de procedencia

...

...

El juez de Control en el ámbito de su competencia, orde-
nará la prisión preventiva oficiosamente en los casos de
abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia
organizada, homicidio doloso, feminicidio, violación, se-
cuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso
de programas sociales con fines electorales, corrupción
tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y
ejercicio abusivo de funciones, robo al transporte de
carga en cualquiera de sus modalidades, delitos en ma-
teria de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos,
delitos en materia de desaparición forzada de personas
y desaparición cometida por particulares, delitos come-
tidos con medios violentos como armas y explosivos, deli-
tos en materia de armas de fuego y explosivos de uso ex-
clusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así
como delitos graves que determine la ley contra la seguri-
dad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad y de
la salud.

Las leyes generales de salud, secuestro, trata de personas y
Ley Federal de Armas de Fuego y Explosivos establece-
rán los supuestos que ameriten prisión preventiva oficiosa.

...

...

I. a XI. ...

El juez no impondrá la prisión preventiva oficiosa y la
sustituirá por otra medida cautelar, únicamente cuando
lo solicite el Ministerio Público por no resultar propor-
cional para garantizar la comparecencia del imputado en
el proceso, el desarrollo de la investigación, la protec-
ción de la víctima y de los testigos o de la comunidad.
Dicha solicitud deberá contar con la autorización del ti-
tular de la Procuraduría o el funcionario que en él dele-
gue esa facultad.

El juez a partir de un análisis individualizado por ca-
da caso y con base en los elementos aportados por el
Ministerio Público o el fiscal, de manera fundada y
motivada, resolverá sobre la procedencia o no de la
medida cautelar de prisión preventiva oficiosa.

En su caso, con el apoyo de las instancias competen-
tes en materia de supervisión de medidas cautelares,
el juez podrá sustituir la medida cautelar de prisión
preventiva oficiosa. 

El juez y, en su caso, la instancia competente en mate-
ria de supervisión de medidas cautelares, hará del co-
nocimiento de las áreas competentes de la Procuradu-
ría o la Fiscalía, según corresponda, las probables
inconsistencias u omisiones del Ministerio Público o
del fiscal identificadas en sus actuaciones para, en su
caso, iniciar las investigaciones e instruir los procedi-
mientos de responsabilidad correspondientes.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración. Las procuradurías, fiscalías e instituciones policia-
les y periciales tomarán las medidas necesarias e
implementarán los protocolos para que las investigaciones
correspondientes contengan los elementos necesarios para
sustentar la vinculación a proceso y la medida cautelar de
que se trate. 

Segundo. Los titulares de los Poderes Ejecutivos y los
Congresos locales de las entidades federativas y de la Ciu-
dad de México, en el ámbito de sus atribuciones y territo-
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rio, dispondrán lo necesario para que las Unidades de Su-
pervisión de Medidas Cautelares y Suspensión Condicio-
nal del Proceso, cumplan eficientemente con sus funciones
y provean de información y elementos a las partes que in-
tervienen en los procedimientos penales. 

Tercero. Derivado de la entrada en vigor del presente de-
creto, los Jueces de Control iniciaran de oficio la revisión
de los expedientes de las personas que estén enfrentando su
proceso en prisión preventiva, dando vista al Ministerio
Público o fiscal. 

Las personas que se encuentren enfrentando su proceso en
prisión preventiva, tendrán derecho a solicitar la revisión
de sus expedientes ante la autoridad jurisdiccional. 

Nota

1 http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Audiencias-Pri-
sion-Preventiva-Oficiosa 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Mariana Rodríguez Mier y Terán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Justicia, para dictamen.

LEY FEDERAL DEL DERECHO DE AUTOR

«Iniciativa que reforma los artículos 159 y 160 de la Ley
Federal del Derecho de Autor, suscrita por los diputados
Luis Eleusis Leónidas Córdova Morán, Brasil Alberto
Acosta Peña y Lenin Nelson Campos Córdova, del Grupo
Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados Luis Eleusis Leónidas Cór-
dova Morán; Brasil Alberto Acosta Peña y Lenin Nelson
Campos Córdova, integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional de la LXIV Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en
lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 55, fracción II, 56, 62 y demás relativos del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos y 6, fracción I, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman los artículos 159 y 160 de la
Ley Federal del Derecho de Autor, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como propósito proteger el pa-
trimonio cultural de las comunidades indígenas para evitar
posibles plagios por parte de particulares nacionales o ex-
tranjeros, así como hacer visible toda creación, obra o ex-
presión tangible o intangible propia de nuestros pueblos,
etnias y comunidades indígenas, por lo que, se presenta una
reforma a la Ley Federal del Derecho de Autor.

Tal como lo dice el artículo 2º de nuestra Constitución, la
Nación mexicana tiene una composición pluricultural que
se encuentra sustentada originalmente en sus pueblos indí-
genas,1 por lo que estos forman una parte fundamental de
nuestra historia e identidad nacional.

El patrimonio histórico es el conjunto de bienes de una na-
ción acumulado a lo largo de los años que, por su significado
arqueológico y artístico es necesario proteger. En una expre-
sión amplia, se encuentran las costumbres, las artesanías, la
gastronomía y en general, las tradiciones del pueblo.

La UNESCO ha manifestado que, el patrimonio cultural
inmaterial debe entenderse como todo aquel patrimonio
que debe salvaguardarse y consiste en el reconocimiento
de los usos, representaciones, expresiones, conocimien-
tos y técnicas transmitidos de generación en generación
y que infunden a las comunidades y a los grupos un sen-
timiento de identidad y continuidad, contribuyendo así a
promover el respeto a la diversidad cultural y la creativi-
dad humana.

Este proyecto deriva especialmente de lo que ha ocurrido
con el arte textil mexicano, el cual posee siglos de historia
y creatividad a lo largo del país. Gracias a ello, y a una am-
plia diversidad de tradiciones, costumbres, mestizajes y
cosmogonías, México es reconocido como uno de los prin-
cipales países con una hermosa producción artística en el
mundo textil. 

Recientemente hemos conocido el plagio de bordados arte-
sanales de la comunidad de Tenango de Doria y por parte
de firmas extranjeras como Carolina Herrera y Louis Vuit-
ton; la Secretaria de Cultura del Gobierno de México Ale-
jandra Frausto envió recientemente a Vuitton una carta di-
ciendo que se había enterado ‘con sorpresa’ que una silla
de la colección Dolls by Raw Edges reproduce elementos
que se identifican como bordados artesanales de la comu-
nidad de Tenango de Doria. “Nos sentimos obligados a
consultarles, de manera respetuosa, si para la elaboración
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de la silla buscaron y, en su caso, contaron con la colabo-
ración de la comunidad y la de sus artesanos”.

Uno de los modelos cuestionados es un vestido blanco largo
con vistosos bordados de animales y flores y Frausto señala
en esa carta que “ese bordado proviene de la comunidad de
Tenango de Doria (Hidalgo); en estos bordados se encuentra
la historia misma de la comunidad y cada elemento tiene un
significado personal, familiar y comunitario”.

La nueva colección crucero 2020 de Carolina Herrera ins-
pirada en “un amanecer en Tulum, la luz de Lima, un pa-
seo por la ciudad de México (...) o los colores de Cartage-
na” ha generado molestias en el Gobierno de México, que
acusa a su diseñador, Wes Gordon, de apropiación cultural.

La Secretaria de Cultura Alejandra Frausto Guerrero, soli-
citó en una carta dirigida a Carolina Herrera y al director
creativo de la firma, Wes Gordon, “una explicación por el
uso de diseños y bordados de pueblos originarios”.

Un tercer caso, en el que Wes Gordon ha diseñado algunos
vestidos con el típico sarape de Saltillo (Coahuila) que los
indígenas utilizan para confeccionar prendas de abrigo co-
mo ponchos, jorongos, gabanes o mantas.

Frausto reivindica “los derechos culturales de los pueblos
indígenas” al tiempo que solicita que “expliquen con qué
fundamentos decidieron hacer uso de elementos culturales
cuyo origen está plenamente documentado”.

También en el año 2015, hubo una controversia en redes
sociales por el supuesto plagio del diseño del huipil de la
comunidad mixe de Santa María Tlahuitoltepec, Oaxaca,
por parte de la diseñadora francesa Isabel Marant. Asimis-
mo, diversos medios de comunicación informaron el caso,
manifestando que la diseñadora Isabel Marant utilizó algu-
nos de los diseños de la comunidad oaxaqueña mixe para
su colección primavera-verano 2015. También se comentó
que la diseñadora había patentado el diseño y pretendía que
la comunidad mixe pagara regalías. 

Ante dichas acusaciones, la diseñadora francesa negó tener o
buscar la patente del bordado de las blusas de la comunidad
mixe de Tlahuitoltepec, así como el haber solicitado a las au-
toridades francesas pedir a las autoridades de Santa María
Tlahuitoltepec, Oaxaca, que los habitantes del municipio de-
jaran de vender los diseños de la comunidad indígena e in-
cluso pretendiera cobrar regalías. Además, reconoció que sus
diseños están inspirados en la comunidad mixe.

El arte textil de México alcanzó un alto desarrollo desde
mucho tiempo antes de la conquista española, desde en-
tonces se ha caracterizado por contar con técnicas com-
plicadas y bellos y estilizados decorativos. Lamentable-
mente, mucho de este arte textil poco a poco fue
sustituido por telas y decoraciones de tipo europeo, con
la llegada de los españoles.

Actualmente todavía existen comunidades indígenas que
conservan de generación en generación, la elaboración y
uso de sus trajes, los cuales dentro del propio país han sido
poco conocidos y apreciados por su calidad artística.

Aunque lo anterior quedó en una simple confusión, la rea-
lidad es, que no es el primer caso que surge a nivel inter-
nacional, en cuanto a la comercialización de productos tex-
tiles inspirados en diseños elaborados por comunidades
indígenas mexicanas, a las cuales no se les da el más míni-
mo crédito y mucho menos una retribución económica, por
ello se vuelve fundamental y prioritario legislar en materia
de derecho de autor, pese a que la Declaración de las Na-
ciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas,
aprobada el 13 de septiembre de 2007, establece en el Ar-
tículo 31 la protección de los derechos de propiedad inte-
lectual de los pueblos indígenas, que a la letra dice:

“Artículo 31

1. Los pueblos indígenas tienen derecho a mantener,
controlar, proteger y desarrollar su patrimonio cultural,
sus conocimientos tradicionales, sus expresiones cultu-
rales tradicionales y las manifestaciones de sus ciencias,
tecnologías y culturas, comprendidos los recursos hu-
manos y genéticos, las semillas, las medicinas, el cono-
cimiento de las propiedades de la fauna y la flora, las
tradiciones orales, las literaturas, los diseños, los depor-
tes y juegos tradicionales, y las artes visuales e interpre-
tativas. También tienen derecho a mantener, controlar,
proteger y desarrollar su propiedad intelectual de dicho
patrimonio cultural, sus conocimientos tradicionales y
sus expresiones culturales tradicionales. 

2. Conjuntamente con los pueblos indígenas, los Esta-
dos adoptarán medidas eficaces para reconocer y prote-
ger el ejercicio de estos derechos”.

En México la Ley Federal del Derecho de Autor protege el
ejercicio de los derechos establecidos en el numeral 1 del
artículo 31 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre
los derechos de los pueblos indígenas, el Título VII de la
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Ley Federal del Derecho de Autor en su Capítulo III De las
Culturas Populares, “protege las obras literarias, artísticas,
de arte popular o artesanal, así como todas las manifesta-
ciones primigenias en sus propias lenguas, y los usos, cos-
tumbres y tradiciones de la composición pluricultural que
conforman al Estado Mexicano, que no cuenten con autor
identificable”. Sin embargo, el capítulo no contempla un
procedimiento mediante el cual, aquellas personas físicas o
morales den crédito a las comunidades indígenas, cuando
éstas hagan uso de sus diseños.

En este contexto, la reciente Ley2 del Instituto Nacional de
los Pueblos Indígenas resulta idónea para hacer efectivo el
reconocimiento de las culturas indígenas y afro mexicanas
en sus diversas expresiones culturales o artísticas con fines
de lucro o no, nacionales o internacionales, ya que está fa-
cultado para implementar políticas públicas relacionadas
con los pueblos y comunidades indígenas. 

Este instituto es la autoridad para proponer, promover e im-
plementar las medidas que se requieran para garantizar el
cumplimiento de los derechos de los pueblos indígenas y
afro-mexicano. Así mismo para realizar acciones para el
diseño e implementación de políticas, planes, programas y
proyectos relacionados con los pueblos antes citados. 

Lo anterior está previsto en las fracciones V y VI del ar-
tículo 4 de la citada norma, de tal forma que, será la vía
idónea mediante la cual una representación, publicación,
comunicación o utilización en cualquier forma, de una obra
literaria, artística, de arte popular, textil o artesanal mexi-
cana, sujeta a la protección de la Ley Federal de los Dere-
chos de autor, en cuya utilización se pretenda un fin de lu-
cro, deberá contar con un dictamen emitido por el Instituto
Nacional de los Pueblos Indígenas, tal como se muestra a
continuación para una mayor ilustración.

Ley Federal del Derecho de Autor

Capítulo III
De las Culturas Populares

Por lo anteriormente expuesto, me permito someter a la
consideración de la Honorable Asamblea, el siguiente pro-
yecto de
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Decreto por el que se reforman los artículos 159 y 160
de la Ley Federal del Derecho de Autor

Artículo Único. Se reforman los artículos 159 y 160 de la
Ley Federal del Derecho de Autor, para quedar como sigue:

Artículo 159. Bastará con dar aviso simple por escrito o
digital al Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas para
el usufructo libre de las obras literarias, artísticas, de arte
popular o artesanal en cualquiera de las expresiones posi-
bles tangibles o intangibles protegidas por el presente capí-
tulo, siempre y cuando no contravenga las disposiciones
del mismo y su uso no sea con fines lucrativos.

Artículo 160. Para toda fijación, representación, publica-
ción, comunicación o utilización en cualquier forma, de
obras literarias, artísticas, textiles, de arte popular o artesa-
nal en cualquiera de las expresiones posibles tangibles o in-
tangibles; protegidas conforme al presente capítulo y cuyo
uso sea con fines lucrativos, deberá solicitarse a través
del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas el dicta-
men de autorización, ya sea positivo o negativo, del pue-
blo, comunidad o etnia para su utilización.

El sentido positivo o negativo del dictamen de autoriza-
ción deberá estar fundado y motivado y en todos los ca-
sos deberá mandatar al solicitante incluir al menos: 

I. Una leyenda que exprese se trata de una obra de
inspiración mexicana y podrá especificarse la comu-
nidad, etnia o pueblo originario.

II. Una leyenda que señale el porcentaje de la com-
pra que será destinado para la comunidad, etnia o
pueblo originario, en reconocimiento y aliento a su
cultura.

III. El folio o número de autorización expedido por
el Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.

Segundo. El Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas
contará con 90 días naturales a partir de la publicación del
presente decreto para elaborar y publicar las normas regla-
mentarias que permitan dar cabal cumplimiento a lo dis-

puesto en los artículos 159 y 160 de la Ley Federal del De-
recho de Autor, las cuales habrán de ser previamente con-
sultadas con el Consejo Nacional de Pueblos Indígenas.

Tercero. El Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas
contará con 90 días naturales a partir de la publicación del
presente decreto para que en colaboración con las depen-
dencias correspondientes emita los lineamientos y caracte-
rísticas que deberán contener las etiquetas con las referen-
cias señaladas en las fracciones I, II y III del artículo 160
de la Ley Federal del Derecho de Autor.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_270818.pdf

2 Publicada en el D.O.F. el 01/12/2018. Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LINPI_041218.pdf

http://whc.unesco.org/en/about/

http://dle.rae.es/?id=SBOxisN

https://www.mexicodesconocido.com.mx/el-patrimonio-cultural-
de-mexico.html

http://www.unesco.org/new/es/mexico/work-areas/culture/intangi-
ble-heritage/

http://www.cdi.gob.mx/index.php?option=com_content&view=ar-
ticle&id=696&Itemid=63

https://www.ciudadania-express.com/2019/

http://www.un.org/esa/socdev/unpfii/documents/DRIPS_es.pdf

https://www.open.edu/openlearn/history-the-arts/history/herita-
ge/what-heritage/content-section-2.1

https://www.milenio.com/estilo/disenadora-plagio-diseno-mixe-re-
gistro-nombre

https://www.yucatan.com.mx/mexico/secretaria-de-cultura-acusa-
de-plagio-a-louis-vuitton-por-diseno-de-una-silla

https://masdemx.com/2016/07/arte-textil-y-bordados-indigenas-
de-mexico-una-guia-para-distinguir-los-distintos-tipos/

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2019 / Apéndice 63



Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, 
sede de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
el 24 de septiembre de 2019.— Diputados: Luis Eleusis Leónidas
Córdova Morán, Brasil Alberto Acosta Peña, Lenin Nelson Campos
Córdova (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Cultura y Cinematografía,
para dictamen y a la Comisión de Pueblos Indígenas,
para opinión.

EXPIDE LA LEY DE AMNISTÍA CONTRA LA
CRIMINALIZACIÓN DE LOS DERECHOS 

REPRODUCTIVOS DE LAS MUJERES

«Iniciativa que expide la Ley de Amnistía contra la Crimi-
nalización de los Derechos Reproductivos de las Mujeres,
a cargo de la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala,
del Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, Silvia Lorena Villavicencio Ayala, dipu-
tada federal de la LXIV Legislatura del Congreso de la
Unión e integrante del Grupo Parlamentario de Morena,
con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6, nu-
meral 1, fracción I, y 77, numeral 1, del Reglamento de la
Cámara de Diputados, someto a consideración del honora-
ble Congreso de la Unión, iniciativa con proyecto de de-
creto que expide la Ley de Amnistía contra la Criminaliza-
ción de los Derechos Reproductivos de las Mujeres, en
base la siguiente:

Exposición de Motivos

I) Definición de Amnistía 

El diccionario Jurídico Mexicano, del Instituto de Investiga-
ciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de
México, define la Amnistía1 como “Acto del poder legislati-
vo que ordena el olvido oficial de una o varias categorías de
delitos, aboliendo bien los procesos comenzados o que han
de comenzarse, bien las condenas pronunciadas.”

La amnistía corresponde en términos amplios a una de las
formas de extinción de la responsabilidad penal.

Las causales de extinción de la responsabilidad penal no
hacen más que evitar el castigo de un individuo que fue

responsable penalmente, operando con posterioridad a la
comisión del delito, a diferencia de las eximentes que ha-
cen que la responsabilidad penal no llegue a generarse.2

Desde la perspectiva del derecho penal internacional las
formas más relevantes de terminación de la responsabili-
dad penal son la amnistía, el indulto y la prescripción.

En el derecho internacional no existe una definición jurídi-
ca de amnistía, pero puede ser entendida como un acto le-
gislativo, ejecutivo o constitucional oficial por el cual la
investigación o el procesamiento penales de una persona,
un grupo o clase de personas y/o ciertos delitos son antici-
pada o retroactivamente bloqueados, y cualquier eventual
sanción anulada. En dichos casos, la amnistía puede dete-
ner juicios inminentes o en curso, anular condenas ya dic-
tadas y/o levantar sentencias ya impuestas. La amnistía
también puede adoptar la forma de un tratado o de un
acuerdo político.3

Si bien tanto amnistía, indulto y prescripción corresponden
a causales de extinción de la responsabilidad penal su na-
turaleza es diferente, en cuanto responden a motivaciones
o causas distintas. Mientras que las dos primeras corres-
ponden a causales de la extinción de la responsabilidad pe-
nal fundadas en “el perdón”, y materializadas en este caso
en una renuncia de la pretensión punitiva por parte del Es-
tado, la prescripción obedece a la necesidad de consolidar
las situaciones jurídicas habiendo transcurrido cierto perí-
odo de tiempo. 

En el derecho positivo mexicano las causales que extin-
guen la responsabilidad penal, se encuentran consagradas
en el Título Quinto del Código Penal Federal, referido a las
“Causas de Extinción de la Acción Penal”, y que 
comprende:

1) La muerte del imputado o sentenciado, artículo 91; 

2) Amnistía, artículo 92; 

3) Perdón del ofendido o legitimado para otorgarlo, ar-
tículo 93; 

4) El reconocimiento de inocencia e indulto, artículos
94 al 98; 

5) Rehabilitación, artículo 99; prescripción, de los artí-
culos 100 al 115; 
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6) Cumplimiento de la pena o medida de seguridad, ar-
tículo 116; 

7) Supresión del tipo penal, artículo 117; 

8) Existencia de una sentencia anterior dictada en pro-
ceso seguido por los mismos hechos, artículo 118; y, 

9) Extinción de las medidas de tratamiento de inimputa-
bles, artículo 118-Bis. 

Ahora bien, el artículo 73 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos le otorga facultades explicitas
al Congreso de la Unión para expedir leyes de amnistía y
establece:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

I a XX…

XXI. Para conceder amnistías por delitos cuyo conoci-
miento pertenezca a los tribunales de la Federación. 

…”

Para el caso concreto de la presente iniciativa, la amnistía,
es un procedimiento jurídico que atraviesa por el poder le-
gislativo, en el cual se delimitan los sujetos a favor de quie-
nes se emite, en contra de quienes se haya ejercitado o pu-
diere ejercitarse acción penal ante los tribunales del orden
federal por uno o varios delitos.

II) Leyes de amnistía en la historia de México

La amnistía, como instrumento jurídico, ha sido amplia-
mente utilizada a lo largo de la historia de México, y entre
las principales podemos mencionar, al menos, las 
siguientes:

1) El 13 de octubre de 1870, siendo presidente Benito Pa-
blo Juárez García, se promulgo una Ley de Amnistía4 a fa-
vor de los conservadores presos, quienes habían conspira-
do a favor de Maximiliano de Habsburgo, y que a la letra
reza:

“1870 Ley de Amnistía. México, octubre 13 de 1870.

El ciudadano presidente de la república se ha servido diri-
girme el decreto que sigue:

El ciudadano Benito Juárez, presidente constitucional
de los Estados Unidos Mexicanos, a todos sus habitan-
tes, sabed:

Que el Congreso de la Unión ha decretado lo siguiente:

Artículo 1o.. Se concede amnistía a todos los individuos
que, hasta el 19 del mes de septiembre próximo pasado,
hayan sido culpables de infidencia a la patria, de sedi-
ción, conspiración y demás delitos del orden público,
así como a los militares que hasta la misma fecha hayan
cometido el de deserción.

Artículo 2o. No están comprendidos en la presente 
amnistía.

I. Los regentes y lugartenientes del llamado imperio.

II. Los generales que mandando en jefe divisiones o
cuerpo de ejército se hayan pasado al invasor.

Artículo 3o. Todas las personas comprendidas en las dos
fracciones anteriores, cuya suerte” hubiere sido definida
por el Ejecutivo de la Unión, gozarán en toda su pleni-
tud de la presente amnistía.

Artículo 4o. Se autoriza al Ejecutivo para que la haga
extensiva a los individuos exceptuados en el artículo
2o., cuando a juicio del mismo Ejecutivo no se compro-
meta la paz pública.

Artículo 5o. Todas las personas amnistiadas, sea cual
fuere la pena a que se hallen sujetas actualmente, serán
puestas desde luego en libertad; y se sobreseerá en todas
las informaciones o procesos que se instruyan por los
delitos referidos.

Artículo 6o. La presente amnistía deja a salvo los dere-
chos de tercero y los de la nación por los caudales to-
mados de los fondos públicos.

Artículo 7o. Los amnistiados, aunque vuelven al pleno go-
ce de sus derechos civiles y políticos, no los tienen a la de-
volución de empleos, cargos, grados, condecoraciones,
sueldos, pensiones y montepíos; ni para el pago de crédito
contra el erario y demás gracias y emolumentos de que es-
tén privados actualmente con arreglo a las leyes.

Artículo 8o. Se remiten todas las penas pecuniarias im-
puestas, y que no se hayan hecho efectivas. Los bienes
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embargados o confiscados, se devolverán inmediata-
mente a los interesados en el estado que se hallen, siem-
pre que no estén enajenados.

Artículo 9o. El Ejecutivo, al reglamentar esta ley, señala-
rá el plazo de un mes contado desde la promulgación en ca-
da cabecera de distrito, para la presentación de los amnis-
tiados que se encuentren con las armas en la mano.

Artículo 10. Los individuos que, por falta de presenta-
ción en el tiempo fijado por el Ejecutivo conforme al ar-
tículo anterior, quedaren excluidos de la presente gracia;
así como aquellos a quienes no comprende la amnistía,
serán juzgados con arreglo a leyes vigentes y por los
jueces competentes; y en ningún caso conforme a las le-
yes de 25 de enero de 1862, 29 de enero y 16 de agosto
de 1863, y 12 de agosto de 1867, que se declaran defi-
nitivamente derogadas.

Artículo 11. Los individuos comprendidos en las excep-
ciones del artículo 2o. no podrán ser condenados a
muerte por los delitos cometidos hasta la fecha de la pu-
blicación de esta ley; y a aquellos a quienes debiera im-
ponerse esa pena conforme al artículo 23 de la Consti-
tución, se les conmutará en la mayor extraordinaria.

Salón de sesiones del Congreso de la Unión. México, octu-
bre 13 de 1870.”

2) El 27 de julio de 1872,5 el presidente Sebastián Lerdo de
Tejada, tras la inesperada muerte del presidente Benito Juá-
rez, extendió la Ley de Amnistía de éste y en su manifies-
to, entre otros puntos, expreso:

“Animado de este espíritu, he creído que debía expedir
hoy un decreto de amnistía por los delitos políticos co-
metidos hasta aquí, sin excepción de persona alguna.
Reprimido ya el principal esfuerzo de los sublevados,
puede concederse la amnistía sin temor del menosprecio
de las leyes, y sin mengua de la autoridad. La amnistía
corresponde al anhelo general por la pacificación del
país, y a una opinión profundamente arraigada en cuan-
tos contemplan los espantosos desastres de la anarquía y
las dolorosas ruinas de la guerra civil. Al abrirse ahora
un periodo electoral, la amnistía es el único medio de
que no haya quienes queden excluidos de dar sus votos,
ni que nadie privado de los sufragios que puedan emi-
tirse a su favor. He pensado que no podía hacer mejor
uso de las facultades concedidas al ejecutivo, y que si
por desgracia, algunos todavía quisieran afligir a su pa-

tria con las plagas de la guerra, e impusieran así la necesi-
dad de nueva energía para someterlos, la opinión pública
reconocerá que el ejecutivo ha tenido una sincera voluntad
de no omitir nada para alcanzar el bien supremo de la paz,
y dar toda amplitud a la libertad electoral.”

3) El 5 de febrero de 1937,6 el presidente Lázaro Cárdenas
del Río promulgó una Ley de Amnistía “concedida a mili-
tares que hubieran cometido el delito de rebelión y a civi-
les responsables de delitos de rebelión, sedición, asonada o
motín de la competencia de los tribunales federales”.

Diez mil personas fueron beneficiarias de esta amnistía con
el fin de garantizar la estabilidad social.

4) El 31 de diciembre de 1940, el presidente Manuel Ávila
Camacho, promulgo Ley de Amnistía, dirigida a los parti-
cipantes en el levantamiento de Juan Andreu Almazán,
quien había competido en las elecciones presidenciales de
ese año y había reclamado fraude electoral. La menciona-
da ley, en su parte fundamental señalaba: 

“Artículo 1. Se concede amnistía a los civiles que, con
anterioridad a la vigencia de esta Ley, sean responsables
de los delitos de rebelión, sedición, asonada o motín, cu-
yo conocimiento competa a los tribunales federales,
cualquiera que fuere la participación que haya tomado
en dichos delitos, atentos a los términos del artículo 13
del Código Penal para el distrito y Territorios Federales.

Artículo 2. Se concede amnistía a los militares que, con
anterioridad a la vigencia de esta ley, sean penalmente
responsables como autores, cómplices o encubridores,
de los delitos de rebelión o sedición.

…

Artículo 7. La amnistía que concede esta Ley extingue
la acción penal y las sanciones impuestas, excepción he-
cha de la reparación del daño, dejando subsistente la
responsabilidad civil y a salvo los derechos de quienes
puedan exigirla.”

5) El 20 de mayo de 1976,7 Luis Echeverría promulgó la
Ley de Amnistía que señalaba:

“Artículo 1. Se decreta amnistía para las personas contra
las que se ejerció acción penal por los delitos de sedición e
invitación a la rebelión en el fuero federal y resistencia de
particulares, en el fuero común en el Distrito Federal, así
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como por delitos conexos con los anteriores, cometidos du-
rante el conflicto estudiantil de 1968.” 

6. El 28 de septiembre de 1978,8 el presidente José López
Portillo decreto Ley de Amnistía, dirigida fundamentalmente
a exonerar de responsabilidad penal a los militantes de gru-
pos políticos, armados y pacíficos, urbanos y rurales (Liga
Comunista 23 de Septiembre, Partido de los Pobres, Movi-
miento de Acción Revolucionaria, y varios más), que se ha-
bían enfrentado violentamente con cuerpos policiacos y el
ejército, y habían sido víctimas de la “Brigada Blanca”.

Durante su alocución al Congreso9 dijo:

“Las condiciones que nos permiten visualizar un Méxi-
co en que se viva mejor, coinciden con la participación
institucional de más corrientes ideológicas en las deci-
siones nacionales. Vale la pena abrir nuevas y libres
oportunidades a quienes bajo la influencia de algún mó-
vil político se encuentran recluidos o prófugos, porque
incurrieron en delitos, o formando grupos de disidencia
extrema, pero que no han intervenido en la comisión de
delitos contra la vida o la integridad corporal. 

Con ese propósito enviaré a este honorable Congreso, la
iniciativa de Ley de Amnistía, que beneficie a los que
pensando en la solución de sus problemas y en la de los
demás, surgidos de marginaciones sociales y económi-
cas, que infortunadamente todavía existen, manifestaron
su inconformidad, por la vía equivocada del delito. Con
dicha Iniciativa busco que estos mexicanos, vuelvan a
sus hogares, se reintegren a la actividad ciudadana que
el país reclama y concurran a las responsabilidades del
quehacer nacional. Renovemos con ellos, nuestros afa-
nes. (Aplausos.)

Esto, señores, estaba escrito desde hace días, antes de últi-
mos y reprobables acontecimientos. Hemos meditado cui-
dadosa y responsablemente en este grave asunto, en el que
puede estar en juego la gran conciliación nacional; y al ver
a las madres que entran en huelga de hambre buscando a
sus hijos, y a otras enlutadas - hijos todos los mexicanos,
todos los jóvenes, iguales que nuestros propios hijos,
¡nuestros propios hijos! - he ratificado mi decisión: los mi-
núsculos los grupos o intereses, que todavía no desentraña-
mos en donde se arraiguen, no pueden frustrar la posibili-
dad de que el país, olvidando en todos los ámbitos, tenga el
derecho a estrenar tiempos vírgenes. Por esa razón ratifica-
mos nuestra voluntad de iniciar esta Ley de Amnistía.
(Aplausos)

Tengo la seguridad de que hoy, como ayer, con Juárez, Ler-
do de Tejada y Cárdenas, una Ley de Amnistía hará más só-
lida y productiva nuestra paz social y política. (Aplausos.)

La Ley de Amnistía en su articulado, entre otros puntos,
señalaba:

“Artículo 1. Se decreta amnistía a favor de todas aque-
llas personas en contra de quienes se haya ejercitado ac-
ción penal, ante los Tribunales de la Federación o ante
los Tribunales del distrito federal en materia de fuero
común, hasta la fecha de entrada en vigor de la presen-
te Ley, por los delitos de sedición, o porque hayan invi-
tado, instigado o incitado a la rebelión, o por conspira-
ción u otros delitos cometidos formando parte de grupos
e impulsados por móviles políticos con el propósito de
alterar la vida institucional del país, que no sean contra
la vida, la integridad corporal terrorismo o secuestro.

Artículo 2. Los individuos que se encuentren actualmente
sustraídos dela acción dela justicia, dentro o fuera del pa-
ís, por los motivos a que se refiere el artículo 1º podrán be-
neficiarse de amnistía, condicionada la entrega de todo ti-
po de instrumentos, armas, explosivos, u otros objetos
empleados en la comisión de los delitos, dentro del plazo
de 90 días a partir de la vigencia de esta Ley. 

…”

7. El 16 de mayo de 1981,10 el gobernador Cuauhtémoc
Cárdenas Solórzano otorgó una amnistía a campesinos del
estado de Michoacán por problemas de tenencia de la tie-
rra. Estos campesinos habían sido blanco de la ley por sem-
brar marihuana, sin saber qué era lo que estaban cultivan-
do, la cual ala letra dice:

“El Congreso de Michoacán de Ocampo decreta:

Número 33 Ley de Amnistía del estado de Michoacán
de Ocampo.

Artículo 1o. Se decreta amnistía para las personas con-
tra las que se ejercitó acción penal por los delitos de re-
belión, sedición, motín, conspiración y otros en materia
del fuero común en el Estado, hasta la fecha en que en-
tre en vigor la presente Ley, cometidos o que se deriven
de motivos políticos, de conflictos suscitados en el
campo por derechos y tenencia de la tierra, siempre y
cuando la acción agraria no se hubiera concluido con-
forme a la Ley Federal de la Reforma Agraria.
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Artículo 2o. Si resultaren conexos los delitos de despo-
jo de inmuebles y aguas, daño en las cosas, robo, abige-
ato, asociación delictuosa, desobediencia y resistencia
de particulares, ejercicio indebido del propio derecho y,
además de los señalados en el Título Décimo Sexto, Ca-
pítulos I, II y III del Código Penal vigente en Michoa-
cán, se podrán ampliar los beneficios de esta amnistía a
aquellas personas que habiendo intervenido en tales he-
chos, conforme a la valoración que realice el procurador
general de Justicia en el Estado, no manifiesten alta pe-
ligrosidad, de acuerdo con los informes que proporcio-
ne la Secretaría de Gobierno.

Artículo 3o. Se extingue la acción penal y las sanciones
impuestas respecto a los delitos expresados y en los pre-
ceptos anteriores, con excepción de los daños y perjui-
cios causados, conforme al artículo 83 del Código Penal
vigente del Estado.

Artículo 4o. El procurador general de Justicia del Esta-
do solicitará de oficio la aplicación de los beneficios que
otorga esta Ley; por lo tanto, pedirá a las autoridades ju-
diciales y administrativas competentes, el archivo de las
averiguaciones previas que se estén integrando, cance-
lar las órdenes de aprehensión, borrar los antecedentes
penales y poner en libertad a los procesados y senten-
ciados protegidos por este Ordenamiento.”

8. El 22 de enero de 1994, el presidente Carlos Salinas de
Gortari promulgó en el Diario Oficial de la Federación,
Ley de Amnistía en favor de quienes habían participado en
el levantamiento armado “zapatista” en el estado de Chia-
pas, misma que a la letra reza: 

“Artículo 1o. Se decreta amnistía en favor de todas las
personas en contra de quienes se haya ejercitado o pu-
diere ejercitarse acción penal ante los tribunales del or-
den federal, por los delitos cometidos con motivo de los
hechos de violencia, o que tengan relación con ellos,
suscitados en varios municipios del Estado de Chiapas
el día primero de enero de mil novecientos noventa y
cuatro al día veinte del mismo mes y año, a las quince
horas.

El Ejecutivo federal integrará una Comisión que coordi-
nará los actos de aplicación de la presente Ley.

Artículo 2o. Los individuos que se encuentren actual-
mente sustraídos a la acción de la justicia, dentro o fue-
ra del país, por los delitos a que se refiere el artículo 1o.,

podrán beneficiarse de la amnistía, condicionada a la entre-
ga de rehenes y de todo tipo de armas, explosivos, instru-
mentos u otros objetos empleados en la realización de los
mismos, en los términos que fije la Comisión.

Artículo 3o. La amnistía extingue las acciones penales y
las sanciones impuestas respecto de los delitos que com-
prende, dejando subsistente la responsabilidad civil y a
salvo los derechos de quienes puedan exigirla.

En el caso de que se hubiere interpuesto demanda de
amparo por las personas a quienes beneficia esta Ley, la
autoridad que conozca del respectivo juicio dictará auto
de sobreseimiento.

Los efectos a que se refiere este artículo se producirán a
partir de que la Comisión declare la cesación definitiva
de los actos de hostilidad.

Artículo 4o. Las personas a quienes aproveche esta Ley
no podrán en lo futuro ser interrogadas, investigadas, ci-
tadas a comparecer, detenidas, aprehendidas, procesa-
das o molestadas de manera alguna por los hechos que
comprende esta amnistía.”

Como puede observarse, las leyes de amnistía han estado
orientadas, básicamente, a resolver conflictos de orden po-
lítico, revueltas militares o asonadas civiles. Ninguna se ha
decretado por razones de índole humanitario.

III) Planteamiento del Problema

Desde hace ya varios años se ha analizado desde diversos
ámbitos, jurídico, teológico, ético, científico, etc., la discu-
sión acerca del derecho a la interrupción del embarazo, co-
nocido como aborto. 

Lo que se pretende en esta propuesta es expedir una Ley de
Amnistía, por Razones Humanitarias, en contra de la
Victimización de la Pobreza.

Las mujeres que se encuentran en prisión, en todas en las
entidades federativas, por haber abortado, están ahí porque
no tuvieron la capacidad económica de acudir a la única
entidad federativa donde es legal poder abortar: Ciudad de
México.

Esta iniciativa no pretende abordar un tema de derechos si-
no un tema de justicia.
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IV) La discusión de los derechos reproductivos en 
México 

El primer análisis jurídico sobre aborto se dio en 1999, al
resolverse la Acción de Inconstitucionalidad 10/2000 en el
que se impugnó la promulgación de la fracción III del ar-
tículo 334 y la adición del artículo 131 Bis. El 29 de enero
de 2002, la Suprema Corte de Justicia de la Nación resol-
vió, por mayoría de votos, la constitucionalidad de esos
preceptos. 

Por otra parte, el 24 de abril de 2007, la entonces Asamblea
Legislativa del Distrito Federal aprobó la ley que despena-
lizaba el aborto hasta la semana 12 de gestación incluyen-
do mecanismos para la impartición de servicios de salud
adecuados. La reforma consistió en la modificación de los
artículos 144, 145, 146, 147 y 148 del Código Penal del
Distrito Federal, así como los artículos 16 bis 6, y tercer
párrafo, y 16 Bis 8, último párrafo de la Ley de Salud del
Distrito Federal. 

Ante esto, tanto la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos y la entonces Procuraduría General de la República
promovieron sendas acciones de inconstitucionalidad
146/2007 y su acumulada 147/2007. En agosto de 2008, la
Suprema Corte de Justicia resolvió por mayoría de ocho
votos la constitucionalidad de los artículos impugnados.

Se analizó la constitucionalidad de una pena muy baja pa-
ra el delito de aborto. En ese entonces se argumentó que la
pena no era proporcional al delito cometido y consecuente-
mente, que la vida, debería tener una mayor pena. Desde
aquél entonces se estableció lo siguiente:

“Es evidente que, si no existe un individuo vivo, no hay
posibilidad de que se ejerzan los derechos establecidos
constitucionalmente, pero de ahí no se sigue que la vida
se condición de existencia de los demás derechos, me-
nos la necesidad de otorgarle una posición lógicamente
preeminente frente a los demás. Aceptar un argumento
semejante destruiría la naturaleza relacional de los dere-
chos fundamentales, así como su fundamento democrá-
tico. Los derechos fundamentales se establecen para li-
mitar el ejercicio de los derechos de la mayoría sobre la
minoría, pero no para la expresión de un último valor
fundamental del Estado el cual devenga intangible jurí-
dicamente. Este alto tribunal ya lo ha refrendado en pre-
cedentes y tesis aplicables: los derechos fundamentales
no son, en ningún caso, absolutos”11 … desde los traba-
jos preparatorios de la Declaración Americana, antece-

dente normativo previo a la Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, y de lo que actualmente es su
artículo 4o., se hace evidente que no se enfrentó esta
cuestión y se decidió no adoptar una redacción que hu-
biera claramente establecido como principio el derecho
a la vida desde el momento de la concepción”.

Debe quedar claro que Ciudad de México es la única enti-
dad federativa donde se encuentra permitido el aborto has-
ta las 12 primeras semanas de gestación. En ninguna otra
parte del país se consiente esta práctica y, por tanto, se ha
vuelto una actividad clandestina, con serias implicaciones
de discriminación y violencia hacia las mujeres.

Esta falta de acceso a los servicios de salud de manera le-
gal, no ha hecho otra cosa que criminalizar los derechos re-
productivos de las mujeres. 

En este orden de ideas, el Código Penal Federal tipifica el
delito de aborto, en el Título Décimo Noveno, Delitos Con-
tra la Vida y la Integridad Corporal, Capítulo VI, en sus ar-
tículos 330, 331 y 332, donde establece la punibilidad a la
madre que voluntariamente, procure su aborto o consienta
que otra u otras personas que ayuden a practicárselo. 

Asimismo, se penaliza el que una tercera persona o varias lle-
ven a cabo el aborto, con o sin su consentimiento de la ma-
dre, y también existen sanciones al personal médico que lo
realice, incluso más altas que las que se impone a la madre. 

Es decir, la práctica de criminalizar los derechos reproduc-
tivos de las mujeres, también criminaliza a quienes auxi-
lien a una mujer a abortar, situación que contribuye no so-
lo al estigma alrededor del aborto, sino a la falta de acceso
a abortos seguros en servicios de salud. 

Dichas penas contemplan la privación de libertad, multas
económicas y trabajo en favor de la comunidad. Sin em-
bargo, en los casos de personal de salud, la legislación pe-
nal prevé de manera adicional la suspensión del ejercicio
profesional.

Cabe señalar que Grupo de Trabajo sobre la Cuestión de la
Discriminación contra la Mujer en la Legislación y en la
Práctica ha expuesto la manera en la que el sometimiento
de las funciones biológicas de las mujeres a fines políticos,
económicos y sociales está enraizado en tradiciones 
patriarcales con el fin de perpetuar el papel de subordina-
ción de las mujeres.12
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Prohibir que las mujeres puedan tomar decisiones de forma
autónoma, penalizarlas o impedirles que accedan a inter-
venciones de salud que solo ellas necesitan, son actos in-
trínsecamente discriminatorios.13

En palabras del Grupo de Trabajo, criminalizar el aborto:

“… daña gravemente la salud y los derechos humanos
de la mujer al estigmatizar un procedimiento médico se-
guro y necesario. En los países donde el aborto pro-
vocado está restringido por la ley o no está disponi-
ble, la interrupción segura del embarazo es un
privilegio de los ricos; las mujeres con recursos limita-
dos no tienen más remedio que acudir a proveedores y
prácticas de riesgo. Esto se traduce en una grave dis-
criminación contra las mujeres económicamente
desfavorecidas …”14

Para constatar que el acceso a los servicios de salud para
practicarse un aborto se ha convertido en una forma de dis-
criminación, baste ver la información sobre el origen de
los pacientes atendidos en servicios de interrupción legal
del embarazo en la Ciudad de México:15

Como se puede observar, los servicios de salud de la
Ciudad de México dan servicio a todo el país para la in-
terrupción legal del embarazo. 

Luego entonces, es plausible decir que se criminaliza la
pobreza, por la falta de acceso a servicios de salud en
materia de aborto, ya que en un lugar son legales y en el
resto del país no lo son. 

Respecto de la cifra expuesta, según datos de Grupo de In-
formación en Reproducción Elegida (GIRE), de enero de
2007 a diciembre de 2016, se reportaron 531 juicios pena-
les y 228 sentencias penales, por el delito de aborto. Esta
misma organización civil hace visible algunas de las razo-
nes por las que se han sentenciado a esas mujeres:16

Como se observa, el universo de personas, en especial mu-
jeres, que son procesadas por ese delito es por un tema de
pobreza o por circunstancias externas que si bien, en un
proceso bien llevado, llevarían a una sentencia absolutoria;
de cualquier forma, en principio, esas mujeres entrarán en
un proceso tortuoso e injusto.

Así, cuando se niega el acceso a abortos seguros, las muje-
res se ven obligadas a ser madres, o bien, a buscar métodos
para interrumpir el embarazo que pueden poner su salud y
su libertad personal en peligro. 
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Además, las mujeres que llegan a servicios de salud por
complicaciones obstétricas, en ocasiones son “castigadas”
por el personal, y denunciadas de inmediato, sin haberles
brindado antes la atención pertinente y sin respetar la pre-
sunción de inocencia. 

El Grupo de Trabajo asevera que: “En algunos países, las
leyes contra el aborto son tan regresivas que las mujeres
son encarceladas por haber sufrido un aborto espontáneo,
lo que supone un costo intolerable para las mujeres, sus fa-
milias y sus sociedades”.17

Esta observación es cierta en el caso de México, pues in-
cluso en el supuesto de que una mujer sea absuelta por fal-
ta de pruebas en su contra, la criminalización del aborto ge-
nera que toda mujer que llegue a un servicio de salud con
un aborto en evolución sea tratada como sospechosa. Esto
provoca que muchas mujeres sean sujetas a un proceso pe-
nal, con el impacto que ello puede tener sobre su vida, in-
cluso si finalmente no enfrentan una sanción penal.

El GIRE es enfático en señalar que:

“La tipificación del aborto y la criminalización de las
mujeres por abortar son contrarias a su derecho humano
a la salud, reconocido en diversos tratados de derechos
humanos de los que México es parte. El alto precio que
las mujeres deben pagar por la penalización del aborto
depende de la falta de voluntad política del Estado para
cumplir los compromisos que ha adquirido.”18

Así que, a fin de contener y disminuir la problemática de
criminalización de la pobreza asociada a los derechos re-
productivos de las mujeres, se presenta una alternativa hu-
manitaria, mediante un instrumento ampliamente utilizado
en la legislación mexicana y reconocido por el derecho in-
ternacional, como lo es la amnistía.

Con base en lo anterior, someto a consideración de esta
asamblea, Iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se expide la Ley de Amnistía contra
la Criminalización de los Derechos Reproductivos de
las Mujeres

Artículo Único. Se expide la Ley de Amnistía contra la
Criminalización de los Derechos Reproductivos de las Mu-
jeres, para quedar como sigue:

Ley de Amnistía contra la Criminalización de los Dere-
chos Reproductivos de las Mujeres 

Artículo 1. Se decreta amnistía en favor de las personas en
contra de quienes se haya ejercitado o pudiere ejercitarse
acción penal ante los tribunales del orden federal, por el
delito de aborto, en cualquiera de sus modalidades, conte-
nido en los artículos 330, 331 y 332 del Código Penal Fe-
deral, ya sea que la madre que voluntariamente procure su
aborto o consienta en que otro la haga abortar, o cuando sea
realizado por un tercero o por un médico, cirujano, coma-
drón o partera, siempre que la conducta delictiva se haya
llevado a cabo sin violencia y con el consentimiento de la
madre del producto del embarazo interrumpido. 

Artículo 2. Los individuos que se encuentren actualmente
sustraídos de la acción de la justicia, dentro o fuera del pa-
ís, por los motivos a que se refiere el artículo 1º podrán be-
neficiarse de amnistía, dentro del plazo de 180 días a par-
tir de la vigencia de esta Ley

Artículo 3. La amnistía extingue la acción penal y las san-
ciones impuestas respecto de los artículos 330, 331 y 332
del Código Penal Federal. 

En el caso de que se hubiere interpuesto demanda de am-
paro por las personas a quienes beneficia esta Ley, la auto-
ridad que conozca del respectivo juicio dictará auto de 
sobreseimiento.

Artículo 4. Si resultaren conexos los delitos daño en las
cosas, robo, asociación delictuosa, desobediencia y resis-
tencia de particulares, ejercicio indebido del propio dere-
cho, se podrán ampliar los beneficios de esta amnistía a
aquellas personas que, habiendo intervenido en tales he-
chos, siempre que tengan relación directa con la comisión
de los delitos a que se refiere el artículo 1 de esta Ley. 

Artículo 5. Las personas a quienes aproveche esta Ley no
podrán en lo futuro ser interrogadas, investigadas, citadas
a comparecer, detenidas, aprehendidas, procesadas o mo-
lestadas de manera alguna por los hechos que comprende
esta amnistía. 

Artículo 6. La Fiscalía General de la República solicitará
de oficio la aplicación de los beneficios que otorga esta
Ley; por lo tanto, pedirá a las autoridades judiciales y ad-
ministrativas competentes, el archivo de las averiguaciones
previas que se estén integrando, cancelar las órdenes de
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aprehensión, borrar los antecedentes penales y poner en li-
bertad a los procesados y sentenciados protegidos por este
ordenamiento.

En cumplimiento a lo dispuesto por esta Ley las autoridades
administrativas, judiciales y penitenciarias observarán su
exacta aplicación en un plazo no mayor a diez días hábiles
desde su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Las autoridades penitenciarias pondrán en inmediata liber-
tad a las personas que se encuentren en prisión por la co-
misión del delito materia de esta Ley de Amnistía. Las au-
toridades que contravengan la presente Ley serán
procesadas y sancionadas conforme a lo dispuesto por el
delito de privación ilegal de la libertad. 

Transitorio

Único. Esta Ley entrará en vigor el día de su publicación
en el Diario Oficial de la Federación.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala (rúbrica).»

Se turna a las Comisiones Unidas de Justicia, y de Go-
bernación y Población, para dictamen y a las comisio-
nes de Igualdad de Género, y de Presupuesto y Cuenta
Pública, para opinión.

PROPOSICIONES CON PUNTO DE ACUERDO 

SE INVESTIGUEN POSIBLES ACTOS 
DE CORRUPCIÓN DENUNCIADOS EN CONTRA

DE LA CIUDADANA INDIRA VIZCAÍNO SILVA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a diver-
sas autoridades locales y federales a investigar posibles ac-
tos de corrupción denunciados contra Indira Vizcaíno Sil-

va, a cargo de la diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno
y Cabrera, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, diputada Claudia Valeria Yáñez Centeno y
Cabrera, del estado de Colima e integrante del Grupo Par-
lamentario de Morena a la LXIV Legislatura del honorable
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
el artículo 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, frac-
ciones I y II, del Reglamento de la Cámara de Diputados,
somete a la consideración de esta honorable asamblea, la
presente proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes:

Consideraciones

Primera. El mayor problema que enfrenta nuestro país y
por supuesto el Estado de Colima, como herencia de los
anteriores gobiernos, es sin duda el fenómeno de la co-
rrupción, por lo que resulta imperativo combatirla convir-
tiéndola en el eje central de la política pública de los tres
órdenes de gobierno. La omisión por parte de las autorida-
des encargadas del esclarecimiento de actos de corrupción
que les son planteados, también puede ser susceptible de
convertirse en corrupción al generar impunidad.

En 2017, un grupo de ciudadanos del municipio de Cuauh-
témoc del Estado de Colima, comprometidos con la hones-
tidad, la transparencia y la rendición de cuentas, presento
una denuncia penal en contra de la ex alcaldesa durante los
años 2012-2015, Indira Vizcaíno Silva, por presuntos actos
de corrupción al autorizar el intercambio de un terreno de
7 hectáreas en el fraccionamiento residencial llamado “Al-
tozano”, por predios rústicos cuyos valores comerciales
fueron inferiores, lo que provocó un daño patrimonial a la
Hacienda Pública Municipal por alrededor de 100 millones
de pesos.

Es de señalar, que la denuncia se presentó ante la entonces
Procuraduría hoy Fiscalía General de Justicia del Estado, la
cual fue radicada en la Fiscalía Especializada en Combate
a la Corrupción, pero hasta la fecha se encuentra en espera
de que se concluya la integración de la carpeta de investi-
gación y esta sea consignada ante el Supremo Tribunal de
Justicia del Estado, para que determine el o los delitos a
perseguir.

Al respecto, el 15 de noviembre de 2016, diputados del gru-
po parlamentario del PAN e integrantes de la Quincuagésima
Octava Legislatura del H. Congreso del Estado de Colima,
aprobaron una proposición con punto de acuerdo, por el que
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se exhortaba al Órgano Superior de la Auditoria y Fiscaliza-
ción Gubernamental del Estado, a que llevará acabo una Au-
ditoría excepcional sobre la Permuta de las áreas de sesión
para destino del fraccionamiento “Altazano”, llevada a cabo
entre la ex alcaldesa Indira Vizcaíno Silva, Presidenta Muni-
cipal de Cuauhtémoc en el periodo 2012-2015 y la empresa
denominada Invercol, SA de CV, sustentado dicho acuerdo
bajo las siguientes argumentaciones: 

“1. El 21 de noviembre de 2009, se publicó en el perió-
dico Oficial “El Estado de Colima” el Programa Parcial
de Urbanización del Fraccionamiento denominado
“ALTOZANO”, con superficie de 155-97-97.598, en el
cual se previó la asignación del área de sesión para des-
tino (espacios verdes abiertos) con superficie de
69,515.00 M2. en dos lotes:

1. Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, con super-
ficie 25,080.37 m2. 

2. Lote conclave catastral 05-06-82-050-002, con super-
ficie 44,435.09 m2.

En la octava sesión pública ordinaria del 8 de marzo de
2013, en el punto VII del orden del día, se autorizó el pro-
yecto de convenio de sustitución de áreas de cesión a cele-
brarse por el Municipio e Invercol, SA de CV, y a su vez la
aprobación de la desincorporación del patrimonio de los in-
muebles entregados anteriormente en cesión, el cual fue
aprobado por unanimidad. 

El Osafig formuló las recomendaciones al Municipio de
Cuauhtémoc, para garantizar el cumplimiento de los fines
públicos de las áreas de cesión y su equiparación al valor
comercial de las mismas, en caso de considerar necesaria y
justificada la substitución de las áreas de cesión, destacán-
dose, entre otras:

2. El valor de los predios a sustituir, tomando en consi-
deración la urbanización que se les realizará, debe ser
equiparable al valor comercial de los predios que com-
prenden las áreas de cesión para destino originalmente
previstos en el “PPU Altozano”. Dicho valor debe ser
realizado por un perito reconocido y aceptado por el
Ayuntamiento. Como lo prevé el artículo 298 de la Ley
de Asentamientos Humanos del Estado de Colima.”

“En general, el Municipio deberá realizar las acciones
necesarias para garantizar que los predios substituidos

se equiparen en valor comercial con los originalmente
aprobados en el “PPU Altozano” y su destino o uso sea
a fines públicos.”

Sin embargo y no obstante de la recomendación del Osafig,
con fecha 12 de marzo de 2013, el municipio de Cuauhté-
moc, representado por la Lic. Indira Vizcaino Silva, Juan
Manuel Preciado Barbosa, Ana Bertha Zamora Prieto, en
su carácter de Presidenta, Sindico y Secretaría Municipal,
signó convenio con la Empresa Mercantil Invercol, SA de
CV, representada por el C. Francisco Brun González, en el
cual se convino las áreas de cesión con la determinación
del valor realizado a los predios a). Lote conclave catastral
05-06-82-050-002, con superficie 25,080.37 m2 y b). Lote
conclave catastral 05-06-82-050-002, con superficie
44,435.09 m2, por el avalúo practicado (Aguirre Sato S.C.
(José Luis Aguirre Avalos) quien determinó el valor del
predio agropecuario (breña) lo que arrojó un valor de
$10’752,000.00 y no, el avalúo comercial sobre los bienes
inmuebles,  a valor comercial tomando en  cuenta  “la ur-
banización” que debe tener, señalada en el PPU y el pro-
yecto ejecutivo, como lo determina expresamente el artícu-
lo 298 de la Ley de Asentamientos Humanos del Estado,
que señala: 

“Artículo 298. En los casos previstos en el artículo an-
terior, si conforme al Programa Parcial de Urbanización
de la zona, se establece que las áreas de cesión para des-
tinos, no representan una mejora efectiva a los fines pú-
blicos, ya sea por su extensión limitada o en considera-
ción de los destinos y servicios ya disponibles, se podrá
substituir la entrega de determinadas áreas de cesión pa-
ra destinos, en forma total o parcial, por el pago del va-
lor comercial que correspondería al terreno ya urbaniza-
do, mediante avalúo realizado por perito reconocido y
aceptado por el Ayuntamiento, previa opinión de la Co-
misión Estatal. Estos recursos se aplicarán a la adquisi-
ción de predios para equipamiento urbano o su mejora-
miento, en la misma colonia, barrio o zona donde se
localice el predio.”

Determinado el valor de las áreas de sesión, se permutó el
predio por otros tres predios colindantes con la zona urba-
na de la cabecera municipal, como se señala:

Predio

1. Parcela 182 Z-4 p1 (al sur de la colonia San Jeróni-
mo) Armando Alcaraz Méndez.
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2. Una fracción de parcela 183 Z-4 p1 (al sur de la co-
lonia San Jerónimo) Armando Alcaraz Méndez.

3. Una fracción del predio. Colindante panteón munici-
pal. Enrique Silva Sánchez.

El  valor  por metro cuadrado  asignado  a  las  área  per-
mutadas es  de  $154.00;  sin embargo, de los recibos del
cobro del Impuesto Predial de predios dentro del fraccio-
namiento altozano, se desprende el valor catastral asignado
al terreno, obteniéndose promedios de $1,500.00 metro
cuadrado, por lo que resulta inferior la determinación del
valor de las superficie permutada (áreas de donación), por
lo que estamos hablando de subprecio de los terrenos do-
nados de $1346 pesos por metros cuadrado que al hacer la
multiplicación por los 69,515.00 metros cuadrados nos da
una subvaloración  por un posible daño patrimonial a la ha-
cienda municipal por $93,567,190 (noventa y tres millones
quinientos sesenta y siete, ciento noventa pesos).

De igual forma, no se encontró en los registros patrimonia-
les, la incorporación de los predios sustituidos a favor del
Municipio, las escrituras que amparen la propiedad de los
predios a favor del mismo, e incluso cabe aclarar que el
Osafig, notifico en su momento la observación F43 al
Ayuntamiento de Cuauhtémoc, pero dicha observación ex-
trañamente desapareció del informe de resultados de la au-
ditoria de la Cuenta Pública, lo antes descrito representa un
probable daño a la hacienda municipal por $93, 567,190
(noventa y tres millones quinientos sesenta y siete, ciento
noventa pesos),  cantidad que resulta trascendental máxime
si tomamos en cuenta que los ingresos presupuestados por
el municipio de Cuauhtémoc para el año 2016 fue de
$91,906,523.30 (noventa y un millones, novecientos seis
mil, quinientos veintitrés pesos 30/100)”.

No obstante lo anterior, hasta la fecha se desconoce qué
ocurrió con la referida auditoría excepcional solicitada
por el Congreso del Estado de Colima al Órgano Supe-
rior de Auditoría y Fiscalización de Gubernamental en el
caso que nos ocupa, la información extra oficial que se
cuenta, es que el expediente inherente a este caso, se en-
cuentra extraviado y bueno, el rotativo de circulación lo-
cal denominado “Diario de Colima”, en su edición del
día 6 de octubre de 2018, dio cuenta, de que ya en la ac-
tual Legislatura estatal, se ordenó tirar a la basura diver-
sa documentación oficial, no quiero pensar que en la
misma se incluyera el citado expediente, lo que repre-
sentaría un acto más de corrupción.

Segunda. El 26 de abril de 2018, en el Senado de la Repú-
blica se presentó un punto de acuerdo de urgente resolu-
ción de la Senadora María del Carmen Ojesto Martínez
Porcayo, del grupo parlamentario del Partido del Trabajo,
por el que se “exhorta al Gobernador del Estado de Coli-
ma, a fin de que excite los órganos de justicia en contra de
Indira Vizcaino Silva, como presunta responsable del des-
vío de recursos estimados en más de 100 millones de pesos,
en agravio de la Hacienda del Municipio de Cuauhtémoc
del Estado de Colima, cuando se desempeñó como Presi-
denta Municipal durante el trienio 2012-2015”, sustentado
dicho acuerdo bajo las siguientes argumentaciones:

“Los ciudadanos de Cuauhtémoc del Estado de Colima,
presentaron una denuncia de hechos ante la Procuraduría
General de Justicia del Estado de Colima (PGJE) en contra
de Indira Vizcaíno Silva, y de algunos funcionarios que la
acompañaron cuando se desempeñó como presidenta mu-
nicipal de Cuauhtémoc en el trienio 2012-2015 por presun-
to daño a la hacienda municipal por un monto estimado de
95 millones de pesos.

Lo anterior porque durante el periodo en el que fue presi-
denta municipal de Cuauhtémoc autorizó que las casi 7
hectáreas que el fraccionamiento exclusivo Altozano debió
ceder al Ayuntamiento de Cuauhtémoc fueran cambiadas
por un predio en otra zona con un valor comercial diez ve-
ces inferior, lo que representó un probable daño a la ha-
cienda pública por 95 millones de pesos.

La denuncia de hechos se presentó el pasado 06 de noviem-
bre de 2017, ante la Mesa Única del Ministerio Público en el
municipio de Cuauhtémoc y quedó registrada con el expe-
diente 695/17. El documento menciona que esta denuncia se
interpuso por los presuntos actos que se cometieron en con-
tra de los habitantes del municipio de Cuauhtémoc.

Los ciudadanos que interpusieron la denuncia nombraron
como representante común para que atienda el caso al ciu-
dadano Rafael Romero Verduzco. Por su parte, la comisa-
ria de la población de El Cóbano, Eva Angelina Álvarez
Hernández, entrevista con la empresa televisiva Mega no-
ticias, señaló “que la población no puede permitir que los
gobiernos sigan abusando de la gente”.

“Nos tenemos que organizar como pueblo y no podemos
permitir que quien esté en el gobierno venga y desfalque,
eso no puede pasar, por eso estamos en un México como en
el que estamos y debemos organizarnos y dejar el miedo a
un lado”.
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Confirmó que ella junto con otros ciudadanos interpuso la
denuncia en contra de Indira Vizcaíno Silva y expresó que
estarán pendientes de que se proceda conforme a derecho.

Al respecto comentó, que fueron demandados la empresa
Invercol, SA de CV,, la Dirección del Registro Público de
la Propiedad y el Comercio del Estado de Colima, y el Ór-
gano Superior de Auditoria y Fiscalización Gubernamental
del Estado de Colima (Osafig). 

Señaló como terceros perjudicados la Asociación de Con-
dóminos de Altozano, el Cuerpo Edilicio del periodo cons-
titucional 2012-2015 encabezado por Indira Vizcaíno Sil-
va, les resulta de su participación en todo el proceso de
autorización de la Modificación del Plan Parcial de Urba-
nización del Fraccionamiento Altozano. El Secretario del
Ayuntamiento 2012-2015, por su participación y firma de
certificación, porque lo que le resultaría una responsabili-
dad por el levantamiento del Acta de la sesión ordinaria
N°8 que contiene el acuerdo de cabildo 08/03/13. La Osa-
fig por su recomendación dirigida a Indira Vizcaíno Silva,
el 07/03/13 oficio 038/13, respecto a la sustitución de las
áreas de cesión, la cual no fue atendida. La Dirección de
Planeación, Desarrollo Urbano y Obras Públicas y Secreta-
rio Técnico del Consejo Consultivo de Desarrollo Urbano,
ambos del Ayuntamiento de Cuauhtémoc, le resulta por su
participación en el levantamiento del Acta del Consejo
Consultivo de Desarrollo Urbano del 09/10/15, que contie-
ne la “Modificación al Programa Parcial de Urbanización
Altozano”, y la emisión del oficio DUYOP-117/12/10/15
dirigido a Indira Vizcaíno Silva en su calidad de Presiden-
ta de la Comisión de Desarrollo Urbano y Obras Públicas,
donde se le solicita la aprobación y publicación del Acto
impugnado.

Indicó que, en el contenido del acta del Consejo Consulti-
vo de Desarrollo Urbano, de fecha 09/10/15, no se des-
prende que dicho Consejo haya aprobado la “Modificación
al Programa Parcial de Urbanización Altozano”. En este
mismo tenor, le resulta responsabilidad a la Dirección de
Regulación, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano
del Estado de Colima, y a la Secretaria de Desarrollo Agra-
rio, Territorial y Urbano del Gobierno del Estado de Coli-
ma. Al Perito Valuador, le resulta por posible pérdida de su
Patente, dado que el 10/12/12 emitió un avaluó sobre los
terrenos de cesión Altozano, sin contar con la autorización
del Cabildo”.

Conforme a los datos documentales descritos, es inacepta-
ble tolerar los actos de corrupción en cualquier nivel de go-

bierno, por lo que como ciudadanos y como servidores pú-
blicos es nuestro deber, no sólo implementar acciones ne-
cesarias para evitar que se cometan este tipo de actos, sino
exigir a las autoridades competentes el esclarecimiento de
los hechos, a fin de que se deslinden responsabilidades y en
su caso, se impongan las sanciones que conforme a dere-
cho correspondan.

El ejercicio del poder público en el Estado de Colima, es
inoperante para cumplir con su función primaria de dar se-
guridad y justicia a los ciudadanos de la entidad.

La incompetencia del Ejecutivo, Legislativo y Judicial, pa-
ra establecer una estrategia de seguridad y justicia como
quedó expuesto en un informe reciente de la Auditoria del
Congreso, (Osafig), ha provocado el colapso institucional
del Estado de Colima y una crisis humanitaria de gran en-
vergadura. Hoy en los reportes sobre el tema de seguridad
en los primeros meses de 2018, Colima se sostiene desde el
inicio de esta administración en primer lugar como el esta-
do más violento.

El caso Indira-Altozano, es un hecho de alta corrupción
política que involucra a varios actores sociales, empresa-
riales y gubernamentales y por lo visto hasta los aparatos
de justicia. “Durante la ratificación de la denuncia, a la ho-
ra que se presentaron los demandantes ante el Ministerio
Público, advertía de la situación que podrían enfrentar, y
preguntaba que si ya estaba enterada a Indira Vizcaíno Sil-
va que iban a ratificar”.

Comulgo con el ideario político del Licenciado Andrés
Manuel López Obrador, Presidente Constitucional de los
Estados Unidos Mexicanos, ¡al margen de la ley, nada; por
encima de la ley, nadie!

Tercera. En el Estado de Colima se vive una creciente in-
conformidad social manifestada por ciudadanos y diversos
sectores de la sociedad colimense, quienes solicitan la des-
titución de la Lic. Indira Vizcaíno Silva, quién actualmen-
te funge como Delegada Estatal de Programas para el 
Desarrollo, 

La citada funcionaria federal es señalada por el manejo de
los programas sociales federales a su cargo a discreción y
con un interés electorero. Otorga o niega becas a jóvenes a
su criterio, engañado a adultos mayores a quienes no ha en-
tregado los subsidios a que tienen derecho, estas son las
denuncias que manifiesta varios ciudadanos colimenses.
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Otra de las anomalías, de la cual es señalada Vizcaíno Sil-
va, es su intervención en el proceso de elección del presi-
dente de la Comisión de Derechos Humanos del Estado de
Colima, en el Congreso del Estatal. Además, es acusada de
impulsar la candidatura de Adriana Ruiz Visfocri, quien
cuenta con un historial oscuro, cuyo objetivo principal es
apropiarse de la gubernatura del estado en 2021.

En ese contexto es necesario atender los señalamientos de
la ciudadanía por la presunta comisión de actos de corrup-
ción efectuados por servidores públicos del estado, con la
finalidad de erradicar esa práctica que tanto ha perjudicado
al país.

Para ello, es necesario efectuar acciones concretas orienta-
das a combatir el desvío de recursos, la concesión de bene-
ficios a cambio de gratificaciones, así como el aprovecha-
miento del cargo o función en beneficio personal o de un
grupo, por encima del bienestar de una sociedad, que hoy
más que nunca demanda que el poder se desempeñe con es-
tricto acatamiento al orden legal.

Por lo anterior, someto a la consideración de esta Honora-
ble asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, solicita respetuosamente al Órgano Supe-
rior de la Auditoría y Fiscalización Gubernamental del Es-
tado de Colima, haga públicos los avances en el
cumplimiento al punto de acuerdo número 171, aprobado
por el Congreso Estatal, el 15 de noviembre de 2016, en el
que se le “exhortaba a que realizará una auditoria excep-
cional de la Permuta de las Áreas de Sesión para destino
del fraccionamiento Altozano, entre el Municipio de
Cuauhtémoc e Invercol, SA de CV”, durante la gestión de
la ex alcaldesa la licenciada Indira Vizcaíno Silva como
presidenta del municipio de Cuauhtémoc de 2012-2015.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente a la Fiscalía Ge-
neral de Justicia y al Fiscal Especializado en Combate a la
Corrupción del Estado de Colima, realice con celeridad a
las investigaciones y hagan público el estado que guarda
las denuncias presentadas ante la Mesa Única del Ministe-
rio Público en el municipio de Cuauhtémoc con número de
expediente 695/17, por el desvío de recursos públicos esti-
mado en 100 millones de pesos en agravio de la hacienda

pública del Municipio de Cuauhtémoc durante la gestión
de los años 2012-2015.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente a la Secretaría de la
Función Pública, conforme a sus atribuciones legales, in-
vestigue los señalamientos y denuncias de diversos secto-
res de la sociedad colimense, por posibles actos de corrup-
ción atribuidos a la licenciada Indira Vizcaíno Silva,
delegada estatal de Programas para el Desarrollo del Esta-
do de Colima, por la indebida aplicación de los recursos fe-
derales en los programas sociales a su cargo.

Cuarta. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta respetuosamente al Coordinador Ge-
neral de Programas Integrales de Desarrollo a que conmi-
ne a sus delegados estatales a dejar de utilizar los progra-
mas sociales de manera facciosa, personal y con fines
electoreros para beneficiar a algún candidato afín, a la elec-
ción interna de algún partido político o a favor del registro
de nuevos institutos políticos en el estado de Colima.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, martes 24 de septiembre de 2019.— Diputada
Claudia Valeria Yáñez Centeno y Cabrera (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

EXHORTO PARA QUE SE FORTALEZCA
AL INIFED PARA PRESERVAR

SU INTEGRIDAD INSTITUCIONAL

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de exhortar al
Ejecutivo federal y la SEP a fortalecer el buen funciona-
miento del Inifed para preservar la integridad institucional
de éste, a cargo de la diputada Nohemí Alemán Hernández,
del Grupo Parlamentario del PAN

La suscrita, diputada Nohemí Alemán Hernández, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacio-
nal de la LXIV Legislatura de la honorable Cámara de
Diputados, con fundamento en lo dispuesto en el numeral
1, fracción I, del artículo 6; numerales 1, fracción II, y 2,
del artículo 79 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someto a consideración de esta asamblea la siguiente pro-
posición con punto de acuerdo, conforme a las siguientes:
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Consideraciones

El Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa
(Inifed) se creó a partir de la publicación, el 1 de febrero de
2008, del Decreto por el que se expide la Ley General de la
INFE en el Diario Oficial de la Federación.

Asimismo, el objetivo del Inifed es fungir como un orga-
nismo con capacidad normativa, de consultoría y certifica-
ción de la calidad de la infraestructura física educativa del
país, de construcción y como una instancia asesora en ma-
teria de prevención y atención de daños ocasionados por
desastres naturales, tecnológicos o humanos en el sector
educativo.i

Si ninguna escuela pública se desplomó en el sismo del 19
de septiembre de 2017 fue debido a las estrictas normas de
construcción que deben tener los planteles en el país y al
reforzamiento que han recibido. Los Institutos de Infraes-
tructura Física Educativa son los encargados de supervisar
que las empresas constructoras den cumplimiento a esas
normas a nivel estatal con la asesoría técnica del Inifed, ór-
gano sectorizado de la SEP.ii

Como podemos recordar el Inifed surgió en 2008 y tuvo
su origen en el Comité Administrador del Programa Fe-
deral de Construcción de Escuelas, creado en 1944, y
responsable de la seguridad de las estructuras de los
planteles escolares. 

El Inifed, además de supervisar la aplicación de las normas
de construcción de escuelas públicas en el del país, coordi-
na la aplicación del programa Escuelas al Cien, que busca
dar mantenimiento a planteles escolares en todo el país a
través del Fondo de Aportaciones Múltiples (FAM), entre-
gado a cada uno de los estados.

Por lo que cada gobierno estatal tiene acceso a recursos del
FAM, para realizar trabajos de mantenimiento, mejora-
miento y construcción de escuelas públicas, con la super-
visión técnica del Inifed. Al tratarse de recursos federales,
muchos gobiernos estatales están bajo la vigilancia del gas-
to por parte de la Auditoría Superior de la Federación,
quien evalúa que se ejerzan de forma eficiente. 

Es entonces, que los pasados sismos del 7 y del 19 de sep-
tiembre del 2017 dejaron en descubierto que hay un déficit
de especialistas para evaluar la infraestructura escolar. Las
escuelas deben ser evaluadas periódicamente por un espe-
cialista en seguridad estructural, de los cuales hay poco

más de 210 en activo tan solo en Ciudad de México, por no
hablar de otros estados. 

Además, los planteles escolares tienen una clasificación es-
pecial en el Reglamento de Construcción de Ciudad de Mé-
xico, debido a que albergan a población vulnerable y por-
que en caso de desastres naturales pueden ser ocupados
como refugios. 

Es por ello que los trabajos de obra deben ser supervisados
por especialistas en estructuras, no por un arquitecto o in-
geniero solamente. 

En consecuencia, si la reconstrucción de las escuelas ha to-
mado casi dos años se debe en parte a que hay pocos espe-
cialistas en seguridad estructural, se hizo mal el cálculo de
los daños y costo de reconstrucción y a las reglas de cum-
plimiento para tener acceso a los recursos federales y a que
no todos los estados han cumplido con las reglas de acceso
a esos recursos, ya que no solo es construir una escuela, si-
no que los trabajos cumplan debidamente con las normas
de seguridad. 

Preocupantemente, el Ejecutivo federal anunció hace unos
días que tiene la intención de desaparecer el Inifed y que
busca entregar los recursos de mantenimiento a las escue-
las a comités de profesores y a padres de familia. 

Por lo que este plan deja fuera la necesaria supervisión de
especialistas que garantizan que las escuelas sean seguras. 

Después del sismo del 19 de septiembre de 2017, más de
300 escuelas en Ciudad de México sufrieron daños graves
y han sido objeto de reconstrucción con recursos del Fon-
do Nacional de Desastres Naturales por parte del Inifed. 

No debemos olvidar también, que el Inifed es el único or-
ganismo con personal especializado en el tema y su desa-
parición dejaría sin tutela la planeación y distribución de
los recursos para construir escuelas seguras. 

Asimismo, en diciembre pasado, el secretario de Educa-
ción Pública, en una de las conferencias matutinas del pre-
sidente en Palacio Nacional, mencionó que uno de los diez
puntos prioritarios en materia educativa es el de la infraes-
tructura, destacando que: “Es un tema que no está en la re-
forma constitucional, pero que, obviamente, estará refleja-
da en las prioridades del sector educativo, en las tareas del
Inifed. En este momento, como ustedes saben, el día de
ayer se planteó el tema de la reconstrucción, tenemos que
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iniciar reconstruyendo todo el tema de las escuelas que se
perdieron o se dañaron fuertemente por los sismos”. 

No obstante, el 15 de junio, el Ejecutivo federal confirmó
que intenta desaparecer al Inifed, pero no especificó cómo
piensa garantizar la seguridad estructural de las construc-
ciones. Destacó que: “Ya no va a haber dependencias como
había antes, el Capfce o la institución que sustituyó al
Capfce construyendo escuelas, se va a entregar el apoyo de
manera directa a cada escuela, para que nos ayuden maes-
tros y padres de familia y se mejore la situación de los
planteles escolares”.

Por lo que su propuesta se limita a la distribución de recur-
sos. Teniendo pendiente aún las escuelas que fueron afec-
tadas por los sismos, muchas de ellas aún no se construyen
o no se reparan. Una de las varias escuelas que está pen-
diente de reconstrucción en Ciudad de México es la secun-
daria 31 Dr. Alfonso Pruneda, debido a que se encuentra en
un tipo de suelo complicado para edificar, por lo que se re-
quieren estudios de mecánica de suelos y un proyecto que
garantice la seguridad de sus casi 800 alumnos. 

Si bien la propuesta del presidente no solo implica cambios
en varias leyes generales que requiere pasar por el Congre-
so, hace un lado la importancia de la seguridad de las es-
cuelas y su adecuada supervisión. 

Es entonces, que la seguridad de los cientos de estudiantes
debe estar siempre por encima de cualquier proyecto que se
desee ejecutar, por lo que se debe de solicitar el apoyo téc-
nico y la supervisión del Inifed, que es un organismo téc-
nico con la finalidad de evitar situaciones de riesgo como
ha sucedido en el pasado.

Por lo que la participación social, es decir, la participación
de los maestros y padres de familia, es muy importante, son
parte fundamental en el proceso de las obras ejecutadas por
el gobierno. Sin embargo, las obras necesitan contar con el
apoyo de un organismo técnico y personal técnico especia-
lizado que cuente con los conocimientos en infraestructura
educativa, que supervise y haga recomendaciones para des-
cartar algún peligro para los estudiantes y para quienes ha-
cen uso de las instalaciones.

La seguridad y la integridad de los alumnos debe estar ga-
rantizada, así como de los profesores y en general de todo
aquel que forma parte de la comunidad educativa, es ahí don-
de cobra mayor importancia la supervisión y acompañamien-
to de los organismos técnicos especializados, pues son estos

quienes tienen el conocimiento y las herramientas para ob-
servar las medidas necesarias a fin de que las obras sean he-
chas con la calidad estructural y de los materiales requeridos,
para garantizar la seguridad a nivel federal.

Por las consideraciones anteriormente expuestas y funda-
das, someto respetuosamente a la consideración de esta ho-
norable asamblea este punto de acuerdo para pedir la soli-
daridad de ustedes y lograr evitar la desaparición de este
Instituto y garantizar la seguridad de las estructuras de los
planteles escolares y en consecuencia de los estudiantes,
por lo que me permito proponer, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo federal y
al titular de la Secretaría de Educación Pública para que,
dentro de sus atribuciones y facultades, fortalezcan el buen
funcionamiento del Instituto Nacional de la Infraestructura
Física Educativa (Inifed), para con ello preservar la plena
integridad institucional del instituto.

Notas

i Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa, Gobierno de
México, Inifed, México, consultado en la página oficial por última vez
en 

https://www.gob.mx/inifed

ii Instituto Nacional de la Infraestructura Física Educativa ¿Qué hace-
mos?, Gobierno de México, consultado por última vez en 

https://www.gob.mx/inifed/que-hacemos

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 24 días de septiembre de
2019.— Diputada Nohemí Alemán Hernández (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.
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RELATIVO A QUE LAS UNIVERSIDADES PARA EL
BIENESTAR BENITO JUÁREZ GARCÍA LLEVEN A

CABO SU PROYECTOS DE REGLAS DE OPERA-
CIÓN ACORDE A LOS PROGRAMAS DE BECAS

«Proposición con punto de acuerdo, por el cual se exhorta
a la SEP y el organismo coordinador de las Universidades
para el Bienestar Benito Juárez García a llevar a cabo sus
proyectos de reglas de operación de los programas Becas
Bienestar Benito Juárez García y Elisa Acuña, suscrita por
integrantes del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
en la LXIV Legislatura, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
meten a su consideración la presente proposición con
punto de acuerdo por el que solicita a los titulares de la
Secretaría de Educación Pública y del Organismo Co-
ordinador de las Universidades para el Bienestar Beni-

to Juárez García, lleven a cabo sus proyectos de reglas
de operación de la totalidad de los programas de becas
para el bienestar Benito Juárez y Elisa Acuña, de todos
los niveles educativos, así como del Programa de Uni-
versidades para el Bienestar Benito Juárez García, para
que remitan antes del 21 de noviembre de 2019 a la Co-
misión Federal de Mejora Regulatoria, para su aproba-
ción, al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Antecedentes

Desde su campaña presidencial, el licenciado Andrés Ma-
nuel López Obrador puso énfasis en la necesidad de incluir
a más jóvenes en el sistema educativo y prometió otorgar
becas para apoyar a jóvenes que estudiaran en todos los ni-
veles educativos con el propósito de que continuaran sus
estudios.

El 12 de mayo de 2018 desde Oaxaca, el entonces candi-
dato López Obrador declaró que:

-Fortalecería la educación pública gratuita y de calidad,
en todos los niveles escolares, bajo la premisa de que la
educación no es un privilegio es un derecho del pueblo,
prometiendo que todos los estudiantes de preparatoria o
de nivel medio superior, obtendrían una beca mensual
para evitar la deserción escolar; 

-Los estudiantes de familias de escasos recursos econó-
micos que estudien en universidades o en escuelas de ni-
vel superior, podrían acceder a una beca de 2 mil 400
pesos mensuales, aduciendo además

-Que ya no habrá rechazados, pues se garantizaría el
100 por ciento de inscripción a todos los jóvenes que
deseen ingresar a las universidades.1

Ya como presidente electo, López Obrador planteó cons-
truir 100 nuevas universidades en el país, con el fin de abrir
espacios a jóvenes para que pudieran seguir estudiando y
anticipó que todos los estudiantes de preparatoria, tendrían
una pensión o una beca mensual.2 Adicionalmente, comen-
tó que había alrededor de 300 mil jóvenes de escasos re-
cursos a quienes se les apoyaría económicamente para que
continuaran sus estudios.3

Una vez que asumió la presidencia, López Obrador decla-
ró que las 100 universidades, aún sin comenzar su cons-
trucción, iniciarían operaciones el 25 de marzo de 2019 en
sedes provisionales. A ellas se sumarían las 19 escuelas de
Morena inauguradas desde 2015, que no habían logrado el
registro de validez oficial.4

En el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 se planteó
que:

“El Programa Nacional de Becas para el Bienestar Be-
nito Juárez está dirigido a niñas, niños y jóvenes meno-
res de 18 años, cuyos hogares se encuentren en situación
de pobreza extrema y que estudien en una escuela pú-
blica, desde Educación Inicial y Básica, Educación Me-
dia Superior y Educación Superior. Está limitado a una
beca por familia y el apoyo es de 800 pesos mensuales
que serán entregados de manera bimestral al beneficia-
rio, ya sea mediante depósito en tarjeta bancaria, con
una orden de pago en sucursales o, cuando no haya otra
forma, en efectivo en mesas de pago. En el caso de los
niños, el apoyo se entregará a sus padres o tutores. La
duración será la misma que la del ciclo escolar (cinco
bimestres) y los beneficiarios deberán reincorporarse
anualmente al programa.”5

Por su puesto que la intención del programa de fortaleci-
miento de la educación en todos los niveles educativos y la
idea de apoyar a jóvenes de escasos recursos con becas pa-
ra continuar sus estudios, es una idea importante y que me-
rece todo el apoyo. 
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En nuestro país, el 38 por ciento de cobertura bruta en edu-
cación superior alcanzado en 2017-2018 sitúa al país en ran-
gos intermedios de logro en atención, que se consideran co-
mo escalas de comparación América Latina o los socios con
los cuales interactúa México en organismos internacionales,
tales como los 36 países de la Organización para la Coopera-
ción y el Desarrollo Económicos (OCDE). A modo de mues-
tra, en 2015, las tasas de cobertura eran de 71 por ciento en
Argentina y de 78 por ciento en Venezuela.6

Sin embargo, algunos especialistas y académicos han ad-
vertido problemas y malas repercusiones sobre el proyec-
to, tanto por sus dimensiones, como por la incertidumbre
sobre la validez oficial de los estudios, así como los disen-
sos sobre la contribución de esas universidades a la eleva-
ción de las tasas de continuación de las trayectorias escola-
res y desde luego, porque el financiamiento de las
Universidades Benito Juárez puede implicar una redistri-
bución de recursos que afecte, negativamente, proyectos
educativos ya muy consolidados.7

Por otra parte y dadas algunas evidencias periodísticas,
la imprecisión de los procedimientos, de los dispositivos
organizacionales y de la secuencia de las inversiones pa-
ra garantizar la institucionalización de las 100 universi-
dades y su puesta en competencia con otras institucio-
nes de educación superior, para el acceso a
presupuestos menguantes, son factores de riesgo, a los
que se suma sin lugar a dudas, el carácter potencial-
mente clientelista con el que se ha avanzado en un pro-
puesta, que hoy incluye, casi todos los niveles educati-
vos y un conjunto de becas sin claridad en su
asignación. 

Para el Presupuesto de Egresos de la Federación de 2019 se
autorizaron, a través del Secretaría de Educación Pública y
en diferentes ramos presupuestales, la cantidad total de 55
mil 568.0 millones de pesos, para las Becas Universales
para Estudiantes de Educación Media Superior Benito Juá-
rez, así como para la construcción, equipamiento y mante-
nimiento de los “planteles” de las Universidades para el
Bienestar Benito Juárez García.8

Sin embargo, estos programas, pese a considerarse co-
mo prioritarios de acuerdo al Anexo 26 del PEF 2019,
no se relacionaron como Programas sujetos a reglas de
operación (Anexo 25 del PEF 2019).

Pero de forma inexplicable porque ya la nueva administra-
ción tiene 10 meses en gestión, para 2020, la propuesta
del Ejecutivo federal en la totalidad de Anexos del Pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, para
el conjunto de Programas de la Becas Universales Benito
Juárez y Elisa Acuña, en casi todos los niveles educativos
(de educación básica a posgrado), así como los recursos
destinados a las Universidades para el Bienestar Benito
Juárez García, se incrementan en un 226 por ciento y se le
destinan un total de 181 mil 172 millones de pesos.
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Asimismo es preocupante que de todo este conjunto de
Programas, solamente se están proponiendo Reglas de
Operación del Programa de Becas de Educación Básica
para el Bienestar Benito Juárez y del Programa de Be-
cas Elisa Acuña, dejando el resto como prioritarios pe-
ro sin un esquema claro de asignación, ni de evaluación
de su operación e impacto.

La Comisión Económica para América Latina y el Caribe
(Cepal) ha determinado dentro de sus estudios y perspecti-
vas para educación superior y el desarrollo económico en
América Latina, que uno de los principales retos que en-
frentan las universidades públicas, es la necesidad de ab-
sorber la demanda en aumento de estudios profesionales y
de posgrado, inherente al rápido crecimiento de la pobla-
ción. Pero esta meta- dice- debe ser cumplida cabalmente
solamente, si la calidad de los estándares educativos se
mantiene o se eleva.9

Por otra parte, la Ley Federal de Presupuesto y Responsa-
bilidad Hacendaria determina en su artículo 75, que:

Los subsidios que ejerza el gobierno federal deberán suje-
tarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia,
publicidad, selectividad y temporalidad, para lo cual las de-
pendencias y entidades que los otorguen, entre otras cosas
deberán:

- Identificar con precisión a la población objetivo, tanto
por grupo específico como por región del país, entidad
federativa y municipio;

- Garantizar que los recursos se canalicen exclusiva-
mente a la población objetivo y asegurar que el meca-
nismo de distribución, operación y administración, faci-
lite la obtención de información y la evaluación de los
beneficios económicos y sociales de su asignación y
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aplicación; así como evitar que se destinen recursos a
una administración costosa y excesiva;

- Incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, su-
pervisión y evaluación que permitan ajustar las modali-
dades de su operación o decidir sobre su cancelación;

- En su caso, buscar fuentes alternativas de ingresos
para lograr una mayor autosuficiencia y una dismi-
nución o cancelación de los apoyos con cargo a re-
cursos presupuestarios;10

Y con el propósito de cumplir con estos deberes legales, el
artículo 77 de la Ley referida, establece que: se deben se-
ñalar en el Presupuesto de Egresos, los programas a través
de los cuales se otorguen subsidios y aquellos programas
que deberán sujetarse a reglas de operación. 

La Cámara de Diputados, en el Presupuesto de Egresos,
podrá señalar los programas a través de los cuales se
otorguen subsidios, que deberán sujetarse a reglas de
operación con el objeto de asegurar que la aplicación de
los recursos públicos se realice con eficiencia, eficacia,
economía, honradez y transparencia. Asimismo, se se-
ñalarán en el Presupuesto de Egresos los criterios gene-
rales a los cuales se sujetarán las reglas de operación de
los programas. 

Las dependencias y entidades a través de sus respecti-
vas dependencias coordinadoras de sector o, en su caso,
las entidades no coordinadas, serán responsables de
emitir las reglas de operación de los programas que ini-
cien su operación en el ejercicio fiscal siguiente o, en su
caso, las modificaciones a aquéllas que continúen vi-
gentes, previa autorización presupuestaria de la Secre-
taría y dictamen de la Comisión Federal de Mejora Re-
gulatoria sujetándose al siguiente procedimiento:

Las dependencias, las entidades a través de sus respec-
tivas dependencias coordinadoras de sector o, en su ca-
so, las entidades no coordinadas, deberán presentar a la
Secretaría, a más tardar el 21 de noviembre, sus pro-
yectos de reglas de operación, tanto de los programas
que inicien su operación en el ejercicio fiscal siguiente,
como las modificaciones a aquéllas que continúen 
vigentes.

Y de hecho también el artículo 78 de la multicitada Ley Fe-
deral de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, obli-
ga a que las dependencias, o las entidades del gobierno fe-

deral, a través de su respectiva dependencia coordinadora
de sector, realicen una evaluación de resultados de los
programas sujetos a reglas de operación, por conducto
de expertos, instituciones académicas y de investigación
u organismos especializados, de carácter nacional o in-
ternacional, que cuenten con reconocimiento y expe-
riencia en las respectivas materias de los programas.

No es posible que un presupuesto que se incrementa de esa
magnitud al 226 por ciento y que significa una cantidad
mayor del gasto autorizado de nuestra Universidad Nacio-
nal Autónoma de México, o mucho mayor que diferentes
secretarías de Estado, no esté en su totalidad sujeto a reglas
de operación, que permita a este Congreso y a la sociedad
en su conjunto, conocer con toda precisión el detalle del
gasto, y posibilite una evaluación estricta y externa del im-
pacto que genera ese presupuesto en la población objetivo
y en los propósitos que se plantea.

No estamos en contra de apoyar a la educación superior, ni
de incrementar el gasto educativo, ni de incentivar a jóve-
nes de escasos recursos o de grupos vulnerables con subsi-
dios, pero justo porque se trata de una importante inversión
social y justo porque merecen todo el apoyo esos jóvenes
y sus familias, este gasto debe sujetarse a la Ley, que ya
contempla los mecanismos necesarios para el control
del ejercicio del gasto que impida discrecionalidad y pa-
ra evaluar sus resultados de forma transparente.

Por todo lo anteriormente expuesto y fundado, la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión aprueba
el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión solicita a los titulares de la Secretaría de
Educación Pública y del Organismo Coordinador de las
Universidades para el Bienestar Benito Juárez García:

1) Lleven a cabo sus proyectos de reglas de operación
de la totalidad de los Programas de Becas para el Bien-
estar Benito Juárez y Elisa Acuña, de todos los niveles
educativos, así como del Programa de Universidades
para el Bienestar Benito Juárez García, para remitirlas
antes del 21 de noviembre de 2019 a la Comisión Fede-
ral de Mejora Regulatoria en los términos del artículo 77
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria.
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2) Se haga del conocimiento público y bajo el principio de
máxima publicidad, cada uno de los trámites para la auto-
rización de las Reglas de Operación.

Fuentes consultadas

1 Presenta AMLO 10 compromisos por la educación en México 

https://lopezobrador.org.mx/2018/05/12/104356/

2 https://politica.expansion.mx/presidencia/2018/07/11/lopez-obrador-
promete-crear-100-nuevas-universidades-publicas

3 Ibídem

4 https://www.animalpolitico.com/2019/03/100-nuevas-universidades-
amlo-benito-juarez/

5 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5565599&fecha=
12/07/2019

6 https://educacion.nexos.com.mx/?p=1736

7 Ibídem

8 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/PEF_2019_281218.
pdf

9 La educación superior y el desarrollo económico en América Latina
en

https://repositorio.cepal.org/bitstream/handle/11362/4884/S20093
34_es.pdf?sequence=1

10 http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFPRH_301215.pdf

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 24 días de sep-
tiembre de 2019.— Diputada Dulce María Sauri Riancho (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Educación, para dictamen.

SE INICIE UN PROCEDIMIENTO SANCIONADOR
EN CONTRA DEL PRESIDENTE MUNICIPAL DE

JALTENCO, ESTADO DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
gob a iniciar un procedimiento sancionador contra el alcal-
de de Jaltenco, México, por haber incurrido en la infrac-
ción prevista en el artículo 56 de la Ley sobre el Escudo, la
Bandera y el Himno Nacionales, a cargo del diputado Ma-
rio Alberto Ramos Tamez, del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano

El que suscribe, diputado Mario Alberto Ramos Tamez, in-
tegrante de la LXIV Legislatura en la Cámara de Diputados
del honorable Congreso de la Unión, del Grupo Parlamen-
tario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en los ar-
tículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 1, fracción
II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de esta soberanía proposición con
punto de acuerdo por el que la Cámara de Diputados ex-
horta a la Secretaría de Gobernación a iniciar procedimien-
to sancionador en contra del presidente municipal de Jal-
tenco, estado de México, por haber incurrido en la
infracción contenida en el artículo 56, fracción VII, de la
Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, el
con base en las siguientes: 

Consideraciones

Los símbolos patrios son elementos fundamentales de
nuestra identidad nacional, mismos que se remontan al si-
glo XIX cuando después de la lucha de independencia se
requería de símbolos que le permitieran al pueblo mexica-
no reconstruirse e identificarse, logrando este cometido
hasta provocar que cada que escuchamos o vemos alguno
de nuestros símbolos patrios nos hace que se nos inflame el
pecho de orgullo y respeto por ellos.

Todos nuestros símbolos tienen un significado e historia
que los define y ello nos obliga a respetarlos por todo el
significado que conllevan. Por ejemplo, nuestra bandera
nacional tiene su primer antecedente en la bandera del
Ejército Trigarante, cuando en el periodo post independen-
tista, el Ejército comandado por Vicente Guerrero y Agus-
tín de Iturbide decidió que la bandera fuera tricolor y que
los colores aludieran a la unión entre americanos y europe-
os, representado en el color rojo; el verde a la Independen-
cia y el blanco a la fe de los mexicanos. Posteriormente a
este hecho, nuestra bandera fue modificada de manera de-
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finitiva y se incorporó en sus elementos el escudo nacional,
que agregaba componentes de origen prehispánicos.

El escudo nacional es otro de nuestros símbolos patrios,
que alude a la fundación de Tenochtitlan incluida en el Có-
dice Mendocino, en el cual el dios Huitzilopochtli dio la
indicación de viajar a la tierra prometida, señalando que la
identificación del sitio sería a través de un águila posada
encima de un nopal, devorando una serpiente. Es a partir de
este mito que el águila comenzó a utilizarse como símbolo
de identidad nacional, siendo utilizado, inclusive, en el rei-
nado de Carlos V.1

Es a partir de estos dos símbolos patrios que surge la ban-
da presidencial, la cual “constituye una forma de represen-
tación de la Bandera Nacional y es el emblema del Poder
Ejecutivo federal, por lo que solo podrá ser usada por el
presidente de la república…”.2 El uso de la banda presi-
dencial, conforme el artículo 35 de la Ley sobre el Escudo,
la Bandera y el Himno Nacionales, se limita solo a cuatro
eventos; en la transmisión del Poder Ejecutivo federal; al
rendir el informe anual ante el Congreso de la Unión; en la
conmemoración del Grito de Dolores, y al recibir cartas
credenciales de embajadores y ministros acreditados ante
el gobierno mexicano.

Esta solemnidad en el uso se entiende a partir del respeto
que se le debe de guardar a este símbolo representativo de
la bandera nacional, por ello es importante mantener este
respeto intacto y quien haga uso de estos símbolos con el
propósito de hacerse promoción personal a partir de rom-
per la solemnidad del uso debe de ser sancionado, tal y co-
mo lo establece la misma Ley sobre el Escudo, la Bandera
y el Himno Nacionales. Este respeto es más exigible a
quienes juraron guardar y hacer guardar la Constitución
mexicana y las leyes que de ella emanen, solo que hay
quienes incumpliendo este mandato hacen mal uso de los
símbolos patrios para satisfacer anhelos de grandeza.

Tal es el caso del alcalde del municipio de Jaltenco, estado
de México, José Rosario Romero Lugo, quien el pasado 15
de septiembre, durante la ceremonia del Grito de Indepen-
dencia usó una banda que hacía alusión a la banda presi-
dencial, cabe señalar la conducta que constituye la infrac-
ción se realizó de forma continuada y reiterada, ya que se
llevó a cabo en dos ceremonias de Grito de Independencia
en las dos comunidades del municipio: San Andrés y Albo-
rada. Además, durante el convivio posterior al interior del
Palacio Municipal, en donde se tomó fotografías con di-
versas personas e inclusive lo publicó en sus redes sociales

personales, así como en la página oficial del ayuntamiento
de Jaltenco.

Este hecho fue retomado por diversos medios de comuni-
cación, siendo objeto de innumerables muestras de rechazo
e indignación por distintos usuarios de las redes sociales.3

La Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Naciona-
les establece la solemnidad del uso de los símbolos patrios,
pero también contempla las sanciones a las que son acree-
dores quienes incumplan con la ley. El capítulo séptimo de
la ley establece la competencia y sanciones, enunciando lo
siguiente:

Artículo 55. Compete a la Secretaría de Gobernación vigi-
lar el cumplimiento de esta Ley; en esa función serán sus
auxiliares todas las autoridades del país. Queda a cargo de
las autoridades educativas vigilar su cumplimiento en los
planteles educativos. Lo anterior se llevará a cabo de con-
formidad con los reglamentos correspondientes.

Artículo 56. Constituyen infracción a esta Ley las con-
ductas siguientes:

VII. Portar la banda presidencial;

Artículo 56 Quintus. A los infractores de la presente
Ley, se les podrá imponer una o varias de las sanciones
siguientes: 

I. Amonestación con apercibimiento;

II. Multa de hasta diez mil veces el valor de la unidad de
medida y actualización al momento de cometerse la 
infracción;

III. Multa adicional a la prevista en la fracción anterior
de hasta diez mil veces el valor de la unidad de medida
y actualización, por cada día que persista la infracción;

IV. Arresto hasta por treinta y seis horas, y

V. Las demás que establezcan otras disposiciones jurídi-
cas aplicables.

Este tipo de actos deben ser sancionados, con el propósito
de mantener el respeto de los símbolos patrios, esta peti-
ción es aún más exigible cuando quien incumplió el man-
dato es una autoridad electa por el voto ciudadano y es el
responsable de hacer valer la ley; además se trata de un ac-
to totalmente voluntario, tanto que fue el propio alcalde
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quien portó la banda en dos actos cívicos realizados en el
municipio y subió la foto a su perfil de una red social.

Cabe destacar que ya existe precedente de sanciones por la
comisión de este tipo de infracciones, es el caso del alcal-
de del municipio de San Bartolo el Seco, Puebla, a quien el
director general de Cultura Democrática y Fomento Cívico
de la Secretaría de Gobernación le instauró un procedi-
miento administrativo sancionador por haber portado la
banda presidencial durante los festejos patrios del 15 de
septiembre de 2014, y a quien que se determinó la imposi-
ción de una sanción económica, que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación confirmó y mediante la cual nuestro
máximo tribunal judicial resolvió que “la banda presiden-
cial es un emblema del Ejecutivo federal, quien encabeza
la administración pública federal, comandada por las Fuer-
zas Armadas y representa al Estado Mexicano, por lo que
solo él puede portar dicho emblema”.4

En este sentido, solicito a esta soberanía exhortar al secre-
tario de Gobernación para que, a través de la Dirección
General de Cultura Democrática y Fomento Cívico de la
Secretaría de Gobernación, instaure un procedimiento san-
cionador al presidente municipal de Jaltenco, estado de
México por haber cometido la infracción contenida en ar-
tículo 56, fracción VII, de la Ley sobre el Escudo, la Ban-
dera y el Himno Nacionales, al portar la banda presidencial
durante los festejos del Grito de Independencia del 15 de
septiembre de 2019, considerando que dicha conducta fue
reiterativa y continuada al portarla durante un periodo de
tiempo y en dos ceremonias distintas con lapso de tiempo
entre ellas.

Por lo anteriormente expuesto someto a su consideración la
siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Gobernación a iniciar
procedimiento sancionador en contra del presidente munici-
pal de Jaltenco, estado de México, por haber incurrido en la
infracción contenida en el artículo 56, fracción VII, de la Ley
sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al ayuntamiento de Jaltenco, estado
de México, a promover, en el ámbito de su respectiva com-
petencia, el culto y respeto a los símbolos patrios, en sus
posteriores ceremonias oficiales y solemnes. 

Notas

1 “Historia de la Bandera de México actualizada 2019”, Revista Méxi-
co Desconocido, articulo que puede ser consultado en la página elec-
trónica: 

https://www.mexicodesconocido.com.mx/historia-de-la-bandera-
de-mexico.html

2 Ley sobre el Escudo, la Bandera y el Himno Nacionales, la cual pue-
de ser consultada en la siguiente página electrónica, 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/213_301118.pdf

3 Notas Periodísticas: https://mvsnoticias.com/noticias/estados/alcal-
de-de-jaltenco-edomex-luce-banda-presidencial-en-festejos-de-grito-
de-independencia/ y 

https://politico.mx/minuta-politica/minuta-politica-estados/alcal-
de-de-jaltenco-us%C3%B3-banda-presidencial-falsa-le-llueven-
cr%C3%ADticas/

4 Amparo en Revisión 171/2017, Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, Ponente José Ramón Cossío Díaz, 

http://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/Detalle-
Pub.aspx?AsuntoID=211832

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputado Mario Alberto Ramos Tamez (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

SE INVESTIGUEN LOS ACONTECIMIENTOS 
OCURRIDOS EN LA LAGUNA DEL CARPINTERO,

MUNICIPIO DE TAMPICO, TAMAULIPAS

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Pro-
fepa y la Seduma de Tamaulipas a esclarecer los hechos e
iniciar investigaciones por lo ocurrido en la Laguna del
Carpintero, Tampico, a cargo de la diputada Olga Patricia
Sosa Ruiz, del Grupo Parlamentario del PES

La que suscribe, diputada Olga Patricia Sosa Ruiz, del Gru-
po Parlamentario del Partido Encuentro Social en la LXIV
Legislatura de la honorable Cámara de Diputados, con fun-
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damento en lo dispuesto en el artículo 6, numeral 1, frac-
ción I; 79, numeral 1, fracción II, y numeral 2 fracción I del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración del pleno la siguiente proposición con punto de
acuerdo, al tenor de las siguientes

Consideraciones

Primera. El pasado 17 y 18 de septiembre del año en cur-
so en la ciudad de Tampico, Tamaulipas, habitantes y va-
rios medios de comunicación locales y estatales registraron
un gran número de peces muertos entre los que se encon-
traban especies acuíferas como robalo, carpa, mojarra pla-
teada, bagre y liza en el Canal de la Cortadura y en la La-
guna del Carpintero.

Segunda. De acuerdo con cálculos preliminares, la canti-
dad de especies muertas rebasa la tonelada.

Tercera. En las mismas fechas, la Secretaría de Servicios
Públicos de Tampico llevó a cabo un operativo con el ob-
jeto de retirar las especies muertas que se encontraban en
el lugar indicado, evitando con ello daños ambientales, po-
sibles infecciones respiratorias u otro tipo de afectaciones.

Cuarta. Al lugar de los hechos llegaron inspectores de la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente, con el fin
de inspeccionar el área y poder establecer las causas de
mortandad de las especies marinas.

Quinta. De acuerdo con los Inspectores que acudieron al lu-
gar de los hechos, reconocieron que desconocen las causas de
lo ocurrido, sin embargo, dentro de las hipótesis que se seña-
lan son: la de descarga de cloro, diésel y aceite quemado en
el área, la falta de oxigenación del agua y el clima.

Sexta. Corresponde a las autoridades tanto federales, esta-
tales, como municipales, defender y proteger a nuestro me-
dio ambiente bajo los más altos y estrictos niveles de 
compromiso.

Séptima. En caso de que los hechos reafirmen la tragedia
ambiental causada por la irresponsabilidad humana, éste no
debe de quedar impune y ser castigado, con apego al marco
jurídico ambiental y penal, contra quien resulte responsable.

Por todo lo anterior, pongo a consideración de esta sobera-
nía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados exhorta de ma-
nera respetuosa a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente y a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Medio
Ambiente del gobierno del estado de Tamaulipas, a hacer pú-
blicos los estudios técnicos o cualquier otra información res-
pecto de los hechos ocurridos en el Canal de la Cortadura y
en la Laguna del Carpintero, en Tampico, Tamaulipas.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta de
manera respetuosa a la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente y a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Me-
dio Ambiente del gobierno del estado de Tamaulipas desti-
nen lo recursos técnicos y de personal necesarios, a fin de
determinar la responsabilidad de quien provocó los hechos
descritos.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados exhorta de
manera respetuosa a la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente y a la Secretaría de Desarrollo Urbano y Me-
dio Ambiente del gobierno del estado de Tamaulipas le-
vanten las actas correspondientes y realicen las investiga-
ciones correspondientes contra quien resulte responsable
por daños ecológicos a la fauna marina y al ecosistema.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Olga Patricia Sosa Ruiz (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Medio Ambiente, Sustentabi-
lidad, Cambio Climático y Recursos Naturales, para
dictamen.

EXHORTO AL EJECUTIVO FEDERAL A
INICIAR EL PROCESO DE NOMBRAMIENTO 

DEL TITULAR DE LA PRODECON

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Eje-
cutivo federal a iniciar el proceso de nombramiento del ti-
tular de la Prodecon, suscrita por el diputado Antonio Or-
tega Martínez e integrantes del Grupo Parlamentario del
PRD

Quien suscribe, Antonio Ortega Martínez, integrante del
Grupo parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
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6, numeral 1, fracción I, y 79, numerales 1, fracción II, y 2,
fracción II, del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta asamblea la presente proposi-
ción con punto de acuerdo, al tenor de lo siguiente:

Consideraciones

1. El artículo 31, fracción IV Constitucional establece que:
“Son obligaciones de los mexicanos: IV.- Contribuir para
los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito
Federal o del Estado o Municipio en que residan, de la ma-
nera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.”1

Como consecuencia de la reforma fiscal de 2004, el 5 de
enero de ese mismo año se publicó en el Diario Oficial de
la Federación una adición al artículo 18-B en el Código
Fiscal de la Federación, donde se estableció por primera
vez que la protección y defensa de los derechos e intereses
de los contribuyentes en materia fiscal estaría a cargo de
Prodecon.

Artículo 18-B.- La protección y defensa de los derechos
e intereses de los contribuyentes en materia fiscal y ad-
ministrativa, estará a cargo de la Procuraduría de la De-
fensa del Contribuyente, correspondiéndole la asesoría,
representación y defensa de los contribuyentes que soli-
citen su intervención, en todo tipo de asuntos emitidos
por autoridades administrativas y organismos federales
descentralizados, así como, determinaciones de autori-
dades fiscales y de organismos fiscales autónomos de
orden federal.2

2. No fue sin embargo hasta el 4 de septiembre de 2006,
que la Prodecon surge por Decreto de Ley al publicarse en
el Diario Oficial de la Federación su Ley Orgánica, misma
que fue impugnada por el Procurador General de la Repú-
blica ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación me-
diante la acción de inconstitucionalidad 38/20063 resuelta
el 16 de mayo de 2008, publicándose con sus últimas re-
formas el 7 de septiembre de 2009.

3. El 28 de abril del 2011 de una terna propuesta por el ti-
tular del Ejecutivo Federal fue electa por el Senado de la
República la licenciada Diana Bernal Ladrón de Guevara
como primer Ombudsman fiscal en México, previa compa-
recencia del 25 de abril del mismo año ante las Comisiones
Unidas de Hacienda y Crédito Público y de Estudios Le-
gislativos. A partir del nombramiento de la Procuradora y
de conformidad con su Ley Orgánica, Prodecon contó con

120 días para entrar en funciones, por lo que el 1 de sep-
tiembre del 2011 abrió sus puertas al público.

4. Artículo 9.- La designación del Procurador de la Defen-
sa del Contribuyente, será realizada por el Senado de la Re-
pública o, en su caso, por la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, de entre la terna que someta a su
consideración el Presidente de la República.4

5. En cumplimiento de lo establecido en su ley Orgánica la
titular de este organismo público, Diana Bernal Ladrón de
Guevara. Llegó a la Prodecon, en el 2011 tras ser pro-
puesta en la terna del entonces presidente Felipe Calderón,
mientras que en el 2015 el expresidente Enrique Peña Nie-
to la propuso para un segundo periodo, el cual acabó el pa-
sado 30 de abril. Desde entonces, el ombudsman fiscal, no
tiene un titular por lo que Luis Salinas, subprocurador de
Análisis Sistémico de la Prodecon, está como encargado
de despacho.

6. A ocho años de abrir sus puertas, la Procuraduría de la
Defensa del Contribuyente alcanzó la cifra de 1 millón 68
mil 500 servicios brindados a los pagadores de impuestos,
lo cual representa un crecimiento total de 8 mil 921 por
ciento, al comparar los 2 mil 874 contribuyentes que aten-
dió en su primer año de operación, comprendido del 1 de
septiembre de 2011 al 31 de agosto de 2012, contra los 259
mil 264 servicios proporcionados en su octavo año, que va
del 1 de septiembre de 2018 al 28 de agosto de 2019.5

En los años que ha estado en funciones la Prodecon ha
atendido invariablemente a más de 100 mil contribuyentes
por ejercicio fiscal. Para 2015 cerró con 114 mil 464 soli-
citudes de servicio, mientras que, en 2016: 150 mil 165, en
2017: 210 mil 921 y para 2018 se reportaron; 273 mil 465.
Para este año, hasta el 28 de agosto se reportan 193 mil 089
casos.

7. Es importante destacar la sustancial labor social realiza-
da por la Procuraduría en beneficio de los contribuyentes
más vulnerables y de menores ingresos, pues del total de
pagadores de impuestos atendidos, el 84 por ciento corres-
ponde a personas físicas, principalmente asalariados, pen-
sionados o jubilados y el 89 por ciento de sus problemáti-
cas no rebasan los 20 mil pesos.

8. El Paquete Económico 2020 contempla cambios en el
Servicio de Administración Tributaria (SAT) para reforzar
sus capacidades en la recaudación de impuestos y con ello
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el país pueda contar con mayores ingresos, adelantó el se-
cretario de Hacienda y Crédito Público (SHCP)6 Arturo
Herrera. Es decir, el planteamiento para el próximo año se-
rá la búsqueda de una recaudación mayor a través de una
mayor supervisión y de una reinversión en el SAT. La pro-
puesta fiscal para el siguiente año también establece la
obligación de las empresas contratantes de servicios de la
subcontratación laboral, de retener y enterar el IVA causa-
do por el arrendamiento de este tipo de servicios. 

Pero la Ley de Ingresos no sólo establece medidas contra
empresas para incrementar la recaudación, también prevé
que quienes rentan una vivienda paguen el ISR, igual que
quienes se dedican a las ventas por catálogo. Lo anterior
nos lleva a pensar en la importancia que tendría la Prode-
con, y sus actividades en el próximo año fiscal pues ante la
nueva realidad debemos pensar en el compromiso que re-
presenta una mejor y más eficiente recaudación, en corres-
pondencia con la creación de este instituto las actividades
de fiscalización deberán estar sujetas al respeto de los De-
rechos Humanos.

En este sentido hablar de derechos humanos de los contri-
buyentes es referirse a los principios materiales de justicia
tributaria previstos en el artículo 31, fracción IV, constitu-
cional: legalidad, equidad, proporcionalidad y destino al
gasto público que, a la luz de la doctrina y su posterior re-
cepción por parte de la Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción, se identifican con capacidad contributiva, igualdad
tributaria, reserva de ley y destino al gasto público. En vir-
tud de lo anterior y de la importancia de brindar la debida
atención para que los contribuyentes estén protegidos fren-
te a la nueva realidad fiscal que así lo demanda propone-
mos lo siguiente. 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, someto a consi-
deración de esta asamblea la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión exhorta al titular del Ejecutivo federal para que, en
cumplimiento de sus facultades referidas en el artículo 9 de
la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contri-
buyente, envíe a la brevedad la terna propuesta que proceda
a iniciar el proceso de nombramiento del o la titular de la Pro-
curaduría de la Defensa del Contribuyente.

Notas

1. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (s.f.). Cá-
mara de Diputados. Ciudad de México. Recuperado el 15 de septiem-
bre de 2019, de 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_090819.pdf

2. Código Fiscal de la Federación. (s.f.). Recuperado el 14 de septiem-
bre de 2019, de Cámara de Diputados: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/8_160519.pdf.

3. Sentencia de veintiséis de febrero de 2008, Suprema corte de Justi-
cia de la Nación. (s.f.). Diario Oficial de la Federación. Recuperado el
15 de septiembre de 2019, de 

https://www.dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?codno-
ta=5034470&fecha=16/05/2008&cod_diario=213178

4. Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente.
(s.f.). Cámara de Diputados. Recuperado el 14 de septiembre de 2019,
de 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LOPDC.pdf

5. Prodecon Cumple 8 años de operación. (29 de agosto de 2019). Bo-
letín 003 / 2019. Recuperado el 15 de septiembre de 2019, de 

http://www.prodecon.gob.mx/Documentos/BoletinesPren-
sa/2019/Nacional/BoletinPrensa-03-Oficinas%20centrales%20
CDMX-2019/boletin_003_2019.pdf

6. Jiménez, J. L. (10 de septiembre de 2019). El sol de México. Recu-
perado el 15 de septiembre de 2019, de 

https://www.elsoldemexico.com.mx/finanzas/herrera-niega-terro-
rismo-fiscal-del-sat-4160589.html

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputado y diputada: Antonio Ortega Martínez, Verónica Beatriz
Juárez Piña (rúbricas).»

Se turna a la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
para dictamen.
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CAMPAÑA NACIONAL DE EDUCACIÓN,
CONCIENTIZACIÓN Y PREVENCIÓN DE 
LOS SÍNTOMAS DE CÁNCER INFANTIL

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa y
sus homólogas estatales a promover una campaña nacional
de educación, toma de conciencia y prevención de los sínto-
mas de cáncer infantil, a cargo de la diputada Ana Patricia Pe-
ralta de la Peña, del Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Ana Patricia Peralta de la Peña, integran-
te del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en
la fracción I del numeral 1 del artículo 6 y el artículo 79,
numeral 1, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, somete a consideración de esta asamblea la pre-
sente proposición con puntos de acuerdo, al tenor de la
siguientes

Consideraciones

El Centro Nacional para la Salud de la Infancia y la Ado-
lescencia estima que en México hay anualmente entre 5 mil
y 6 mil casos nuevos de cáncer en menores de 18 años. El
promedio anual de muertes por cáncer infantil en la última
década es de 2 mil 150 defunciones. El cáncer infantil se ha
convertido en la principal causa de muerte por enfermedad
en mexicanos entre 5 y 14 años de edad.1

Es creciente el número de casos de éxito en la recuperación
del cáncer en menores de edad, pero en el país continua-
mos por debajo de los estándares de países desarrollados,
en donde se espera que el 80 por ciento de los pacientes
diagnosticados con esta enfermedad se curen. Actualmen-
te, el índice de sobrevida estimada en México es de 56 por
ciento del diagnóstico.

Lo anterior deja ver que el cáncer es curable si se detecta a
tiempo. Desafortunadamente, 75 por ciento de los casos de
cáncer en menores de 18 años en México se diagnostican
en etapas avanzadas de la enfermedad; este hecho incre-
menta considerablemente la duración y el costo del trata-
miento, a la vez que disminuye significativamente las po-
sibilidades de curación.

Se requiere un acceso efectivo a una red de servicios de sa-
lud donde el personal de primer contacto posea competen-
cias necesarias para la detección y referencia oportuna de
las personas con sospecha de cáncer a la unidad médica
acreditada o unidad especializada de referencia para pa-

cientes oncológicos pediátricos que cuente con personal e
infraestructura especializada para su atención.2

Hay síntomas que se pueden identificar tempranamente pa-
ra que el niño o adolescente sea tratado por el médico y és-
te tome acciones para brindar una mejor atención al pa-
ciente. En este sentido, se deben emprender acciones en
conjunto para prevenir el cáncer, tales como: actividades
de promoción para la salud tendientes a disminuir factores
de riesgo en la población, desarrollar entornos saludables,
reforzar la participación social, reorientar los servicios de
salud hacia la prevención e impulsar políticas púbicas con
una visión integral.

Aumentar las posibilidades de supervivencia depende de
diversos factores, entre ellos: que los pacientes tengan ac-
ceso universal al sistema de salud; que los médicos de pri-
mer contacto sospechen y detecten oportunamente la en-
fermedad; que envíen al paciente a un centro de referencia
acreditado y que ahí reciba un tratamiento exitoso. Sin em-
bargo, ocurre que pueden pasar más 100 días para que el
paciente pase del primero al tercer nivel de atención, lo que
provoca que la enfermedad avance y la recuperación sea
más difícil de tratar.

Con estos datos no cabe duda de lo silencioso y peligroso
que es el cáncer infantil, a pesar de las campañas que se
han realizado estas no han sido suficientes, por lo tanto, ha-
bría que preguntarse ¿Qué hace falta para lograr una detec-
ción temprana?, ¿qué medidas de urgencia se han tomado
para informar a la población sobre la gravedad y la falta de
detección oportuna?

Septiembre es el mes que se eligió de manera internacional
para conmemorar la concientización del cáncer Infantil; du-
rante este mes se expresa el apoyo y solidaridad para crear
conciencia de que toda persona puede estar expuesta a esta
enfermedad. Diversas instituciones realizan campañas para
detectar en los menores de edad los síntomas de este padeci-
miento, detectar los síntomas de cáncer en los niños y ado-
lescentes de manera temprana aumenta en 80 por ciento la
eficacia del diagnóstico y tratamiento, por ello es necesario
enfatizar las campañas. Es un mes para expresar apoyo y so-
lidaridad, pero también para crear conciencia de que a toda
persona le puede ocurrir en cualquier momento y hay que es-
tar alerta para detectar los signos y síntomas de sospecha de
cáncer infantil, ya que las mayores posibilidades de curación
se dan cuando se diagnostica la enfermedad a tiempo, ya que
no hay manera de prevenirla antes que se desarrolle.
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Dado que, por lo general, el cáncer en la infancia y adoles-
cencia no se puede prevenir, la estrategia más eficaz para
reducir su carga consiste en centrarse en el diagnóstico pre-
coz y correcto, seguido de una terapia eficaz; por ello co-
mo legisladores no podemos dejar que este padecimiento
siga invisible a los ojos de nuestras instituciones de salud,
ya que a nosotros nos compete directamente promover que
la ley se cumpla y que se proteja a los niños, niñas y ado-
lescentes que padecen este silencioso mal.

El diagnóstico es importante en todos los entornos y au-
menta la supervivencia en muchos cánceres. Se tiene que
enfatizar los programas para promover el diagnóstico pre-
coz y correcto en México; ya que el cáncer infantil se aso-
cia a diversos síntomas de alerta que pueden ser detectados
por las familias y por profesionales sanitarios de atención
primaria capacitados. El diagnóstico correcto da la posibi-
lidad para tratar de manera oportuna a los niños, niñas y
adolescentes.

Es urgente combatir el problema del cáncer infantil en Mé-
xico, y el verdadero reto pasa por aumentar el número de
vidas que se logran llevar a edad adulta de una manera ple-
na. Actualmente, en México el índice de sobrevida ronda
entre 30 y 50 por ciento, según la región del país, mientras
que en Estados Unidos ha alcanzado 90 por ciento.

Desafortunadamente, persisten condiciones de margina-
ción y pobreza que impiden que algunos pequeños lleguen
a los centros regionales. Además, los médicos generales no
consideran el cáncer infantil como una enfermedad emer-
gente y muchos de los diagnósticos preventivos pasan in-
advertidos.

El sistema de salud mexicano ha logrado encauzar a duras
penas una situación que empezaba a ser crítica. Los medi-
camentos de primera línea suelen llegar de forma regular a
hospitales con áreas de oncología pediátrica, aunque el dé-
ficit de infraestructura y personal especializado resulta pre-
ocupante: en México se cuenta con sólo 151 oncólogos pe-
diatras, una cifra muy por debajo del número necesario
para atender a la población afectada.

Por lo anterior debemos enfatizar esfuerzos, y septiembre,
Mes de Concientización del Cáncer Infantil, nos brinda
la oportunidad de cambiar, de promover, de incentivar po-
líticas públicas, programas acciones y medidas que puedan
ayudar a la infancia y adolescencia a luchar por sus vidas.
Durante todo septiembre y todos los meses debe haber una
lucha contra el cáncer infantil.

El Mes de Concientización del Cáncer Infantil nos re-
cuerda con urgencia el trabajo que tienen que realizar todas
las instituciones involucradas para alcanzar políticas públi-
cas y leyes que establezcan un modelo de atención que per-
mita la detección temprana y el acceso a un tratamiento in-
tegral y oportuno.

Por ello en septiembre nos vamos a pintar de dorado, y los
otros meses enfatizaremos la lucha a favor de los niños y
niñas mexicanas con cáncer y muy en especial a los que
menos recursos tienen. No queremos que la necesidad y la
distancia sean motivo para que un niño pierda la batalla.

Los medicamentos son otra parte fundamental en los trata-
mientos, y su aplicación no admite retrasos, por lo que los
presupuestos y las compras oportunas son importantes pa-
ra que funcione todo el sistema de atención, dentro y fuera
de los hospitales. La falta de recursos imposibilita el cum-
plimiento del derecho a la salud previsto en el artículo 4o.
constitucional, ya que hay desabasto de medicamentos y
retraso en los tratamientos. Aunado a lo anterior, se requie-
re asegurar la suficiencia de personal especializado, mate-
rial y equipo médico, y la operación de una red de hospita-
les locales y regionales para la atención del cáncer infantil,
tema aún pendiente.

Como se ha señalado, septiembre es el mes para que ha-
blemos y discutamos sobre estos temas. Por lo anterior, a
partir de este mes establezcamos como legisladores solu-
ciones reales contra el cáncer infantil.

En virtud de lo expuesto me permito someter a considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud y
sus homólogas estatales para que en el ámbito de sus fa-
cultades, los sistemas de salud cuenten con puntualidad y
bajo los criterios de aplicación de medicamentos ya defini-
dos en los protocolos de atención médica para los diferen-
tes padecimientos de cáncer infantil.

Segundo. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud pa-
ra que promueva una campaña nacional de educación, con-
cientización y prevención de los síntomas cáncer de infan-
til, a fin de informar y crear conciencia sobre la situación
real del cáncer infantil en México.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2019 / Apéndice 91



Tercero. La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de Salud y
sus homólogas para que se dé acceso a los niños, niñas y
adolescentes con cáncer, a una atención médica de calidad,
continua y con arreglo a los tratamientos definidos en los
protocolos de atención médica y se otorguen condiciones
de calidad que favorezcan mayores niveles de sobrevida.

Notas

1 Véase Cáncer infantil en México, Centro Nacional para la Salud de
la Infancia y la Adolescencia, 24 de agosto de 2015. Consultado el 10
de octubre de 2018. Disponible en 

https://www.gob.mx/salud/censia/articulos/cancer-infantil-en-me-
xico-130956?state=published

2 Ibídem.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Ana Patricia Peralta de la Peña (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

POLÍTICAS PÚBLICAS DE EFICIENCIA DE GASTO
Y DE SUMINISTRO DE MEDICAMENTOS EN EL

SISTEMA NACIONAL DE SALUD

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Ssa
a promover políticas de eficiencia de gasto y suministro de
medicamentos de todas las instituciones del Sistema Na-
cional de Salud, a cargo del diputado Luis Eleusis Leóni-
das Córdova Morán, del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Luis Eleusis Leónidas Córdova Morán,
diputado federal del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional en la LXIV Legislatura, con fun-
damento en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 79, nu-
meral 2, 113 y demás aplicables del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del pleno de
esta soberanía la siguiente proposición con punto de acuer-
do de urgente u obvia resolución con la siguiente

Exposición de Motivos

A lo largo del presente año, pacientes, familiares y organi-
zaciones de la sociedad civil se han manifestado por el des-

abasto de medicamentos en distintas instituciones públicas
del Sistema Nacional de Salud. 

El caso más reciente, a finales de agosto, cuando un grupo
de padres de niños en tratamiento oncológico en el Hospi-
tal Infantil de México Federico Gómez bloqueó los accesos
3 y 4 de la terminal 1 del Aeropuerto Internacional de la
Ciudad de México (AICM) ante la carencia de medica-
mentos esenciales para el tratamiento del cáncer, en gene-
ral, y para tratar la leucemia linfoblástica, en particular.

Esta última “crisis” se zanjó mediante un “préstamo” de
400 frascos de 500 miligramos del fármaco metrotexate
por parte del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS).
Sin embargo, no es esta la forma idónea de operación de las
instituciones públicas de salud.

Aún más, esta denuncia no es un caso aislado. En junio pa-
sado, derechohabientes del Instituto de Seguridad y Servi-
cios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE) se
manifestaron en la Ciudad de México por la falta de medi-
camentos retrovirales. Un mes antes, pacientes y organiza-
ciones de la social civil marcharon en la capital del país por
la omisión de medicinas para el puntual tratamiento de es-
ta enfermedad para los beneficiarios del Seguro Popular. 

Si bien el Dr. Jorge Alcocer Varela, titular de la Secretaría
de Salud, aseguró que el abasto de medicinas está garanti-
zado; organizaciones no gubernamentales aseguran lo con-
trario. “El desabasto de medicamentos no solo ocurre con
los fármacos contra el cáncer y antirretrovirales, sino que
afecta al 50% de los pacientes que eran atendidos por el Se-
guro Popular”, afirmó Carlos Castro, presidente ejecutivo
de la Asociación ALE, en el foro “En salud, primero los
más vulnerables”, realizado el pasado 28 de agosto.

Confirman la vulnerable situación de los servicios de sa-
lud, el hecho de que este sector encabeza las quejas recibi-
das durante 2019 por la Comisión Nacional de Derechos
Humanos (CNDH). De las 4,666 quejas que ha recibido es-
te organismo autónomo, 58% recaen en el sector salud, y
de este universo, al menos 12.35% versan sobre la omisión
de suministrar medicamentos. Estas cifras son solo una
muestra del área de oportunidad que enfrenta en este as-
pecto el Sistema Nacional de Salud, puesto que son solo al-
gunos los casos que recurren a la CNDH para la defensa de
su derecho a la protección de la salud. 

Cabe precisar en este punto que, tanto el derecho interna-
cional como el nacional, reconocen el derecho a la protec-
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ción de la salud como un derecho fundamental1 del ser hu-
mano y, por ende, es una responsabilidad del Estado su
efectiva satisfacción.

Para comprender los alcances del derecho a la protección
de la salud, la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN), máximo órgano judicial y tribunal constitucional,
interpretó en la tesis XIX/2000 con el rubro “Salud. El de-
recho a su protección, que como garantía individual consa-
gra el artículo 4o. constitucional, comprende la recepción
de medicamentos básicos para el tratamiento de las enfer-
medades y su suministro por las dependencias y entidades
que prestan los servicios respectivos.” y la cual señala que: 

“...se encuentra reconocido en la Ley General de Salud,
reglamentaria del derecho a la protección de la salud, el
que tal garantía comprende la recepción de los medica-
mentos básicos para el tratamiento de una enfermedad,
como parte integrante del servicio básico de salud con-
sistente en la atención médica, que en su actividad cura-
tiva significa el proporcionar un tratamiento oportuno al
enfermo...”

En este sentido, la Organización Mundial de la Salud
(OMS), establece en su Constitución que dicha responsabi-
lidad “solo puede ser cumplida mediante la adopción de
medidas sanitarias y sociales adecuadas”.2

Es por ello, que con fundamento en el ejercicio de las atri-
buciones conferidas a la Secretaría de Salud consagradas
en el artículo 39 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, que me permito exhortar respetuosamente
a esta dependencia para que se implemente una política
pública que garantice eficiencia en el gasto en salud y de la
cadena de suministro de medicamentos de todas las institu-
ciones públicas del Sistema Nacional de Salud, y que faci-
lite herramientas que apoyen a los servicios estatales de sa-
lud para lograr el mejor abasto posible de medicamentos. 

Por lo expuesto, someto a la consideración de esta soberanía,
con carácter de urgente u obvia resolución, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a la Secretaría de Salud federal a pro-
mover políticas públicas de eficiencia del gasto y de la ca-
dena de suministro de medicamentos de todas las institu-
ciones públicas del Sistema Nacional de Salud, así como
facilitar herramientas que apoyen a los servicios estatales

de salud para lograr el mejor abasto posible de medica-
mentos, en lo general, y de aquellos destinados al trata-
miento del cáncer, en lo particular.

Notas

1 Artículo 25, párrafo 1 de la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos de la Organización de las Naciones Unidas. 

2 Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la 
Salud.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputado Luis Eleusis Leónidas Córdova Morán (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Salud, para dictamen.

EXHORTO A LOS CONGRESOS LOCALES A HOMO-
LOGAR O ESTABLECER EL TIPO PENAL DEL DELI-

TO DE FEMINICIDIO EN SUS CÓDIGOS PENALES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a los
congresos locales a homologar o tipificar en sus códigos
penales el delito de feminicidio, a cargo de la diputada
María Elizabeth Díaz García, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, María Elizabeth Díaz García, diputada de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, en
ejercicio de la facultad que confieren los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, 79, numeral 1, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a consideración
de esta soberanía la presente proposición con punto de
acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

Una problemática que desafortunadamente está impactan-
do a nuestro país es la violencia contra las mujeres en ra-
zón de su género, se ha convertido en un tema que debe ser
atendido por todos los niveles de gobierno, así como en los
diferentes ámbitos de socialización por los que atraviesan
las y los individuos, ya sea en las escuelas, familias, inclu-
so en medios de comunicación, que hoy en día, tienen un
gran impacto en la sociedad.

De acuerdo con estudios presentados por el Observatorio
Ciudadano Nacional del Feminicidio y el Consejo Nacio-
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nal de Seguridad Pública, el número de feminicidios a ni-
vel nacional no deja de incrementar. En su último balance,
en el año 2017, el Observatorio Ciudadano Nacional del
Feminicidio apunta que la mayoría de las mujeres en Mé-
xico han sido asesinadas de manera brutal, mediante diver-
sos métodos: golpes, estrangulamientos, asfixia, quemadu-
ras, envenenamientos y heridas. Asimismo, señala que
entre 2014 y 2017, 8 mil 904 mujeres han sido asesinadas
en México. 

Por su parte, el Consejo Nacional de Seguridad Pública en
su informe presentado de enero al 31 de octubre de 2018.
Señala el progresivo aumento de la violencia hacia las mu-
jeres, arrojando que 2 mil 246 mujeres fueron víctimas del
delito de homicidios dolosos. Por su parte, en lo que se re-
fiere a casos de feminicidios tienen registrados un total de
706 hasta su fecha de corte. 

Para atender este grave problema, el Estado mexicano ha
regulado y sancionado el delito del feminicidio. Por una
parte, se tipificó en el año 2012 el delito de feminicidio en
el Código Penal Federal. Asimismo, se impulsó la Ley Ge-
neral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, en donde se estipula la violencia feminicidio, y se
aportan diversas figuras con la finalidad de dotar de instru-
mentos jurídicos a las mujeres para una vida sin discrimi-
nación ni violencia.

Actualmente en México, solo el estado de Chihuahua no
cuenta con alguna especie de tipificación del feminicidio.
Es increíble que después de tantos asesinatos de mujeres en
Ciudad Juárez, incluso la sentencia de Campo Algodonero,
dictada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos,
aun no se le dé la importancia al fenómeno social, ni mu-
cho menos a tipificar un delito de gran impacto como lo es
el feminicidio en ese estado.

Las demás entidades federativas cuentan con alguna espe-
cie de regulación del feminicidio, sin embargo, no existe
una homologación del tipo, causando una incertidumbre
entre los estudiosos del derecho, no solo a nivel nacional,
sino internacional.

El Estado mexicano suscribió la Convención sobre la Eli-
minación de Todas Formas de Discriminación contra la
Mujer, derivada de la cual se tiene la obligación de rendir
un informe sobre las acciones tendientes a mejorar las con-
diciones nacionales en favor de las mujeres. El último in-
forme realizado por México fue el año pasado, y derivado
de esto, la Convención realizó una serie de recomendacio-

nes, entre las cuales destaca la necesidad de homologar el
tipo penal del feminicidio en todo el país. 

De lo anterior, se considere de especial importancia, la ho-
mologación del tipo penal del feminicidio en las 32 entida-
des federativas de la República Mexicana, con el Código
Penal Federal, ya que este instrumento jurídico cuenta con
todos los elementos de género necesarios para la investiga-
ción, persecución y sanción del delito de feminicidio. Y en
el caso del estado de Chihuahua, es de suma necesidad el
tipificar el delito de feminicidio.

Por lo anteriormente expuesto me permito someter al ple-
no de esta honorable asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión solicita a los estados de Aguascalientes, Ba-
ja California, Baja California Sur, Campeche, Chiapas,
Ciudad de México, Coahuila de Zaragoza, Colima, Duran-
go, estado de México, Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Ja-
lisco, Michoacán de Ocampo, Morelos, Nayarit, Nuevo
León, Oaxaca, Puebla, Querétaro, Quintana Roo, San Luis
Potosí, Sinaloa, Sonora, Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala,
Veracruz de Ignacio de la Llave, Yucatán y Zacatecas, ho-
mologuen el tipo penal de feminicidio contenido en sus
respectivos Códigos Penales, con el texto señalado en el
Código Penal Federal.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión solicita al Estado de Chihuahua, adicione en
su Código Penal, el tipo penal de feminicidio, con base en
el texto señalado en el Código Penal Federal.

Tercera. Los estados podrán establecer cualquier otra dis-
posición relacionada con el tipo penal del feminicidio,
siempre que no contravenga lo señalado en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Tratados In-
ternacionales de la materia suscritos por el Estado mexica-
no, el Código Penal Federal, ni la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada María Elizabeth Díaz García (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.
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SE HAGAN PÚBLICOS LOS AVANCES 
DEL PROGRAMA SEMBRANDO VIDA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
cretaría de Bienestar a hacer del conocimiento público los
avances del programa Sembrando Vida y el destino de los
recursos invertidos en él, suscrita por integrantes del Gru-
po Parlamentario del PRI

Los que suscriben, diputados federales integrantes del Gru-
po Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional
en la LXIV Legislatura, con fundamento en los artículos 6,
numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción III, y de-
más aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración de la honorable asamblea la pre-
sente proposición con punto de acuerdo, al tenor de la 
siguiente:

Exposición de Motivos

Sembrando Vida es uno de los principales programas so-
ciales de la actual administración. Es un programa dirigi-
do a las y los sujetos agrarios para impulsar su participa-
ción efectiva en el desarrollo rural integral. 

Cubre los estados de Campeche, Chiapas, Chihuahua, Co-
lima, Durango, Guerrero, Hidalgo, Michoacán, Morelos,
Oaxaca, Puebla, Quintana Roo, San Luis Potosí, Sinaloa,
Tabasco, Tamaulipas, Tlaxcala, Veracruz y Yucatán. 

Incentiva a los sujetos agrarios a establecer sistemas pro-
ductivos agroforestales, el cual combina la producción de
los cultivos tradicionales en conjunto con árboles frutíco-
las y maderables, y el sistema de Milpa Intercalada entre
Árboles Frutales (MIAF), con lo que se contribuirá a gene-
rar empleos, se incentivará la autosuficiencia alimentaria,
se mejorarán los ingresos de las y los pobladores y se re-
cuperará la cobertura forestal de un millón de hectáreas en
el país. 

Otorga apoyo económico a sujetos agrarios mayores de
edad, que habiten en localidades rurales y que tengan un
ingreso inferior a la línea de bienestar rural y que sean pro-
pietarios o poseedores de 2.5 hectáreas disponibles para
proyectos agroforestales. Los beneficiarios recibirán un
apoyo mensual de 5 mil pesos, así como apoyos en especie
para la producción agroforestal (plantas, insumos, herra-
mientas) y acompañamiento técnico para la implementa-
ción de sistemas agroforestales. Los técnicos del programa
compartirán conocimientos y experiencias con los campe-

sinos y aprenderán de la sabiduría de las personas que han
convivido con la naturaleza y con el territorio.1

Es un Programa integral que abarca tres dimensiones, las
cuales son las siguientes:

La dimensión social, a través de un programa de Forma-
ción y Organización Comunitaria se promueve la organiza-
ción como una estrategia para recuperar el tejido social, re-
laciones de cooperación y solidaridad y organización socio
comunitaria que, en su conjunto, logren el empoderamien-
to de las comunidades mediante la toma de decisiones 
colectivas.

La dimensión productiva, mediante la implementación de
1 millón de hectáreas de Sistema Agroforestal se fortalece
el arraigo a la comunidad y la soberanía alimentaria, mejo-
rando el nivel de vida de las comunidades. En un mediano
plazo se generarán procesos de valor agregado y comercia-
lización de los productos que se obtengan de los sistemas
agroforestales.

La dimensión financiera, es una estrategia de inclusión y
soberanía financiera para el medio rural. El impulso de la
cultura del ahorro y la implementación del Fondo de Bien-
estar, permitirán en el mediano y largo plazo la creación de
empresas cooperativas que den valor agregado a sus 
productos.2

En este contexto, desde el inicio de la actual administra-
ción, el gobierno federal se comprometió a sembrar un mi-
llón de hectáreas de árboles frutales y maderables. Y eso va
a significar darle trabajo, pagándole un jornal a 400 mil
campesinos, hijos de ejidatarios e hijos de pequeños 
propietarios. 

Sin embargo, es importante señalar que hasta ahora, en ge-
neral, los programas sociales emprendidos por el gobierno
federal han sido ineficaces e ineficientes, toda vez que se
ha gastado una gran cantidad de recursos del erario que no
se ha traducido en un progreso social, ni en resultados tan-
gibles en materia de combate a la pobreza. El programa
Sembrando Vida es muestra de ello, ya que ni se ha mate-
rializado en más árboles sembrados, ni en un mayor desa-
rrollo social.

Para poner en su justa dimensión dicho tema, basta señalar
que si bien el Primer Informe de Gobierno 2018-2019 men-
ciona que con este programa se ha beneficiado a sólo 69
mil 256 mujeres de pueblos indígenas y 230 mil “sembra-
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doras y sembradores”, no precisa si se tratan de campesi-
nos, hijos de ejidatarios o pequeños propietarios como se
prometió. Además, no se cumple la meta de atención 
prometida.

Por otro lado, no existen elementos para identificar el nú-
mero de plantas producidas y plantadas este año, así como
su ubicación. Tampoco existe evidencia de que la pobla-
ción atendida pertenezca al ámbito rural y a zonas margi-
nadas de acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación
de la Política de Desarrollo Social (Coneval).

De acuerdo con René Gómez, presidente de la organiza-
ción Bosques y Gobernanza, tan solo en el municipio de
Ocotzingo, Chiapas, de los 290 millones de pesos asigna-
dos al programa, no se ha traducido en progresos tangibles
para la sociedad chiapaneca.3 Asimismo, menciona que el
programa presenta irregularidades en su funcionamiento,
además, no se han cumplido con las metas de árboles sem-
brados necesarios para mitigar el cambio climático, ni se
ha detenido la tala ilegal de árboles ni la agricultura a gran
escala. Asegura que se trata de una política carente de pla-
neación, siendo la principal causa de su fracaso.

En este mismo sentido, se han detectado diversas irregula-
ridades en el programa. Por ejemplo, se han presentado ca-
sos en que los alcaldes de algunos municipios solicitan a la
Comisión de Hacienda del Congreso la autorización para
contratar nuevas deudas con instituciones bancarias para el
pago de laudos laborales, lo que representaría un mayor en-
deudamiento para el ayuntamiento.4

Campesinos de Tabasco han interpuesto una demanda
ante la Secretaría de la Función Pública por el delito de
fraude en contra de los organizadores del programa, de-
bido a que han recibido una cantidad inferior del dinero
que se debía haber entregado y porque en algunos casos
se ha exigido dinero a los campesinos para poder ser par-
te del programa.5

Estos hechos revelan, pues, la existencia de diversas irre-
gularidades relacionadas no sólo con la falta de resultados
del programa, sino además, con el uso de los recursos des-
tinados al mismo, lo cual es incongruente con la política de
transparencia y rendición de cuentas hasta ahora solo pre-
gonada por el actual gobierno federal.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con:

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de Bienestar para que
transparente y haga del conocimiento público los avances
registrados por el programa Sembrando Vida, así como el
destino de los recursos invertidos en el mismo, ante las pre-
suntas irregularidades detectadas y la falta de resultados
del programa. 

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Auditoría Superior de la Fede-
ración para que fiscalice y dé puntual seguimiento al pro-
grama Sembrando Vida, a fin de garantizar el correcto uso
de los recursos públicos.

Notas

1 https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5565599&fecha=
12/07/2019

2 Presidencia de la República, “1 Informe de Gobierno 2018-2019”.

3 Sin resultados programa “Sembrando Vida”, [en línea], disponible
en: 

https://www.cuartopoder.mx/chiapas/sin-resultados-programa-
sembrando-vida/295619/

4 Denuncian irregularidades en Sembrando Vida, El Heraldo, [en lí-
nea], disponible en: 

https://www.elheraldodetabasco.com.mx/local/municipios/denun-
cian-irregularidades-en-sembrando-vida-4204419.html 

5 Acusan fraude en Sembrando Vida, [en línea], disponible en: 

https://www.elheraldodetabasco.com.mx/local/acusan-fraude-en-
sembrando-vida-3147454.html

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, al
día 24 de septiembre del año 2019.— Por el Grupo Parlamentario del
PRI, el diputado Ismael Hernández Deras (rúbrica), vicecoordinador,
en representación del coordinador del Grupo Parlamentario, diputado
René Juárez Cisneros.»

Se turna a la Comisión de Desarrollo Social, para 
dictamen.
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ACCIONES QUE DETENGAN LA CONTRIBUCIÓN
AL GASTO GENERADO POR LA ESTELA DE LUZ

DE LA CIUDAD DE MÉXICO

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de exhortar a dis-
tintas autoridades federales y de la Ciudad de México a
emitir recomendaciones para implantar acciones que de-
tengan la contribución al gasto generado por la Estela de
Luz, a cargo del diputado Emmanuel Reyes Carmona, del
Grupo Parlamentario de Morena

Quien suscribe, diputado Emmanuel Reyes Carmona, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXIV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 6, fracción I, el artículo 79, nu-
meral 1 y numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de esta asam-
blea la proposición con punto de acuerdo al tenor de las
siguientes

Consideraciones

Pensado como lo que sería un monumento conmemorativo,
la Estela de Luz de la Ciudad de México, con motivo de los
festejos del Bicentenario de la Independencia Mexicana y del
Centenario de la Revolución Mexicana ha resultado contro-
versial debido a lo poco factible que hoy en día parece su
construcción, dicho monumento que fue ordenado a construir
por el entonces presidente Felipe Calderón, no ha sido más
que un monumento que evidencia el gasto y despilfarro inne-
cesario de los recursos económicos de México.

Según la Auditoría Superior de la Federación (ASF) duran-
te la construcción, desde la concepción hasta la conclusión
de la Estela de Luz, se invirtieron mil 304 millones 917 mil
pesos1 que corresponden a recursos públicos, una gran can-
tidad si lo comparamos con los 400 millones que en un
principio se habían cotizado.

Otra de las irregularidades que podemos denotar incluye
además los pagos en exceso por un monto de 150 mil mi-
llones de pesos que significa el hecho de que el costo de la
construcción de la Estela de Luz se elevó en 192.0 por
ciento respecto del contrato original, a su vez que la inau-
guración también se retrasó pues se hizo hasta el 7 de ene-
ro de 2012, más de 15 meses después de la fecha prevista
cuando se contemplaba para el 15 de septiembre de 2010,
como parte de la celebración de las fiestas patrias.

Lo dicho hasta ahora es para mostrar que todo en esta obra
ha estado lleno de irregularidades desde su concepción has-
ta el día de hoy, convirtiéndola en uno de los muchos erro-
res realizados por las administraciones que ha recorrido
México.

Pero el gasto que representa dicho monumento no ha que-
dado atrás, es un gasto que hasta hoy en día sigue al co-
rriente y para los años futuros seguramente también lo es-
tará, esto haciendo referencia al precio del mantenimiento
y la luz que dicha Estela de Luz cuesta al gobierno por ha-
cer prácticamente nada, excepto emitir luz.

Según el periódico Reforma (2015), son 2 millones y me-
dio de pesos lo que cuesta el mantenimiento anual de la Es-
tela de Luz, el cual tiene sus luces fundidas en al menos 80
placas de cuarzo.

Ahora bien, la Ley de Austeridad Republicana bajo la que
se rige la actual administración en esta legislatura encabe-
zada por el hoy Presidente Andrés Manuel López Obrador,
y definida por sus proponentes como “Un principio con-
ductor de la administración y eje estratégico del gasto pú-
blico”. Claramente plantea que lo que se busca es eliminar
el gran número de gastos excesivos e innecesarios que las
anteriores administraciones decidieron despilfarrar (claro
ejemplo fue la puesta en venta del anterior avión presiden-
cial), entonces, bajo este supuesto: ¿No sería lo más co-
rrecto deshacernos de monumentos como la Estela de Luz?
La cual es sólo un monumento a la corrupción, a la banali-
dad y sin ningún beneficio a la sociedad, al contrario, es un
alto gasto público.

Dentro de lo perjudicial que llega a ser el monumento po-
demos enlistar:

• Alto impacto económico que crece año con año al pre-
supuesto público.

• Daños al medio ambiente debido a su alto consumo de
energía.

• Contaminación visual.

• Oportunidad de utilizar el dinero invertido en mejores
proyectos.

Es bien sabido el gasto de energía eléctrica resulta alta-
mente perjudicial y es uno de los principales detonadores
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de lo que hoy en día vemos en el mundo, el calentamiento
global, este tipo de malbaratar el uso de la energía se ve re-
flejado en monumento como el hoy mencionado.

Lo que inicialmente se plantea en este punto de acuerdo es
reducir de golpe un alto gasto de energía eléctrica cortando
el suministro de energía de dicho monumento, en donde la
fauna y el ambiente de la zona se verán de inmediato be-
neficiados, así como invertir ese dinero en proyectos que
realmente beneficien a la sociedad mexicana.

Hoy en día, hablando de este monumento a la corrupción y
al despilfarro, resulta pertinente que en una administración
que se rige bajo un modelo de austeridad, monumentos co-
mo este sean inhabilitados y una vez viendo la mejora que
esto represente, exista la posibilidad de que posteriormen-
te sea desmontado y vendido, así como utilizar el espacio
que la estructura ocupa.

Como representantes de la sociedad, no debemos ser pa-
cientes ni mucho menos indiferentes, esta y cualquier otra
edificación en estos tiempos debe de ser sustentable y res-
petuosa con la naturaleza de su entorno y el medio am-
biente en general, como representar un gasto al mínimo pa-
ra que el dinero ahorrado pueda ser mejor utilizado en
cosas que la sociedad realmente demanda, la lista de esta es
larga y debemos buscar los medios para cubrirla.

Abogando a la conciencia de poner un grano de arena con
pequeñas acciones, pero muy importante para beneficio del
medio ambiente, así como aportando a la mayor recauda-
ción económica para utilizar en el desarrollo de planes so-
ciales y eliminar estas obras inservibles y que no aportan
nada a estos nuevos tiempos en donde nuestra labor como
legisladores en mejorar al país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
la esta honorable asamblea los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta a Secretaría de Medio Ambiente y Re-
cursos Naturales, así como a la Secretaría del Medio Am-
biente de la Ciudad de México, al Consejo Nacional para la
Cultura y las Artes y al Gobierno de la Ciudad de México, a
que emitan las recomendaciones para implementar las accio-
nes necesarias encaminadas en dejar de contribuir al gasto
generado por la Estela de Luz de la Ciudad de México, así co-
mo a que eventualmente sea desmontada.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al Consejo Nacional para la Cultu-
ra y las Artes a realizar los estudios necesarios sobre el im-
pacto que tendría el eventual desmantelamiento de la
Estela de Luz, en beneficio del ahorro al gasto público.

Nota

1 Resultados de la Fiscalización Superior de la Cuenta Pública de
2011.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputado Emmanuel Reyes Carmona (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Gobernación y Población,
para dictamen.

EXHORTO AL GOBIERNO FEDERAL PARA QUE SE
APEGUE AL MARCO JURÍDICO EN MATERIA DE

ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y
SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al go-
bierno federal a sujetarse al marco jurídico vigente en ma-
teria de adquisiciones, arrendamientos y servicios del sec-
tor público, ante la denuncia sobre el incremento de
contratos sin el desarrollo de licitaciones abiertas y trans-
parentes, suscrita por integrantes del Grupo Parlamentario
del PRI

Los que suscriben, diputados integrantes del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional en la LXIV
Legislatura, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I, y 79, numeral 2, fracción II, y demás aplicables del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someten a conside-
ración de la honorable asamblea la presente proposición con
punto de acuerdo al tenor de las siguientes

Consideraciones

Durante la presente administración federal se creó Seguri-
dad Alimentaria Mexicana, el cual jurídicamente constitu-
ye un organismo descentralizado, sectorizado a la Secreta-
ría de Agricultura y Desarrollo Rural.

De acuerdo con su objeto de creación, busca entre otros as-
pectos, promover el desarrollo de pequeños y medianos
productores y, sobre todo, impulsar la autosuficiencia ali-
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mentaria a través de la adquisición, distribución y comer-
cialización de leche y granos, como maíz, trigo, frijol y
arroz.

A pesar de que entre sus facultades se encuentra favorecer
la productividad agroalimentaria y promover la industriali-
zación de alimentos básicos, a fin de mejorar la alimenta-
ción y hacer accesibles productos de calidad para todos los
sectores de la sociedad, desde su creación ha estado invo-
lucrado en irregularidades que ponen en duda su efectivi-
dad, sanidad y, particularmente, su contribución para me-
jorar la calidad de vida de las personas beneficiadas con
sus programas.

Entre las anomalías denunciadas, cabe destacar la distribu-
ción de leche con cucarachas y otros agentes contaminan-
tes. Los cargamentos contaminados presuntamente serían
enviados a las instalaciones del Sistema Nacional para el
Desarrollo Integral de la Familia (DIF) de la Ciudad de
México y Veracruz.

La ingesta de leche contaminada puede resultar en infec-
ciones gastrointestinales y cuadros de fiebre y dolor, pe-
ro de no atenderse con oportunidad puede propiciar la
muerte, de ahí la relevancia de prevenir, atender y garan-
tizar la sanidad en los productos que se comercializan a
través de la red de establecimientos de Seguridad Ali-
mentaria Mexicana.

Lamentablemente, no es la única irregularidad identificada
en los últimos días, ya que se documentó que adjudicó de
manera directa al menos 17 contratos por un monto que as-
ciende a por lo menos 600 millones de pesos.

Entre estos contratos, destacan los siguientes:

• Para la compra de costales blancos de polipropileno se
destinaron 271.2 millones de pesos, dicha compra se re-
alizó con la empresa Fruverloz, la cual también vende
costales, rafia, bolsas de plástico y sacos.1

• Existen contratos de arrendamientos de vehículos con
la empresa Lumo Financiera del Centro por un monto de
80 millones de pesos, dicha adjudicación concluirá has-
ta el año 2022.

• También adquirió tarimas de madera con tratamiento
térmico para embalaje de productos agrícolas por 199.5
millones de pesos, entre otros.

Por los tiempos y recursos comprometidos, debieron adju-
dicarse por medio de licitaciones públicas y abiertas, parti-
cularmente, haber tomado en consideración múltiples pro-
posiciones a efecto de asegurar las mejores condiciones en
precio, calidad, oportunidad y financiamiento.

En este contexto, la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos
y Servicios del Sector Público es muy clara, al establecer
en su artículo 26 que las adquisiciones, arrendamientos y la
contratación de servicios se darán por regla general, a tra-
vés de licitaciones públicas, mediante convocatoria públi-
ca, para que libremente se presenten proposiciones y de es-
ta manera, se garantice al Estado las mejores condiciones
disponibles.2

Asimismo, contempla que “en los procedimientos de con-
tratación deberán establecerse los mismos requisitos y con-
diciones para todos los participantes, debiendo las depen-
dencias y entidades proporcionar a todos los interesados
igual acceso a la información relacionada con dichos pro-
cedimientos, a fin de evitar favorecer a algún participante”.

El objetivo es propiciar el uso adecuado de los recursos pú-
blicos, así como prevenir actos de corrupción y optimizar
los presupuestos, pero en este caso, también, cuidar el me-
dio ambiente y la protección de poblaciones de flora y fau-
na endémicas.

Los hechos descritos son una clara violación al marco jurí-
dico vigente y una contradicción a los principios básicos
del uso de los presupuestos públicos. Desarrollar licitacio-
nes públicas y abiertas permite contratar las mejores pro-
puestas y garantizar mayores condiciones de competitivi-
dad, eficiencia y transparencia.

Ante este panorama, los legisladores del Grupo Parlamen-
tario del PRI, consideramos necesario que la Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural, en coordinación con Segu-
ridad Alimentaria Mexicana, transparenten el total de con-
tratos adjudicados de manera directa, los montos, su tem-
poralidad, objeto, empresas beneficiadas y el origen de los
recursos utilizados; asimismo, la justificación que motivó
esta contratación bajo ese esquema.

Ante las denuncias de la comisión de presuntos ilícitos,
apremia la intervención de la Secretaría de la Función Pú-
blica para salvaguardar el uso adecuado de los recursos pú-
blicos y, en su caso, sancionar a los servidores que por ac-
ción y omisión han generado impactos negativos a las arcas
de la federación.
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La administración federal, sus dependencias y organismos,
deben circunscribirse al marco jurídico vigente y no trans-
gredirlo en la contratación de servicios bajo pretextos de
“medidas emergentes” que no se sustentan, peor aún, exis-
ten los indicios suficientes de que en realidad se trata de
contratos a modo, preferenciales y con el objeto de benefi-
ciar a personas o grupos en específico.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta asamblea la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión, exhorta al organismo descentralizado, sec-
torizado a la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural,
denominado Seguridad Alimentaria Mexicana para que
transparente los montos, temporalidades, total de empresas
beneficiadas y motivaciones para la adjudicación de servi-
cios con por lo menos diecisiete contratos, ya que los mon-
tos comprometidos de acuerdo con el marco jurídico vi-
gente, ameritaban un proceso de licitación pública y
abierta, situación que no ocurrió ya que se realizó presun-
tamente de manera irregular y directa.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a la Secretaría de la Función Públi-
ca para que lleve a cabo las acciones necesarias a fin de
identificar, sancionar y prevenir presuntas irregularidades,
tales como afectaciones a las arcas públicas, desvío de re-
cursos, contratos a modo y bajo preferencias, y otros actos
de corrupción en la adjudicación de servicios a través de
por lo menos diecisiete contratos a cargo de Seguridad Ali-
mentaria Mexicana para la compra de costales de polipro-
pileno, renta de vehículos y embalaje de productos agríco-
las, entre otros.

Notas

1 Víctor Fuentes. (2019). Contrata sin licitar Conasupo de AMLO.
20/09/2019, de Reforma Sitio web: 

https://www.reforma.com/aplicacioneslibre/preacceso/articulo/de-
fault.aspx?id=1771130&opinion=0&urlredirect=

https://www.reforma.com/contrata-sin-licitar-conasupo-de-
amlo/ar1771130?v=7&flow_type=paywall

2 Congreso de la Unión. (Última Reforma DOF 10-11-2014). Ley de
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.
20/09/2019, de Diario Oficial de la Federación Sitio web: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/14_101114.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.— Por
el Grupo Parlamentario del PRI, el diputado Ismael Hernández Deras
(rúbrica), vicecoordinador, en representación del coordinador del Gru-
po Parlamentario, diputado René Juárez Cisneros.»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.

EXHORTO PARA QUE EL CONOCIMIENTO
GENERADO POR EL INSTITUTO NACIONAL DE

INVESTIGACIONES NUCLEARES, SEA TOMADO
COMO PARTE DEL PROYECTO NACIONAL

EN CIENCIA Y TECNOLOGÍA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la Se-
ner a tomar como parte del proyecto nacional en ciencia y
tecnología el conocimiento generado por el Instituto Na-
cional de Investigaciones Nucleares, a cargo de la diputada
María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz, del Grupo Parla-
mentario de Morena

María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz, diputada de la
LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión e in-
tegrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamen-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 62, numeral 3, 79,
numeral 2, fracción II, del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta asamblea la si-
guiente proposición con punto de acuerdo por el que se ex-
horta a la Secretaría de Energía para que el conocimiento que
está generando el Instituto Nacional de Investigaciones Nu-
cleares sea tomado como parte del proyecto nacional en cien-
cia y tecnología, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La ciencia es tal vez la actividad más especializada que re-
aliza la humanidad, pues es la manifestación máxima de la
capacidad humana de razonar y abordar problemas com-
plejos. Por esto, el desarrollo de la ciencia requiere condi-
ciones especiales y la administración de la ciencia es equi-
valente a la administración del conocimiento. La
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administración del conocimiento no se puede lograr desde
la ignorancia. La importancia práctica de la ciencia radica
en que el conocimiento puede generar riqueza y bienestar.

En ese tenor, el Instituto Nacional de Investigaciones Nu-
cleares (ININ) es un organismo público descentralizado del
gobierno federal, cuyo objetivo es realizar investigación y
desarrollo tecnológico en el campo de la ciencia y tecnolo-
gía nucleares, y en temas afines, así como promover los
usos pacíficos de la energía nuclear y difundir los avances
alcanzados para vincularlos al desarrollo económico, so-
cial, científico y tecnológico de México.

Cuenta con una comunidad multidisciplinaria de más de
700 personas dedicadas a la investigación, desarrollo tec-
nológico e innovación en ciencias y tecnologías nucleares,
de los cuales 67 son mandos medios y superiores. Hay 255
investigadores y profesionistas en las áreas sustantivas (Di-
recciones de Investigación, Desarrollo Tecnológico y Ser-
vicios Tecnológicos) y 200 técnicos. 

La producción científica del ININ ha ido incrementando
con los años. Labor que realiza en el ámbito de energía, sa-
lud, ambiente, arte, industria y seguridad. Sus fortalezas se
derivan del conocimiento y experiencia de la industria nu-
clear en donde predominan las mejores prácticas, la admi-
nistración del riesgo, y el conocimiento de la tecnología
para encontrar soluciones a problemas reales del país. 

El instituto en el año 2017 rompió el record en producción
científica de publicaciones registrada en Scopus, se hace
patente la vinculación del ININ con 19 dependencias de la
UNAM, 11 del IPN, 3 de la UAM, 23 instituciones de 14
estados de la República y 23 Instituciones extranjeras de 12
países. Esto da una clara evidencia del papel tan importan-
te que está jugando el ININ en el desarrollo científico na-
cional de nuestro país.

La finalidad del Instituto Nacional de Investigaciones Nu-
cleares (ININ), es asesorar a la Sener en materia de energía
nuclear, mediante investigación y desarrollo de excelencia
en ciencia y tecnología nucleares.

En la actualidad, el ININ cuenta con infraestructura y la-
boratorios únicos en su tipo, enfocados en el estudio de las
aplicaciones nucleares en las áreas de salud, ambiente,
energía, industria, agricultura, conservación del arte y pro-
tección radiológica, además de la formación de recursos
humanos en el ámbito nuclear.

Es de gran importancia señalar que, además de la genera-
ción de conocimiento en el ININ, ha realizado importantes
desarrollos tecnológicos e incluso aplicaciones de éstos co-
mo son: I) La producción del 80% de los Radiofármacos
que se requieren en el país, II) El Banco de Tejidos Radio-
esterilizados para su uso en quemaduras y úlceras, III) La
fabricación de elementos combustibles empleados con éxi-
to en reactores nucleares, IV) La construcción y venta de
una consola digital para un reactor de investigación, V) El
desarrollo de un lápiz de plasma para su uso en la cicatri-
zación acelerada, y muchos otros.

Por lo que el Instituto Nacional de Investigaciones Nucle-
ares (ININ) requiere del apoyo del gobierno federal para
seguir trabajando en las obligaciones que le marca el ar-
tículo 43 de Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitu-
cional en Materia Nuclear y además requiere de:

1. Apoyo decidido a las líneas consolidadas de investi-
gación y desarrollo. 

1.1. Laboratorio Nacional de Investigación y Desarrollo
de Radiofármacos (Lander). 

1.2. Banco de Tejidos Radioesterilizados. 

2. Análisis a las propuestas de líneas de investigación y
desarrollo:

2.1. Reactores Nucleares Pequeños y Modulares Consi-
derar a los reactores modulares pequeños en el reinicio
de un programa nuclear que permita el cumplimiento de
los compromisos nacionales de combate al cambio 
climático. 

2.2. Laboratorio Nacional de Estudios Contra la Corro-
sión Creación de un Laboratorio Nacional de Estudios
Contra la Corrosión, para resolver la problemática en las
compañías del Estado como CFE y PEMEX y de ahí ob-
tener recurso para la investigación y el desarrollo de
nuevas metodologías para evitar este fenómeno. 

2.3. Investigación, desarrollo y aplicaciones de la cica-
trización con plasma Frio.

3. Apoyo a las líneas de investigación o desarrollo pro-
puestas por los investigadores:

3.1. Reacciones Nucleares con núcleos débilmente liga-
dos, con núcleos radioactivos y astrofísica nuclear.
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3.2. La genotoxicocinética y citotoxicocinética como
aproximación in vivo para caracterizar la acción de ra-
diosensibilizadores y antineoplásicos.

3.3. Reducción de las emisiones en termoeléctricas de ga-
ses efecto invernadero (GEI), hidrocarburos aromáticos
policíclicos (HAPLs), y contaminantes de vida corta. 

3.4. Origen y dinámica de contaminantes atmosféricos
mediante el uso de haces de iones. 

3.5. Estudios astrofísicos y cosmológicos sobre las pro-
piedades fundamentales de materia oscura y energía os-
cura, así como la evolución de sistemas estelares, galác-
ticos y del Universo.

4. Impulso a los Servicios Tecnológicos Especializados:

4.1. Instrumentación Electrónica Nuclear y Detectores
de Radiación.

El trabajo realizado por el ININ es de años y debe ser apro-
vechado por la administración federal, si realmente se
quiere impulsar el desarrollo del país en beneficio de la po-
blación, para ello, el conocimiento que está generando el
Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares, debe ser
tomado como parte del proyecto nacional en ciencia y 
tecnología. 

Por otra parte, es preciso señalar, el ININ cuenta con re-
cursos humanos muy especializados que es una condición
sine qua non para hacer ciencia. Sin embargo, la falta de un
programa de crecimiento y renovación de recursos huma-
nos está generando un problema que ya tiene consecuen-
cias, pero que puede eventualmente determinar la inviabi-
lidad del Instituto. La edad promedio del personal en el
2018 era de 58 años y tiene un promedio de la antigüedad
en el ININ de 30 años, por lo que es necesario pensar en el
crecimiento de la institución que permita subsecuentemen-
te la transición generacional, en particular tomando en
cuenta que ésta requiere bastante tiempo para la prepara-
ción de los investigadores y tecnólogos jóvenes. 

Por lo que, en ese tenor es necesario que las autoridades in-
volucradas respectivamente revisen y apliquen mayores re-
cursos al Instituto Nacional de Investigaciones Nucleares y
apliquen un programa regeneracional de capital humano
para seguir en el ámbito de la investigación nacional que
beneficie a todos los sectores de la población de México.

Por todo lo anteriormente expuesto, y con fundamento en
lo establecido en la fracción II del artículo 71 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como
en los artículos 62 numeral 3, 79 numeral 2 fracción II del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la con-
sideración de este H. Pleno el siguiente: 

Punto de Acuerdo

Primero. La honorable. Cámara de Diputados exhorta a la
Secretaría de Energía, para que el conocimiento que está
generando el Instituto Nacional de Investigaciones Nucle-
ares, sea tomado como parte del proyecto nacional en cien-
cia y tecnología. 

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta a la
Secretaría de Energía, para que observen lo mandatado en
la Ley Reglamentaria del Artículo 27 Constitucional en
Materia Nuclear, lo que conlleva a que el Estado mexicano
debe garantizar los recursos presupuestales suficientes y
necesarios para que el ININ realice investigación y desa-
rrollo en el campo de las ciencia y tecnologías nucleares,
promueva los usos pacíficos de la energía nuclear y pueda
difundir los avances alcanzados para vincularlos al desa-
rrollo económico, social y científico-tecnológico de Méxi-
co, implementando un programa para que nuevas genera-
ciones de investigadores se incorporen al ININ.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre
de 2019.— Diputada María Guadalupe Edith Castañeda Ortiz
(rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

EXHORTO AL INEGI, A QUE LAS PERSONAS 
ENCARGADAS DEL CENSO DE POBLACIÓN Y

VIVIENDA 2020, EN ZONAS INDÍGENAS, PERTE-
NEZCAN A LAS MISMAS COMUNIDADES

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Inegi
a garantizar que quienes levanten el Censo de Población y
Vivienda de 2020 en zonas indígenas pertenezcan a las
mismas comunidades, a cargo de la diputada Anilú Ingram
Vallines, del Grupo Parlamentario del PRI

Quien suscribe, Anilú Ingram Vallines, diputada federal in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en la LXIV Legislatura, con fundamento
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en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción II, y demás aplicables del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, somete a consideración de la honora-
ble asamblea la presente proposición con punto de acuer-
do, al tenor de las siguientes

Consideraciones

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) es-
tablece que el Censo de Población y Vivienda tiene como
objetivo principal actualizar la cuenta de la población resi-
dente del país, así como la información sobre su estructura
y principales características socioeconómicas y culturales,
además de su distribución en el territorio nacional.1

La información del Censo es indispensable para el conoci-
miento y análisis de la evolución en la composición, distri-
bución y crecimiento de la población y de la realidad so-
cioeconómica nacional, estatal municipal y de las
localidades de nuestro país.2

Dicha información censal constituye también una herra-
mienta indispensable para elaborar planes y programas de
desarrollo, evaluar políticas públicas, conocer las condi-
ciones y evolución de los asentamientos humanos y reali-
zar estudios e investigaciones en los que estén interesados
los diversos sectores de la sociedad.

En este contexto, es importante señalar que el último Cen-
so de Población y Vivienda se realizó el 31 de mayo al 25
de junio de 2010, gracias al cual se obtuvo información so-
bre la edad de las personas, sexo, parentesco, lugar de na-
cimiento y de residencia en 2005, derechohabiencia a los
servicios de salud, religión, discapacidad, lengua indígena,
nivel educativo, situación conyugal, condición de actividad
económica, fecundidad y mortalidad, principalmente.

En tanto que el cuestionario ampliado incluyó otras pre-
guntas que profundizan en los temas de salud, discapaci-
dad, pertenencia étnica, educación, migración interna e in-
ternacional, características económicas, fecundidad y
mortalidad recientes.

Los principales resultados arrojados por dicho Censo, indi-
can que había 112,336,538 de personas residentes en el te-
rritorio mexicano. El estado de México, el Distrito Federal
(ahora Ciudad de México), Veracruz y Jalisco eran los que
contaban con mayor población, ya que juntos concentraban
el 34.7 por ciento de los residentes en el país.3

Asimismo, la población menor de 15 años representaba
29.3 por ciento del total, mientras que la que se encontraba
en edad laboral de 15 a 64 años, constituía el 64.4 por cien-
to, y la población en edad avanzada representaba el 6.3 por
ciento de los habitantes del país.

Revela que el 52.3 por ciento de los niños y niñas de 3 a 5
años de edad asistían a una institución educativa y 94.7 por
ciento en la población 6 a 14 años. En tanto que la tasa de
analfabetismo de la población de 15 años y más disminuyó
5.5 puntos porcentuales entre 1990 y 2010.

Los servicios médicos más utilizados por la población pa-
ra ese año eran los que proporciona la Secretaría de Salud
y el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) que su-
maban el 63.8 por ciento y los servicios de instituciones
privadas a los que acudieron alrededor del 24 por ciento de
la población. Entre el año 2000 y 2010 el porcentaje de po-
blación que declaró ser derechohabiente a servicios de sa-
lud aumentó de 40.1 por ciento a 64.6 por ciento.

En cuanto a las comunidades indígenas, contemplaba que
vivían en el país alrededor de 6,695,228 personas de 5 años
y más que hablan alguna lengua indígena, dicha cifra re-
presenta 6.8 por ciento del total de la población en esta
edad.

De igual manera, del total de niños de 5 a 9 años, 36.9 por
ciento eran monolingües, seguido de la población de adul-
tos mayores de 65 años y más que representaban el 23 por
ciento. Entre los jóvenes de 15 a 29 años y la población de
30 a 64 años, el porcentaje que solo habla lengua indígena
se reducía notablemente, ya que significaban el 6.8 por
ciento y 12.5 por ciento, respectivamente.

En tanto que una cantidad importante de población de 5
años y más hablaba náhuatl, maya y lenguas mixtecas,
siendo estas tres las que contaban con el mayor número de
hablantes. También, existía un número importante de po-
blación hablante las lenguas zapotecas, tzotzil, otomí, toto-
naca, mazateco y el chol, las cuales correspondían al 28 por
ciento del total.

La población hablante de alguna lengua indígena se ubica-
ba principalmente en localidades con menos de 2,500 ha-
bitantes, en las cuales se encuentra 62 por ciento de este
sector. Los estados con los mayores porcentajes de pobla-
ción de 3 años y más que hablaba alguna lengua indígena
eran Oaxaca, con 33.8 por ciento; Yucatán, con 29.6 por
ciento; y Chiapas, con 27.3 por ciento.
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De acuerdo con el Inegi, para el censo de Población y Vi-
vienda 2020 que se realizará en el mes de marzo, se conta-
rá con una inversión multianual de 12 mil 500 millones de
pesos y la contratación de 200 mil colaboradores, la mayo-
ría de ellos encuestadores.4

Se estima que para llevar a cabo dicho censo se levantarán
datos en 50 millones de inmuebles en todo el país, de los
cuales 36 millones serán casa-habitación. Y por primera
vez en la historia de los censos, se realizará electrónica-
mente ya que se aplicarán a través de una tableta digital.

En virtud de lo anterior, se van a adquirir 185 mil tabletas
vía una licitación con una inversión estimada de mil millo-
nes de pesos. Se espera que a finales de 2019 y principios
de 2020, será cuando inicie el reclutamiento masivo de per-
sonal que se encargara de llevar el proceso del censo.

Por ello, creemos pertinente que durante el reclutamiento
de personal para la realización del censo, sobre todo, en las
zonas indígenas del territorio nacional, sean tomados en
cuenta a los habitantes que pertenezcan a las mismas co-
munidades indígenas, ello con el propósito de garantizar su
inclusión en todas las fuentes de datos.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía la siguiente propuesta:

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión, exhorta al Instituto Nacional de Estadística y
Geografía para que durante el levantamiento del Censo de
Población y Vivienda 2020, las personas que se encarguen
de realizar esta actividad en zonas indígenas, sean llevadas
a cabo por personal que pertenezcan a las mismas comuni-
dades, con el objeto de garantizar una mayor inclusión e
igualdad.

Notas

1 https://www.inegi.org.mx/programas/ccpv/2020/default.html

2 http://internet.contenidos.inegi.org.mx/contenidos/Productos/prod_
serv/contenidos/espanol/bvinegi/productos/censos/poblacion/2010/pri
nci_result/mex/15_principales_resultados_cpv2010.pdf 

3 http://www.planetaj.cruzrojamexicana.org.mx/pagnacional/seccio-
nes/Juventud/Contenido/PlanetaJ/dowloadfiles/CENSO2010_princi-
pales_resultados.pdf 

4 https://www.excelsior.com.mx/nacional/prepara-inegi-censo-de-po-
blacion-2020/1319091

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, se-
de de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, a
los 24 días del mes de septiembre de 2019.— Diputada Anilú Ingram
Vallines (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pueblos Indígenas, para 
dictamen.

SE AUDITEN LAS RETENCIONES DE LA CUOTA
EJIDAL Y CUOTA LIGA, DURANTE LA ADMINIS-

TRACIÓN DEL ACTUAL GOBIERNO DE SINALOA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la ASF
a auditar las retenciones de la cuota ejidal reconocidas en
ley y las voluntarias, o “cuota liga”, durante la administra-
ción del actual gobierno de Sinaloa, a cargo de la diputada
Nancy Yadira Santiago Marcos, del Grupo Parlamentario
de Morena

La suscrita, Nancy Yadira Santiago Marcos, integrante del
Grupo Parlamentario de Morena a la LXIV Legislatura de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la
Unión, en ejercicio de la facultad que me confieren los ar-
tículos 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, someto a la con-
sideración de esta soberanía la siguiente proposición con
punto de acuerdo de urgente resolución, al tenor de las 
siguientes:

Consideraciones

De conformidad con la Ley de Hacienda Municipal del Es-
tado de Sinaloa, la propiedad de predios rústicos destina-
dos a la agricultura, acuicultura, ganadería, porcicultura y
avicultura son sujetos al impuesto predial, cuya tarifa es el
equivalente al 1 por ciento de su producción anual comer-
cializada, tomando como base el precio medio rural, a ex-
cepción de la porcicultura y avicultura que pagan el 0.5 por
ciento.1

Estas contribuciones se consideran cuotas obligatorias y son
parte de las medidas recaudatorias por parte del gobierno mu-
nicipal. De igual manera se aplica un impuesto adicional del
10 por ciento pagadero simultáneamente a la contribución
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principal, del cual un 80 por ciento del mismo se destinará a
la Asistencia Social y/o Pro-Deporte, y el 20 por ciento, se
destinará exclusivamente al sostenimiento de los Cuerpos
Voluntarios de Bomberos del Municipio respectivo.2

Como podemos observar, estas cuotas son obligatorias y
están justificadas dentro de la legislación local de la ha-
cienda municipal, teniendo un sustento legal que el propio
Congreso del estado no ha modificado. 

Sin embargo, y en contraposición a las cuotas anteriores de
uso interno y administrativo, existen otras que, sin ningún
fundamento legal, están siendo retenidas por el gobierno
local, promocionándolas como “cuotas voluntarias” cuan-
do esto presumiblemente no es así, debido a que no se so-
licita autorización para su aplicación. 

Dichas cuotas son las siguientes:

Cuotas Ejidales: equivalentes al 12.5 por ciento del im-
puesto principal, aportado por los Ejidatarios Agremia-
dos a la Liga de Comunidades Agrarias y Sindicatos
Campesinos.

Cuota CAADES: Equivalente al 35 por ciento del im-
puesto principal, aportado por los pequeños propietarios
agremiados a la CAADES Sinaloa, (Confederación de
Asociaciones Agrícolas del Estado de Sinaloa), con ex-
cepción de los productores de Culiacán y Navolato.

Cuota Fundación Produce: equivalente a la sexta parte
del impuesto principal, aportado por los ejidatarios y pe-
queños propietarios.

Cuota a la Pequeña Propiedad: Equivalente al 7 por
ciento del impuesto predial, aportada por los pequeños
propietarios agremiados a la Federación de la Pequeña
Propiedad.

Cuota Granos y Perennes: Solo la pagan los pequeños
propietarios de Ciudad de Culiacán y Navolato y equi-
vale al 35 por ciento del impuesto principal.

Las cuotas anteriores se promocionan como “cuotas volun-
tarias” y son retenidas (sin fundamento legal) a los agricul-
tores al ingresar sus productos a los centros de almacenaje
y peso.

Esto tiene un impacto que afecta sus ingresos, aunado a
que no puede soslayarse la expresión de su rechazo que, en

los hechos no son voluntarias y no existe transparencia en
cuanto a la utilización de estos recursos, además de que
muchos productores no se sienten representados por este ti-
po de asociaciones.

Desde el surgimiento de la “cuota liga” (o bien las “cuotas
voluntarias” a las que nos hemos referido) en 1993, se ha
cobrado el equivalente al 12.5 por ciento adicional al
importe que se recauda por concepto del Impuesto Pre-
dial Rústico Municipal, que grava a la producción agríco-
la ejidal.

Dicha cuota se paga en especie y el dinero recaudado por
el gobierno del estado lo transfiere a la Liga de Comunida-
des Agrarias (LCA).

En el caso de la cuota conocida como Pieafes, o cuota de la
Fundación Produce, se cobra el 0.166 por ciento sobre el
valor de la producción y el dinero va hacia esa Fundación,
tras la desaparición del Patronato de Investigación y Expe-
rimentación Agropecuaria y Forestal del Estado de Sinaloa,
en 1996.

La información sobre estas cuotas, ante la falta de traspa-
rencia en cuanto al manejo de los recursos económicos que
obtienen, es que históricamente los han utilizado y puesto
al servicio de la Liga de Comunidades Agrarias, para los fi-
nes político electorales del partido que en su momento les
dio origen y también en su momento era hegemónico en el
gobierno; lo mismo que a la Fundación Produce, dedicada
a la investigación del agro, sin que en este segundo caso
exista de igual manera, rendición de cuentas.

A pesar de que se tiene conocimiento que la cuota liga se
estableció en 1993, solo se tienen registros a partir de 1998,
de los que se desprende que, del periodo 1998 a 2018, la
cuota ha recaudado para la LCA un total aproximado de
254 millones de pesos y la cuota Pieafes ha generado un
aproximado de 439 millones de pesos.

Entre los acuerdos opacos establecidos para la colabora-
ción administrativa, la Liga de Comunidades Agrarias ha
declarado que el establecimiento de la cuota “Liga” sería
utilizado para el apoyo de dicha organización campesina, a
fin de estar en condiciones de ofrecer un mejor servicio a
sus agremiados en: asesoría fiscal, asesoría contable, dis-
tribución de insumos y otros servicios, lo cual no solo es
muy general, sino ambiguo en términos de lo que realmen-
te realizan y la especificación de los gastos que realizan pa-
ra tal propósito.
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En la actualidad y después de por lo menos más de 20 años,
no se tiene certeza de cómo se administran los recursos de
estas cuotas, que no forman parte de la legislación local y
tampoco se acredita su retención voluntaria, pues los indi-
cios apuntan a que se convirtió en una práctica coercitiva y
corporativista de viejos regímenes políticos.

Lo que sí se puede demostrar es que los contribuyentes no
reciben las asesorías fiscales, contables y demás servicios
por las cuales se crearon estas cuotas. Es notoria la presun-
ta malversación de recursos que podría derivar en la de-
fraudación a las comunidades agrarias por estas organiza-
ciones, y más que beneficiar al sector agrario, se estaría
beneficiando a un sector político, que continuaría enrique-
ciéndose y posicionando a sus dirigentes en cargos rele-
vantes de la administración pública. 

Consecuentemente, se presenta este exhorto a fin de evitar
las prácticas descritas, mismas que podrían contradecir los
principios, valores y avances obtenidos en el país desde el
arribo del nuevo gobierno, respecto a la transparencia en el
uso de los recursos.

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de esta
honorable asamblea, el siguiente:

Punto de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta de manera respetuosa a la Auditoría
Superior de la Federación para que audite las retenciones
de la cuota ejidal reconocidas por ley y las retenciones vo-
luntarias conocidas como “cuota liga”, durante la adminis-
tración del actual gobierno del estado de Sinaloa.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión exhorta respetuosamente al gobernador del
estado de Sinaloa, licenciado Quirino Ordaz Coppel, para
que agregue en su sitio oficial los montos y destino de los
recursos económicos recaudados por la cuota ejidal y las
retenciones voluntarias conocidas como cuota liga, especi-
ficando las organizaciones y dirigentes que recibieron di-
chos recursos, así como las acciones que acrediten la for-
ma en que se ha garantizado a los productores agrícolas la
libertad de ceder voluntariamente sus ingresos.

Tercero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al gobernador de Si-
naloa, licenciado Quirino Ordaz Coppel, a pronunciarse en

contra de las aportaciones presuntamente forzosas denomi-
nadas “cuotas voluntarias” siempre y cuando los agremia-
dos no se sientan representados por su organización y se
aplique la ley, así como las sanciones a que haya lugar, en
contra de los grupos que presionen, coopten u obstaculicen
las actividades de los productores a fin de conseguir sus
aportaciones.

Cuarto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a la Secretaría de
Agricultura y Desarrollo Rural para que proporcione a los
productores agrícolas la orientación y representación nece-
saria, para que, de ser el caso, prescindan de la tutela de or-
ganizaciones intermediarias, o bien, se les brinde asesoría
sobre el destino de sus aportaciones, debido a que la re-
caudación de las mismas es concentrada y administrada por
el Consejo Estatal Agropecuario, presidido por el secreta-
rio de Agricultura y Ganadería del gobierno del estado de
Sinaloa.

Quinto. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente al Congreso de Sina-
loa para que, desde el ámbito de sus atribuciones, establez-
ca las modificaciones necesarias a Ley de Hacienda Muni-
cipal del Estado, con el propósito de garantizar a los
productores agrícolas la libertad de ceder voluntariamente
sus ingresos siempre y cuando admitan ser representados
por alguna organización y en caso contrario, se apliquen
sanciones en contra de los grupos que presionen, coopten u
obstaculicen las actividades de dichos productores.

Notas

1 Artículo 35, fracción II de la Ley de Hacienda Municipal del Estado
de Sinaloa.

2 Artículo 105, fracción II de la Ley de Hacienda Municipal del Esta-
do de Sinaloa.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Nancy Yadira Santiago Marcos (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Transparencia y Anticorrup-
ción, para dictamen.
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EXHORTO A LA SE, A CANCELAR LAS 
CONCESIONES MINERAS EN VERACRUZ

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar a la SE
a cancelar las concesiones mineras en Veracruz, a cargo de
la diputada Claudia Tello Espinosa, del Grupo Parlamenta-
rio de Morena

La que suscribe, diputada Claudia Tello Espinosa, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Morena de la
Sexagésima Cuarta Legislatura de la Cámara de Diputados
del Congreso de la Unión, con fundamento en los artículos
6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción III, del
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía, para su resolución, proposición
con punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución, por el
que se exhorta a la Secretaría de Economía a cancelar las
concesiones mineras en el estado de Veracruz, ya que re-
presentan un riesgo inminente para los habitantes de los
municipios de Alto Lucero y Actopan, al tenor de las 
siguientes

Consideraciones

El estado de Veracruz cuenta con una superficie territorial
de 772.815 km2; interiormente, está delimitado por la Sie-
rra Madre Oriental y la Sierra de Chiapas; en sus llanos
abunda la vegetación, y es una faja costera que corre al la-
do del Golfo de México, con costas bajas y arenosas y
abundantes manglares y palmares a lo largo de su litoral.

Actopan y Alto Lucero son dos de sus municipios que lo
integran, mismos que están delimitados por el Golfo de
México. En sus territorios habitan especies animales y ve-
getales únicas en el mundo, varias de ellas consideradas en
peligro de extinción por las autoridades mexicanas.

En sus bosques de encinos tropicales, manglares, selvas ba-
jas, encinares tropicales y dunas costeras se alimentan, re-
producen y anidan especies faunísticas bajo protección de
la NOM-O59-SEMARNAT-2010; además, en sus espacios
se desarrollan especies de plantas endémicas, exclusivas de
la región.

A pesar de contar con estas riquezas naturales y animales,
durante 500 años la ambición desmedida del capital sigue
deteriorando esa región de manera acelerada, hasta poner-
la en peligro.

Desafortunadamente, la minería ha generado grandes pro-
blemas y antes de beneficiar a las comunidades, las ha ex-
plotado y despojado de sus propias tierras.

Tanto empresas mexicanas como extranjeras han participa-
do en esta problemática, con el único propósito de obtener
oro, plata y cobre, creando falsas expectativas de progreso
y bienestar a la población, y sin advertir de las verdaderas
consecuencias que estos proyectos provocan, entre las que
se encuentran la devastación, contaminación, enfermeda-
des, miseria y muertes.

Los pueblos, las comunidades y la sociedad de Veracruz
reclaman la paz, el trabajo digno, agua limpia, conserva-
ción de sus recursos naturales y animales, tierra fértil y ge-
nerosa. Quieren el respeto a sus derechos humanos y a los
de la Madre Tierra.

Honrando nuestro pasado y actuando en nuestro presente
es como podremos acceder a un futuro digno, donde el pro-
greso no signifique el sometimiento de los pueblos y el
maltrato a la Naturaleza, sino una armoniosa y protectora
convivencia, por el bien de todas y todos, pues la verdade-
ra riqueza de esta región no está en el oro del subsuelo, si-
no en su importancia biológica y ecológica, en su valor es-
tético, en sus habitantes, en su cultura, su espiritualidad y
su pasado histórico.

Si se analizan y evalúan los daños de las actividades mine-
ras, se puede observar de manera inmediata alteraciones de
la orografía; pérdida de acuíferos; erosión; contaminación
de suelos y agua; daños productivos, económicos y a la sa-
lud, entre otros.

Los efectos y costos de la minería mal planificada y em-
pleada, sin respeto por las normas establecidas recaen de
manera preocupante en el ambiente, en la población resi-
dente en esas zonas y el Erario, ya que el Estado es par-
cialmente responsable de lidiar con las secuelas de esta 
actividad.

El panorama para poder ajustar la política fiscal y que la
industria minera asuma los costos de los efectos que oca-
siona parecen lejanos y difíciles de exigir, sobre todo los
relacionados con la reparación de daños a las comunidades,
aunque el tema de la salud, el más delicado, es irreparable.

Cabe mencionar que para emitir dichas concesiones se tie-
nen que tomar en cuenta a las comunidades y sus intereses,
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toda vez que es riesgo latente la instalación de esas minas,
de lo cual en ningún momento se han tomado acuerdos con
las comunidades por lo que violentan el derecho a audien-
cia y a tener un concurso en los que se tomen en cuenta los
intereses de las comunidades, como se señala en el artícu-
lo 13 bis de la Ley Minera.

Artículo 13 Bis. Los concursos mediante los cuales se
otorguen las concesiones a que se refiere el artículo an-
terior deberán garantizar las mejores condiciones eco-
nómicas para el Estado, y se realizarán conforme a lo 
siguiente:

I. La Secretaría publicará la convocatoria por lo menos
en el Diario Oficial de la Federación;

II. Las bases del concurso incluirán, como mínimo:

a) La descripción de los terrenos o zonas de que se tra-
te, los estudios realizados sobre los mismos, así como
los planos de su localización, geológicos y de muestreo;

b) Los requisitos con los que los participantes acredita-
rán su capacidad jurídica, técnica y económica, y

c) La modalidad para la presentación de las propuestas
de contraprestación económica y prima por descubri-
miento, que podrá ser en sobre cerrado o alguna otra que
se determine, y

d) El clausulado del contrato que, en su caso, deberá
otorgarse para garantizar el cumplimiento de la contra-
prestación económica y la prima por descubrimiento
que se ofrezca.

III. Las concesiones se otorgarán a quien acredite el
cumplimiento de los requisitos que se prevean en las ba-
ses y presente la mejor propuesta económica, para lo
que se tomará en consideración, exclusivamente, la con-
traprestación económica y prima por descubrimiento
ofrecidas.

Cuando el terreno se encuentre en un área habitada y ocu-
pada por un pueblo o comunidad indígena y dicho pueblo
o comunidad indígena participe en el concurso, tendrá el
derecho de igualar la mejor propuesta económica que pre-
sente otro concursante y, en caso de hacerlo, tendrá dere-
cho preferente la propuesta de éstos.

Lo anterior se fundamenta en lo dispuesto por los artículos
34, fracciones XXVII y XXVIII de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal; artículo 7, fracción VI,
13, cuarto párrafo, 13 Bis, 16, fracción II y último párrafo
de la Ley Minera; artículos 2, apartado B fracción XX, 3 y
32, fracciones V y VI del Reglamento Interior de la Secre-
taría de Economía; artículos 1o., 2o., fracciones V y VI, 14,
16, 25, 27, fracción VII, y 28 Constitucionales; 6, 13, 15 y
17 del Convenio 169 de la Organización Internacional del
Trabajo y 21 de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos.

Si bien es cierto que las autoridades encargadas de la ex-
pedir cualquier tipo de concesión minera, en el ámbito de
sus atribuciones correspondientes, previo a expedir al otor-
gamiento de los títulos de concesiones mineras, están obli-
gadas a conceder la garantía de audiencia previa a través de
una consulta, esta garantía ha sido ignorada, aun teniendo
la obligación de consultar a los pueblos interesados, me-
diante procedimientos apropiados y a través de sus institu-
ciones representativas, cuando se prevean medidas admi-
nistrativas susceptibles de afectarles directamente,
invocando al respecto, la tesis aislada número 1a.
CCXXXVI/2013 (10a.).

Los más preocupante, es que el polígono del “Programa de
Emergencia Radiológica Externa” de la Central Nuclear
Laguna Verde, que es de 16 kilómetros, está en riesgo de
ser explotado por dos proyectos mineros, Caballo Blanco
y El Cobre, de Candelaria Minerals y Almaden Minerals,
respectivamente, por lo que se convierte en un tema de se-
guridad nacional por la magnitud de los efectos que esto
puede traer, ya que a menos de 2.5 kilómetros de los reac-
tores se pretenden detonar cerca de 14 toneladas diarias de
explosivos.

Esta situación no puede ser ignorada, minimizada u omisa
por las autoridades responsables, ni exponer a la población
a un desastre nuclear que traería graves consecuencias más
allá de nuestras fronteras y por muchos años, solo por el
único interés de la extracción de metales preciosos que no
pagarían en nada los efectos.

Ahora con el gobierno de la Cuarta Transformación que ha
planteado el presidente Andrés Manuel López Obrador, te-
nemos la oportunidad de cambiar las malas prácticas que se
llevaron a cabo por muchos años en materia de otorga-
miento de concesiones para la explotación de minas y po-
ner orden.
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Las asignaciones que se otorguen deben estar sustentadas
en normas claras de aplicación universal, basadas en el de-
recho a la autonomía y libre determinación de los pueblos
sobre sus territorios, en el derecho al consentimiento, al ac-
ceso al agua, a la salud, a un medio ambiente sano y, en re-
sumen, a la vida.

Estas asignaciones tienen que cimentarse en el fortalecimien-
to de la regulación ambiental, los derechos agrarios y labora-
les y la promoción del bienestar de las poblaciones como im-
perativo que rige el desarrollo económico del país.

Por lo anteriormente expuesto, solicito a esta soberanía sea
aprobado el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La honorable Cámara de Diputados exhorta de
manera respetuosa al Ejecutivo Federal para que, a través
de la Secretaría de Economía, en el ámbito de sus atribu-
ciones, ordene la inmediata y definitiva cancelación de las
concesiones mineras de oro, plata y cobre en los munici-
pios de Alto Lucero y Actopan, en la región central de Ve-
racruz, por representar altos riesgos para sus pueblos y 
comunidades.

Segundo. La honorable Cámara de Diputados exhorta de
manera respetuosa al Ejecutivo Federal para que, a través
de la Secretaría de Economía, se lleve a cabo la revisión y,
en su caso, la subsecuente cancelación de las concesiones
mineras que pongan en riesgo los territorios y a la pobla-
ción, con particular atención en las concesiones otorgadas
en los municipios de Actopan, Alto Lucero, Las Minas, Ta-
tatila, Tatahuacalpan de Juárez, Soteapan, Catemaco y Me-
cayapan, así como de las asignaciones mineras otorgadas al
Servicio Geológico Mexicano en los municipios de Chi-
conquiaco, Juchique de Ferrer y Yecuatla, Veracruz.

Tercero. La honorable Cámara de Diputados exhorta de
manera respetuosa al Ejecutivo Federal para que, a través
de la Secretaría de Economía, los títulos de concesión y de
asignación mineras y los decretos de incorporación de zo-
nas a reservas mineras se expidan apegándose estrictamen-
te a lo establecido en la Ley Minera y su Reglamento y una
vez que hayan cubierto las condiciones y requisitos esta-
blecidos y sin perjuicio de tercero. 

Se somete este punto de acuerdo, a consideración de esta
soberanía, para su resolución.

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, el 24 de sep-
tiembre de 2019.— Diputada Claudia Tello Espinosa (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Economía, Comercio y Com-
petitividad, para dictamen.

IMPLEMENTAR ACCIONES EN LA ZONA ORIENTE
DE LA CIUDAD DE MÉXICO PARA ATENDER LOS

COBROS EXCESIVOS POR EL SERVICIO DE LUZ

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de exhortar a la
CFE a cumplir lo acordado en las mesas de trabajo e im-
plantar acciones en la zona oriente de la Ciudad de Méxi-
co para atender los cobros excesivos por electricidad, a car-
go del diputado Víctor Gabriel Varela López, del Grupo
Parlamentario de Morena

Quién suscribe, Víctor Gabriel Varela López, diputado fe-
deral integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con
fundamento en lo dispuesto por los por los artículos 6, nu-
meral 1, fracción I, y 79, numeral 2, fracción III, del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a considera-
ción del pleno de esta Cámara la presente proposición con
punto de acuerdo de urgente y obvia resolución por medio
del cual se le exhorta al titular de la Comisión Federal de
Electricidad a dar cumplimiento con lo acordado en las me-
sas de trabajo y a implementar acciones en la zona oriente
de la Ciudad de México para atender los cobros excesivos
por el servicio de luz, con base en los siguientes

Considerandos

1. En 2013, el Ejecutivo federal realizó una propuesta de
reforma energética, que consistía esencialmente en permi-
tir a las empresas privadas invertir en petróleos de México,
a través de contratos para extraer parte de las riquezas de la
nación, así como realizar la refinación, transporte y alma-
cenamiento. Uno de sus principales lemas para esta refor-
ma, era el preservar la seguridad energética del país, ase-
gurar precios accesibles del abasto energético tanto
privados como a la población, además de lograr hacer de
Pemex una empresa pública productiva e impulsar su com-
petitividad. De la misma forma, el entonces Presidente de
la República, señalaba para la Comisión Federal de Elec-
tricidad (CFE), reforzar sus innovaciones tecnológicas, las
familias mexicanas tendrían un beneficio concreto en la 

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año II, Primer Periodo, 24 de septiembre de 2019 / Apéndice 109



baja de las tarifas eléctricas y se lograría expandir la red de
transmisión a todo el país.

2. Dicha reforma propuso la reforma del artículo 27 cons-
titucional, para que el Estado celebre contratos con parti-
culares para llevar a cabo el financiamiento, mantenimien-
to, gestión, operación y ampliación de la infraestructura
necesaria para prestar el servicio público de trasmisión y
distribución de energía eléctrica. Así como el artículo 28,
en su párrafo cuarto de nuestra Carta Magna, en el cual se
mantenía en propiedad y control del gobierno federal, so-
bre los organismos y empresas productivas del Estado que
se establecieran. De esta forma, la CFE supuestamente
aprovecharía la tecnología, la reducción de costos y pérdi-
das de energía, permitiendo la reducción en el precio de es-
te energético.

3. Es el 20 de diciembre de 2013, cuando se publica en el
Diario Oficial de la Federación, el decreto por el que se re-
forman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de
energía; y para el 2014, se publica la Ley de la Comisión Fe-
deral de Electricidad, mediante la comisión es una empresa
productiva del Estado de propiedad exclusiva del gobierno
federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio y go-
zará de autonomía técnica, operativa y de gestión.

4. Contrario a lo señalado en la reforma energética en ma-
teria de la disminución de las tarifas del suministro de la
energía eléctrica, se observó un fenómeno de incremento
progresivo en sus tarifas de uso doméstico principalmente,
en las cuales se crean nuevas tarifas como es la 1F y la
DAC, se suprimen subsidios, así como se dispone un catá-
logo de límite mínimo y máximo en el uso de la energía
eléctrica dependiente de la inflación. Un ejemplo claro es
que tan sólo en el año 2018 se han emitido 9 oficios sobre
los cargos de Tarifa DAC Servicio Doméstico de Alto Con-
sumo, en los cuales se ha modificado los precios para este
rango de tarifa.

5. Ante la sustitución de la Compañía Luz y Fuerza del
Centro por la Comisión Federal de Electricidad (CFE) pa-
ra operar el suministro y cobro de energía eléctrica en el
Valle de México, que comprende las zonas del Estado de
México, Hidalgo, Cuernavaca y la Ciudad de México, se
presentaron variaciones irregulares en los recibos emitidos
a los usuarios por el uso del suministro de energía, los cua-
les se han dado a conocer como “recibos locos”, en los cua-
les se han establecidos cargos estrepitosamente elevados
por montos que van desde los 300 mil pesos hasta los 4 mil

pesos, en usuarios que habitan en zonas consideradas como
alta y baja marginalidad en los últimos nueve años.

6. En agosto de 2014, la Suprema Corte de Justicia resolvió
procedente que la CFE, pudiera ser demandada ante el Tribu-
nal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, cuando sean
afectados los derechos de un consumidor, si considera que el
cobro es injusto e incurre en actos inconstitucionales.

7. Para 2016, con la intención de minimizar esta problemática,
el entonces encargado de despacho de la CFE, Jaime Hernán-
dez Martínez, en conjunto con el entonces Procurador Federal
del Consumidor, Ernesto Nemer Álvarez, firmaron un conve-
nio para agilizar y resolver quejas de los usuarios de CFE so-
bre consumo de energía eléctrica. Este convenio ha consistido
en la instalación de 48 módulos y 8 líneas telefónicas en las de-
legaciones, subdelegaciones y unidades de servicios de la Pro-
curaduría, para atender las quejas relacionadas con el cobro de
los llamados “recibos locos”. No obstante, continúan los reci-
bos exorbitantes sin ninguna justificación por parte de la co-
misión y los ciudadanos continúan teniendo que soportar actos
intimidatorios por parte de trabajadores de la CFE, violándose
los derechos los ciudadanos en forma constante por parte de
trabajadores de la misma compañía, ante la necesidad de los
usuarios por no contar con el servicio.

8. En el mes de mayo de 2019 un servidor acordó con los
Superintendentes de la División Volcanes, Chapingo, Ne-
zahualcóyotl, Ermita, Basílica, Aeropuerto, Universidad, y
colectivos ciudadanos en defensa de la energía eléctrica, un
calendario de reuniones para atender problemas locales de
los usuarios afectados.

9. Se debe considerarse el acceso a la energía eléctrica co-
mo un derecho humano para el disfrute y satisfactor esen-
cial de las necesidades humanas básicas, considerando los
principios básicos de universalidad, inalienable, indivisibi-
lidad, igualdad, con un alcance de exigibilidad jurídico,
mismo que el Estado está obligado a asumir y reconocer.

10. El Estado debe garantizar que los logros de la ciencia y
la tecnología como lo es la electricidad sirvan para satisfa-
cer las necesidades materiales y espirituales de todos los
sectores de la población, a efecto de que contribuya con la
realización más plena posible de los derechos humanos y
las libertades fundamentales, sin discriminación alguna por
motivos de raza, sexo, idioma o creencia religiosa.

En esta tesitura, las condiciones elementales de asegurar el
desarrollo de las personas y su dignidad humana, deben
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ejercerse desde las dimensiones sociales y colectivas que
requiere el país, atendiendo la universalidad, que contem-
pla a todos los seres humanos poseedores de estos dere-
chos, inalienables, es decir, sin ser transferibles, indivisi-
bles e interdependientes implicando que todos los derechos
humanos están vinculados para garantizar la satisfacción
básica para vivir, y que dichos referentes hacen asequible
la generación de conductos que hagan posible la atención a
las demandas ciudadanas, peticiones y toda gestión orien-
tada a la solución de problemáticas de usuarios de energía
eléctrica.

11. La Comisión Federal de Electricidad en términos de la
Ley de la Industria Eléctrica, y de la ley de la Comisión Fe-
deral de Electricidad, es una empresa productiva del Esta-
do sujeta al marco constitucional y al interés público, por
lo tanto es su deber en sus acciones y fines debe ajustarse
a atender, promover y garantizar los medios y mecanismos
para alternar con la ciudadanía y la resolución de sus de-
mandas, a fin de proporcionar un servicio que garantice el
desarrollo y la dignidad humana de los usuarios. 

Por los motivos expuestos, me permito someter a esta So-
beranía, como de urgente y obvia resolución, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Punto de acuerdo de urgente y obvia resolución por
medio del cual se exhorta al titular de la Comisión Federal
de Electricidad a dar cumplimiento con lo acordado en las
mesas de trabajo y a implementar acciones en la zona
oriente de la Ciudad de México para atender los cobros ex-
cesivos por el servicio de luz.

Dado en el Palacio Legislativo, el 24 de septiembre de 2019.— Dipu-
tado Víctor Gabriel Varela López (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Energía, para dictamen.

RELATIVO A LA PRONTA APERTURA Y
REACTIVACIÓN DE LAS ACTIVIDADES 

PESQUERAS Y EL FOMENTO DE LA
MARICULTURA EN LA SONDA DE CAMPECHE

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de exhortar a di-
versas autoridades a determinar la extensión marítima de
los polígonos pertinentes y realizar acciones que posibili-

ten la pronta apertura y reactivación de las actividades pes-
queras y el fomento de la maricultura en la sonda de Cam-
peche, a cargo del diputado Maximiliano Ruiz Arias, del
Grupo Parlamentario de Morena

El suscrito, Maximiliano Ruiz Arias, diputado a la LXIV
Legislatura de la Cámara de Diputados del honorable Con-
greso de la Unión, integrante del Grupo Parlamentario de
Morena, con fundamento en los artículos 6, numeral 1,
fracción I; y 79, numerales 1, fracción II, y 2, fracción III,
y demás relativos y aplicables del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, somete a consideración de esta honorable
asamblea la presente proposición con punto de acuerdo por
el que se exhorta a los titulares de las Secretarías de Agri-
cultura y Desarrollo Rural, de Energía, de Marina, de Me-
dio Ambiente y Recursos Naturales y de Comunicaciones
y Transportes, determinen la extensión marítima de los po-
lígonos pertinentes y realicen las acciones necesarias que
posibiliten la pronta apertura y reactivación de las activi-
dades pesqueras y el fomento de la maricultura en la Son-
da de Campeche, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La Sonda de Campeche en una región marítima que forma
parte de la plataforma continental al oeste de la península
de Yucatán, en el sur del Golfo de México. Tradicional-
mente se ha reconocido a esta zona por su riqueza en cuan-
to a su ecosistema marino, de alta biodiversidad, recursos
vivos y por ser una de las más sobresalientes provincias pe-
trolíferas del mundo.

Esta complejidad implica al mismo tiempo una región de
intensa expansión industrial costera que incluye explota-
ción petrolera e industria pesquera (Yáñez-Arancibia y
Sánchez-Gil, 1986 citado por el Instituto Nacional de Pes-
ca y Acuacultura, Inapesca, 2017).

Con la presentación de este punto de acuerdo, como presi-
dente de la Comisión de Pesca, al conocer de manera di-
recta las inquietudes que aquejan a los integrantes y repre-
sentantes del sector en la región de este importante litoral
del país, planteo hacer un llamado al gobierno de México
para concretar la reactivación de la pesca en la Sonda de
Campeche, para beneficio local y regional de los estados
de Campeche y Tabasco y el sector pesquero que lo integra.

Como antecedente importante de la región, en la Sonda de
Campeche la pesca de camarón rosado representó un im-
portante desarrollo económico y social para la región en la
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década del 69 al 79 pero para el segundo decenio del 2000,
la pesquería estaba prácticamente en la quiebra. Las razo-
nes de esta situación crítica no han sido esclarecidas. (Ra-
mírez-Rodríguez, 2015 citado por Inapesca 2017).

El declive de esta pesquería y de otras tradicionales de la re-
gión, obedece entre otros factores a la interacción entre Pe-
tróleos Mexicanos (Pemex), por la extracción de hidrocarbu-
ros en la región, cuestiones de contaminación y por la
definición de áreas de exclusión de la navegación y la pesca.

Lo anterior obedece a que, a partir de 1974, con el descubri-
miento del pozo Chac y de varios campos petroleros gigantes
y súper-gigantes (Santiago y Baro, 1992 citado por RE-
DALYC 2004), la principal zona productora de petróleo y gas
en México se ubicó en la parte sur del Golfo de México, don-
de se han desarrollado las actividades de perforación y pro-
ducción en la denominada zona marina de Campeche.

En los años siguientes detonó un máximo aprovechamiento
del sector hidrocarburos en la Sonda de Campeche, lo que
significó aportaciones importantes de desarrollo para nuestro
país, vulnerando entonces al desarrollo de la actividad pes-
quera que tradicionalmente se desarrollaba en la región.

Un duro golpe que abonó al distanciamiento entre la inter-
acción de Pemex con la actividad pesquera, fue el que se
dio como resultado de los atentados terroristas del 11 de
septiembre de 2001 en Nueva York, Estados Unidos de
América (EUA), puesto que en el año 2003 se publicó en
el Diario Oficial de la Federación el Acuerdo Intersecreta-
rial 117, entre las Secretarías de Marina, de Comunicacio-
nes y Transportes y de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación, mediante el cual, se estable-
cían medidas de seguridad en la Sonda de Campeche para
asegurar las instalaciones vitales del sector hidrocarburos
en México, por lo que se estableció un área de exclusión de
mil 205 kilómetros cuadrados (km2) en la zona de influen-
cia de las plataformas petroleras.

Luego de 13 años posteriores a la entrada en vigor de este
acuerdo y ante la exigencia social por concretar políticas de
desarrollo pesquero en la región, el 11 de octubre de 2016
se publicó en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo
por el que se establecen zonas de seguridad para la nave-
gación y sobrevuelo en las inmediaciones de las instalacio-
nes petroleras y para el aprovechamiento integral y susten-
table de los recursos pesqueros y acuícolas en zonas
marinas mexicanas.

En el acuerdo se establecieron nuevos lineamientos de se-
guridad para la navegación y sobrevuelo en las inmedia-
ciones de las instalaciones petroleras, y el aprovechamien-
to tanto integral como sustentable de los recursos
marítimos. Se estableció también que la entonces denomi-
nada Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Ru-
ral, Pesca y Alimentación (Sagarpa), con el auxilio del Ins-
tituto Nacional de Pesca y en coordinación con la
Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales, por
conducto de la Agencia Nacional de Seguridad Industrial y
de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarbu-
ros, efectuaría dentro de los 180 días naturales siguientes a
la publicación del acuerdo, las investigaciones pesqueras y
acuícolas que correspondan para sustentar, con la opinión
técnica que emita y basada en la mejor evidencia científica
disponible, las decisiones que en la materia adopte la auto-
ridad pesquera para la adecuada implementación de dicho
instrumento.

Con fecha 14 de julio de 2017, el Instituto Nacional de Pes-
ca, a través de su director general, remitió en tiempo y forma
al entonces secretario de Sagarpa, la opinión técnica y anexo
del informe de los resultados derivados de las actividades de
investigaciones de los 180 días efectuados en la Sonda de
Campeche, en el cual se exponen los pormenores de dichas
actividades, concluyendo entre otras cosas lo siguiente:

• Con base en los resultados de la Campaña Sonda de
Campeche 2017, se concluye que existe disponibilidad
del recurso camarón y de otras especies para su poten-
cial aprovechamiento comercial en las zonas abiertas a
la pesca. Por lo que sí es posible abrir a la pesca y acua-
cultura sustentables (camarón y otras especies) en el
área antes restringida.

• Por otra parte, la reducción de la producción de gas y pe-
tróleo en la Sonda de Campeche ha ocasionado el abando-
no de infraestructura que podría representar una oportuni-
dad para el desarrollo de la maricultura en la zona.

En la misma opinión técnica el ahora denominado Institu-
to Nacional de Pesca y Acuacultura recomendó que para
poder instrumentar de manera formal un plan de desarrollo
pesquero y acuícola en la Sonda de Campeche, se conside-
ran además las recomendaciones siguientes:

1. Desarrollar protocolos de seguridad en caso de que la
potencial actividad pesquera tenga interacción con es-
tructuras (seguridad buque, red e instalaciones), espe-
cialmente de arrastre.
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2. Desarrollar cartas pesqueras en colaboración con la
Secretaría de Marina (Semar).

3. Respetar las áreas restringidas alrededor de ductos y
de cabezales.

4. Determinar interacción e importancia de estudios so-
bre hidrocarburos, en especial sísmicos y su potencial
impacto en actividades pesqueras y de conservación.

5. Ante la posible apertura y para asegurar el desarrollo
sustentable de la pesca y la acuacultura en la Sonda de
Campeche y eventualmente en el Golfo de México, se
recomienda especialmente establecer un comité coordi-
nador que determine programas de desarrollo y planes
de ordenamiento para el efecto.

Resultado de un trabajo adicional de investigación en el mis-
mo sentido, en el mes de abril de 2018, el Inapesca remitió al
titular de la Sagarpa las recomendaciones siguientes:

1. Para asegurar el desarrollo sustentable de la pesca y
la acuacultura en la Sonda de Campeche y eventual-
mente en el Golfo de México y particularmente para el
inicio de las actividades de pesca de arrastre de camarón
en la zona, se reitera especialmente la recomendación de
establecer un comité coordinador que determine progra-
mas de desarrollo y planes de ordenamiento para dicho
efecto.

2. Se reitera la posibilidad de abrir la zona de pesca y en
particular de arrastre de camarón iniciando en el polígo-
no de estudio intensivo.

3. El inicio de las actividades de pesca debe ser escalo-
nado, iniciando con una fracción de la flota.

4. Las actividades deben ser monitoreadas de forma in-
tensiva por el sistema de monitoreo satelital y delimita-
das por una geo-cerca definida como el polígono de la
zona de estudio intensivo.

5. La flota que inicie la pesca debe contar con un pro-
grama de observadores a bordo con bitácoras de pesca
diseñadas ex profeso para anotar las capturas y la pesca
incidental, buscando el aprovechamiento completo de la
misma, incluyendo fauna de acompañamiento.

6. La flota que inicie la pesca debe contar con GPS con
el registro de las zonas de riesgo para la pesca de arras-

tre para que las eviten, así como ecosondas que auxilien
a evitar zonas de riesgo potencial.

No obstante, al trabajo científico presentado por el Inapes-
ca, las acciones en términos del acuerdo en cuestión para
liberar las restricciones establecidas para las áreas de pre-
vención y de exclusión pesquera no se concretaron. 

Al contar con la información científica, sustentada en ex-
tenso por el Inapesca, la idea de una apertura paulatina que
permita la interacción entre la actividad pesquera y el sec-
tor hidrocarburos no es vaga. Podrá resultar exitosa ante la
plena coordinación de las secretarías del gobierno federal
que intervienen en ambos sectores

Son las Secretarías de Agricultura y Desarrollo Rural, de
Energía, de Marina, de Medio Ambiente y Recursos Natu-
rales y de Comunicaciones y Transportes, quienes con un
trabajo coordinado podrán hacer efectiva la apertura de la
Sonda de Campeche para la actividad pesquera y el desa-
rrollo de opciones como la maricultura, bajo condiciones y
medidas de seguridad de las instalaciones petroleras estra-
tégicas y la salvaguarda de la vida humana en la mar.

En fechas recientes, al conmemorar los 40 años del inicio
de la producción petrolera en la Sonda de Campeche, el pa-
sado mes de julio, el director general de Petróleos Mexica-
nos, anunció la reactivación de la producción petrolera en
la Sonda de Campeche, donde este año el 67 por ciento del
presupuesto de Pemex Exploración y Producción se desti-
nará a la exploración y desarrollo en aguas someras de la
región y el litoral de Tabasco (Pemex 2019).

Ante este anuncio y las políticas de desarrollo regional pa-
ra los pequeños productores del sector agrícola y pesquero
proyectadas desde el inicio de la administración del go-
bierno federal en turno, confío en que en esta reestructura
gubernamental bajo estándares de producción y desarrollo
de las actividades económicas, se pondere a la actividad
pesquera en la región, que permita a la par condiciones de
desarrollo bajo estándares de seguridad y sustentabilidad.

Tan sólo tomando como referencia el Anuario Estadístico
de Acuacultura y Pesca de 2017, para la actividad pesque-
ra se tiene el registro en el estado de Campeche de 12 mil
768 pescadores, 107 embarcaciones mayores activas y 3
mil 628 embarcaciones ribereñas que podrán ser beneficia-
das por las acciones de liberación de zonas que se conside-
ran aún de exclusión. El beneficio regional para Campeche
y las entidades aledañas será en términos de desarrollo eco-
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nómico, de combate a la pobreza, así como de soberanía y
seguridad alimentaria para nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de
esta honorable asamblea, el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. La Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión exhorta respetuosamente a los titulares de las
Secretarías de Agricultura y Desarrollo Rural, de Energía,
de Marina, de Medio Ambiente y Recursos Naturales y de
Comunicaciones y Transportes, determinen la extensión
marítima de los polígonos pertinentes y realicen las accio-
nes necesarias que posibiliten la pronta apertura y reactiva-
ción de las actividades pesqueras y el fomento de la mari-
cultura en la Sonda de Campeche, bajo condiciones de
seguridad industrial y sustentabilidad pesquera.

Fuente

Conapesca (2017) Anuario Estadístico de Acuacultura y Pesca. Recu-
perado de 

https://www.conapesca.gob.mx/work/sites/cona/dgppe/2017/ANU
ARIO_ESTADISTICO_2017.pdf

Inapesca (2017) Informe de Resultados Derivados de las Actividades

de Investigaciones de los 180 Días Efectuadas en la Sonda de Campe-

che. Recuperado de 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/349555/INFOR-
ME_EN_EXTENSO_1.pdf

Pemex (2018) Reactiva Pemex la producción petrolera en la Sonda de

Campeche. Recuperado de 

https://www.pemex.com/saladeprensa/boletines_nacionales/Pagi-
nas/2019-033-nacional.aspx

Pemex (2019) Reactiva Pemex la producción petrolera en la Sonda de

Campeche. Recuperado de 

https://www.pemex.com/saladeprensa/boletines_nacionales/Pagi-
nas/2019-033-nacional.aspx

Ramírez-Rodríguez, Mauricio (2015). La pesquería de camarón en
Campeche: Desarrollo histórico y perspectiva. Aviso de Arribo. Cien-
cia Pesquera Vol. 23(1): 73 – 87.

Redalyc (2004) Impacto ecológico de la industria petrolera en la son-

da de Campeche, México, tras tres décadas de actividad: una revisión

Interciencia, vol. 29, núm. 6, junio, 2004, pp. 311-319. Recuperado de 

http://www.redalyc.org/pdf/339/33909304.pdf

Santiago J, Baro A (1992) Mexico’s giant fields, 1978-1988 decade.
Am. Assoc. Petr. Geol. 54: 73-99.

Yáñez-Arancibia, A y Sánchez-Gil (1986). Los peces demersales de la

plataforma continental del sur del Golfo de México 1. Caracterización

ambiental, ecológica y evaluación de las especies, poblaciones y co-

munidades. Publicación Especial No. 9. Instituto de Ciencias del Mar
y Limnología. UNAM. México. 230 pp.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputado Maximiliano Ruiz Arias (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Pesca, para dictamen.

RELATIVO A LAS QUEJAS EXPRESADAS 
POR PERSONAS RECLUIDAS EN EL

CERESO DE ALTO IMPACTO DE MORELIA

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al go-
bierno de Michoacán a dictar instrucciones y verificar su
cumplimiento sobre quejas expresadas por reclusos del
centro de reinserción social de alto impacto de Morelia, a
cargo de la diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala, del
Grupo Parlamentario de Morena

La que suscribe, Silvia Lorena Villavicencio Ayala, integrante
de la LXIV Legislatura federal, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 6, numeral 1, fracción I, y 79, numeral 2,
fracción III, del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta ante esta soberanía proposición con puntos de acuerdo,
de obvia y urgente resolución, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La labor de diputada no sólo se centra en la tarea legislativa,
es también un deber irrenunciable la defensa de los derechos
humanos de las personas; en cualquier circunstancia, los re-
presentantes del pueblo, debemos velar por él y ser un espa-
cio abierto para el acompañamiento y la denuncia.
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Así las cosas, a las manos de quien esto suscribe ha llega-
do una petición de justicia y respeto de los derechos huma-
nos, la que requiere atención y se procede a su relato:

La ciudadana Olga María del Pilar Molina Olvera se en-
cuentra actualmente recluida en el centro de reinserción so-
cial de alto impacto de Morelia Michoacán, y sufre una
violación constante de sus derechos humanos, principal-
mente a su integridad, ya que recibe amenazas de muerte y
extorsión diariamente; por lo que ya ha pedido la interven-
ción de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos,
que a través del primer visitador general ha solicitado me-
diante el oficio 43259, número 56403, de fecha 5 de julio
del presente, dirigido al ingeniero Carlos Herrera Tello, se-
cretario General de Gobierno de Michoacán, se apliquen
medidas de protección para la denunciante.

Entre ellas se solicita lo siguiente:

• Implantar todas las acciones necesarias para garantizar
la integridad física y salvaguardar la seguridad personal
de la denunciante.

• Considerar el traslado de la denunciante a otro centro
penitenciario, a fin de evitar el contacto con las perso-
nas que amenazaron su vida.

Como respuesta del oficio anterior se tiene la comunica-
ción del funcionario con el número de oficio número
SG/1487/2019, fechado el 8 de julio del presente, donde se
aceptan las medidas cautelares solicitadas por la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos y se compromete a en-
viar un informe detallado sobre el caso, previniendo en to-
do momento cualquier afectación a la integridad física y
seguridad personal de la denunciante.

A su vez, se tiene conocimiento del oficio referenciando con
el mismo número, enviado al licenciado Javier Ayala Rodrí-
guez, coordinador del Sistema Penitenciario de Michoacán, y
al doctor Félix López Rosales, director del centro de readap-
tación David Franco Ramírez, con fecha 8 de julio del pre-
sente, donde el Secretario General de Gobierno, solicita se le
dé cumplimiento a las medidas cautelares que solicita la ciu-
dadana Olga María del Pilar Molina Olvera.

Sin embargo, al día de hoy no ha sucedido ninguna acción
que proteja la integridad física y la seguridad personal de la
demandante; e incluso se ha recrudecido su maltrato, conti-
nuando las amenazas contra su integridad, incluso perpetra-
das por los directivos del penal donde se encuentra recluida.

Por ello, la intención de los puntos de acuerdo es exhor-
tar a las autoridades competentes a dar cumplimiento a
las medidas cautelares aceptadas por la Secretaría Gene-
ral de Gobierno.

Para sustentar lo anterior se extienden las siguientes
consideraciones:

1. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos dispone que todas las autoridades en el ámbito de su
competencia, promuevan, protejan, garanticen y respeten
los Derechos Humanos consagrados en la Norma Suprema
y en los tratados internacionales de los que México sea par-
te, bajo la rectoría del artículo 1o.1

2. La Ley Nacional de Ejecución Penal señala en el artícu-
lo 9,2 entre otros, como derechos de las personas senten-
ciadas o sujetas a proceso, que se encuentren recluidas en
los centros penitenciarios de nuestro país, los siguientes:

a) Recibir un trato digno libre de toda forma de 
discriminación.

b) La garantía de que se respete su integridad física, mo-
ral, sexual y psicológica.

c) Efectuar peticiones o quejas por escrito, y en casos
urgentes, por cualquier medio a las instancias 
correspondientes.

3. De acuerdo con las Reglas Mínimas para el Tratamiento
de los Reclusos, adoptadas por el primer Congreso de las
Naciones Unidas sobre prevención del delito y tratamiento
del delincuente, celebrado en Ginebra en 1955, y aproba-
das por el Consejo Económico y Social en sus resoluciones
663C (XXIV) de 31 de julio de 1957 y 2076 (LXII) de 13
de mayo de 1977, se tienen por obligaciones de los Estados
parte, entre otras, las siguientes:

a) 27. El orden y la disciplina se mantendrán con firme-
za, pero sin imponer más restricciones de las necesarias
para mantener la seguridad y la buena organización de
la vida en común.

b) 36. 1) Todo recluso deberá tener en cada día labora-
ble la oportunidad de presentar peticiones o quejas al di-
rector del establecimiento o al funcionario autorizado
para representarle. 2) Las peticiones o quejas podrán ser
presentadas al inspector de prisiones durante su inspec-
ción. El recluso podrá hablar con el inspector o con
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cualquier otro funcionario encargado de inspeccionar,
sin que el director o cualquier otro recluso miembro del
personal del establecimiento se hallen presentes. 3) To-
do recluso estará autorizado para dirigir por la vía pres-
crita sin censura en cuanto al fondo, pero en debida for-
ma, una petición o queja a la administración penitenciaria
central, a la autoridad judicial o a cualquier otra autoridad
competente. 4) A menos que una solicitud o queja sea evi-
dentemente temeraria o desprovista de fundamento, la
misma deberá ser examinada sin demora, dándose res-
puesta al recluso en su debido tiempo.

4. La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar
y Erradicar la Violencia contra la Mujer, Convención Be-
lem do Pará, señala en el artículo 3 lo siguiente:

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tan-
to en el ámbito público como en el privado.

5. Y en el mismo tenor se citan algunos derechos que reco-
noce dicho instrumento internacional, en el artículo 4:

a) el derecho a que se respete su vida;

b) el derecho a que se respete su integridad física, psí-
quica y moral;

c) el derecho a la libertad y la seguridad personales;

d) el derecho a no ser sometida a torturas;

e) el derecho a que se respete la dignidad inherente a su
persona y que se proteja a su familia; y

f) el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley.

Por lo expuesto y de acuerdo con los derechos humanos re-
conocidos en los bloques constitucional y convencional, se
presenta ante esta soberanía la siguiente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
al gobernador constitucional de Michoacán, Silvano Aureo-
les Conejo, a dictar las instrucciones necesarias y verificar su
cumplimiento sobre la queja expresada por la ciudadana Ol-
ga María del Pilar Molina Olvera, recluida en el centro de
reinserción social de alto impacto de Morelia, a fin de garan-
tizar su integridad física y su seguridad personal.

Segundo. La Cámara de Diputados exhorta respetuosa-
mente a las autoridades responsables de la aplicación de la
Ley Nacional de Ejecución Penal a revisar las condiciones
de seguridad e integridad para todas las mujeres recluidas
en el país, a fin de identificar, prevenir y erradicar posibles
violaciones de los derechos humanos.

Notas

1 Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos, todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y
en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea par-
te, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no po-
drá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condicio-
nes que esta Constitución establece.

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de con-
formidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la
materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más
amplia.

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obli-
gación de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos hu-
manos de conformidad con los principios de universalidad, interde-
pendencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los de-
rechos humanos, en los términos que establezca la ley.

2 Artículo 9. Derechos de las personas privadas de su libertad en un
centro penitenciario

Las personas privadas de su libertad en un centro penitenciario, duran-
te la ejecución de la prisión preventiva o las sanciones penales im-
puestas, gozarán de todos los derechos previstos por la Constitución y
los Tratados Internacionales de los que el Estado mexicano sea parte,
siempre y cuando estos no hubieren sido restringidos por la resolución
o la sentencia, o su ejercicio fuese incompatible con el objeto de éstas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019.—
Diputada Silvia Lorena Villavicencio Ayala (rúbrica).»

Se turna a la Comisión de Igualdad de Género, para
dictamen.
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